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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, las señoras Ministras de Salud, doña María Soledad Barría Iroume y de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett, y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, doña Claudia Serrano Madrid.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 71ª, ordinaria, en 22 de noviembre del año en curso, que no ha sido observada.



Las actas de las sesiones 72ª y 73ª, ambas ordinarias, en 4 y 5 de diciembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 



(Véase en los Anexos el acta aprobada).

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República, recaídos en los siguientes asuntos:


Con el primero solicita el desarchivo del proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Unión Latina, suscrito en París el 15 de febrero de 1994 (boletín 1.229-10).



--Se toma conocimiento, se accede a lo solicitado y se devuelven los antecedentes a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con el proyecto que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (boletín N° 5.431-11).



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil, con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (boletín Nº 4.523-15).



3.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el sexto retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca del proyecto de acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (boletín N° 5.128-10). 


Con los diecisiete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



4.- Proyecto de ley que flexibiliza el uso del permiso maternal (boletín Nº 1.309-13).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias, en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (boletín N° 2.469-03).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



8.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



9.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (boletín N° 4.742-13).



12.- Proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (boletín N° 4.886-07).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (boletín Nº 4.975-14).



14.- Proyecto que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz. (boletín N° 5.068-10).



15.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



16.- Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).



17.- Proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (boletín N° 5.270-14).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.128-10). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Con el segundo informa que dio su aprobación al proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.270-14). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el tercero comunica que aprobó el proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (boletín N° 4.877-01). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.



Con el último informa que prestó su aprobación al proyecto de ley que autoriza la construcción de monumentos a víctimas de la masacre de la Escuela Santa María, de Iquique (boletín N° 4.766-24). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, relativo a las negociaciones y acuerdos adoptados por el Estado de Chile en materia de bandas de precios del trigo y su harina.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado por el Honorable señor Frei, en el que transmite la preocupación de la comunidad científica nacional por la disminución de los recursos destinados a fomentar la investigación en ciencias básicas.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual informa que Su Excelencia la Presidenta de la República resolvió crear la Oficina de Asuntos Religiosos del Gobierno, entidad que dependerá de dicha Secretaría de Estado y que será dirigida por el doctor Humberto Lagos Schuffeneger.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por medio del cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, referido a la situación de la pesca y, en particular, del recurso merluza común.



Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Prokurica, sobre los problemas que el desarrollo de la extracción de ostiones enfrenta en la Región de Atacama debido a la competencia desleal que sufren los productores nacionales frente a sus homólogos de Perú.



Con el segundo responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Horvath, acerca del daño previsional que sufren los funcionarios del sector público.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, respecto de un estudio acerca del diseño hidráulico aplicado en el puente San Isidro, en la Ruta 60 CH, sector San Pedro, comuna de Quillota. 



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Frei, relacionado con la pavimentación del camino Valle Alegre-Puchuncaví.



Con los dos últimos da respuesta a igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Espina, referidos, respectivamente, al pago de flujos mínimos garantizados a las concesionarias de la Ruta 5 Sur y a la instalación de avisos en el camino Sahuelhue-Carén, Región de La Araucanía.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, con relación a la electrificación de la isla Santa María, comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario de Investigaciones, por el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Romero, sobre la creación de una nueva Prefectura en la ciudad de Quillota y la instalación de una Unidad Policial en la comuna de Quintero.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud, mediante el cual informa sobre la Glosa 01 del Programa de “Contingencias Operacionales”, correspondiente al presupuesto del sector público del presente año. 



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, en cuanto a la instalación de un teléfono público rural en el sector de Loncotriuque, comuna de Melipeuco.



Del señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, a través del cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Frei, acerca de la muerte presunta de la persona que indica.



Del señor Intendente subrogante de la Región del Biobío, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, referente a los compromisos adquiridos con la Ilustre Municipalidad de San Pedro de la Paz en relación con la instalación y construcción del conjunto habitacional “San Pedro de la Paz”, etapas 1, 2 y 3.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Espina, respecto de los problemas que enfrenta el transporte en la comuna de Melipeuco.



Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Allamand, atinente a la construcción de un Centro Comunitario de Salud Familiar en la localidad de Mehuín.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Allamand, relativo a los problemas que presentaría la reparación del ramal del tren a Valdivia, vía Antilhue.



Del señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, a través del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Coloma, acerca de la eventual suspensión del servicio de buscarriles entre Talca y Constitución.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y de medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA) (boletín N° S 1.025-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


De las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (boletín N° 5.151-02). (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, a través del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío a trámite legislativo de un proyecto de ley tendiente a eliminar la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar 65 por ciento del impuesto al valor agregado, y que los recursos recaudados por dicho concepto se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indican (boletín N° S 1.011-12). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Honorables señores Coloma, Longueira y Orpis, mediante la cual inician un proyecto que modifica la ley N° 20.180, que autorizó erigir un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostiaga, con el fin de permitir que dicha construcción se realice en la Región Metropolitana (boletín N° 5.554-04). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables señores Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, por medio de la cual inician un proyecto que modifica la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, a fin de precisar la manera en que se deben ventilar los espacios habilitados para fumadores (boletín N° 5.555-11). (Véase en los Anexos, documento 10).


Del Honorable señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.284 en lo relativo a la inserción laboral de las personas con discapacidad (boletín N° 5.556-11). (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasan a la Comisión de Salud.



De los Honorables señores Naranjo, Muñoz Aburto y Letelier, con la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la extensión de la jornada laboral de los trabajadores dependientes del comercio (boletín N° 5.557-13). (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



De la moción del Honorable señor Letelier con la que inicia un proyecto de ley que entrega al Estado la facultad exclusiva y excluyente de fabricar, armar y transformar e importar o exportar armas de fuego y otros elementos, y suprime las atribuciones del Ministerio de Defensa Nacional y otros organismos públicos para autorizar actividades relacionadas con la industria bélica privada y la inscripción y porte de armas.


--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



El señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités acordaron en forma unánime lo siguiente:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones a los proyectos de ley que se señalan a continuación:



a) El que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas, hasta el viernes 14 del presente, a las 12;



b) El que facilita la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, hasta el lunes 17 del presente, a las 12, y



c) El relativo al transporte de pasajeros de líneas aéreas y los derechos de estos, hasta el lunes 17 del presente, a las 12.



2.- Retirar del Orden del Día los proyectos signados con los números 6, 8 y 9, es decir, el que modifica el Código de Justicia Militar, el atinente a la jurisdicción penal militar y el que suprime la integración del Auditor General del Ejército en la Corte Suprema, respectivamente.



3.- Que se trate en el tercer lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto signado con el número 11, el cual modifica la ley Nº 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica.



Asimismo, que si fuere aprobado en general, el segundo informe sea emitido por las Comisiones de Salud y de Hacienda, unidas.



4.- Que se trate como si fuera de Fácil Despacho el proyecto signado con el número 12, aprobatorio del Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos que modifica el Convenio de Seguridad Social suscrito por ambos países.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminados los acuerdos de Comités.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

)--------------------(

El señor ORPIS.- Como Presidente de la Comisión de Economía, pido ampliar hasta el próximo lunes 17 el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, radicado en dicho órgano técnico, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA


ACUERDO MODIFICATORIO DE CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y REINO DE PAÍSES BAJOS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite, que aprueba el Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5115-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 73ª, en 5 de diciembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como dije hace unos instantes, los Comités resolvieron unánimemente que el asunto se tratara como si fuera de Fácil Despacho.



El objetivo principal de la iniciativa es modificar el Convenio de Seguridad Social suscrito con Holanda en 1996, ajustándolo a las actualizaciones introducidas a la legislación tanto nuestra como neerlandesa.



Por ser de artículo único, la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe precisar que se requiere quórum calificado, esto es, el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronuncian a favor 20 señores Senadores.


ADECUACIONES EN FINANCIAMIENTO MUNICIPAL
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y otros cuerpos legales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4813-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es corregir algunos efectos no previstos que ha traído consigo la aplicación de la ley Nº 20.033, denominada “Ley de Rentas Municipales II”. Para ello, se proponen enmiendas a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, incluyéndose nuevos inmuebles en la exención de contribuciones y precisándose el marco de aplicación de sobretasas respecto de determinados bienes raíces; y al decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, fijándose nuevos criterios para el cobro de permisos de extracción de residuos sólidos y otras regulaciones en materia de derechos de aseo y de publicidad en la vía pública. Asimismo, se modifica el procedimiento para enterar y distribuir los recursos del Fondo Común Municipal; se establece una nueva modalidad destinada a autorizar labores en horas extraordinarias, y se facilita el convenio de pago por deudas de los municipios respecto de su aporte al Fondo Común Municipal.



La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, en virtud del acuerdo de la Sala adoptado el 2 de octubre pasado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag).



En cuanto a la discusión en particular, efectuó una serie de modificaciones a la iniciativa despachada por la Honorable Cámara de Diputados, todas ellas acordadas en forma unánime y consignadas en el informe.



Cabe destacar que el número 2 del artículo 2º, el artículo 3º y el artículo segundo transitorio revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren el voto favorable de 22 señores Senadores.



Conforme al acuerdo de los Comités, ratificado por la Corporación el 4 del mes en curso, si el proyecto fuere aprobado en general deberá también ser analizado, durante la discusión particular, por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que pueda asistir a la sesión la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano Madrid.



--Se autoriza.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la iniciativa en debate, que tuvo su origen en el Ejecutivo, apunta a subsanar ciertos efectos provocados por la aplicación de la Ley de Rentas Municipales II, que ha impedido, en algunos casos, incrementar las finanzas del sector.



El proyecto incursiona principalmente en tres grandes temas vinculados al municipio, cuales son incrementar sus recursos en áreas deficitarias desde el punto de vista del rendimiento de los ingresos; proponer beneficios de carácter social, con un doble propósito: favorecer al segmento más pobre de la población, con relación a su vivienda, y facilitar las obligaciones de los contribuyentes en el pago de los tributos y derechos municipales, y, por último, establecer un mecanismo para evitar futuros endeudamientos del municipio por su aporte al Fondo Común Municipal.



El texto se estructura en tres artículos permanentes, que se ocupan de los aspectos mencionados.



El primero de ellos plantea enmiendas a la Ley sobre Impuesto Territorial, con dos finalidades: incluir en la exención del impuesto, total o parcialmente, a diversos bienes raíces cuyos propietarios no fueron considerados en la Ley de Rentas Municipales II, e introducir precisiones en la regulación de la sobretasa del 100 por ciento del mismo impuesto aplicable a inmuebles situados en áreas urbanas que correspondan a sitios no edificados con urbanización, inmuebles abandonados y pozos lastreros.



En seguida, el proyecto modifica la Ley sobre Rentas Municipales, en materia de permisos de extracción de residuos sólidos, de derechos de aseo, de patentes municipales y de deudas de los municipios por aporte al Fondo Común Municipal.



En el primer aspecto, innova, pues dispone que el servicio municipal de extracción de residuos sólidos puede aplicar un cobro diferenciado, sobre la base de criterios ambientales, condiciones de accesibilidad o frecuencia de retiro.



Respecto de las tarifas de aseo, también introduce una enmienda novedosa, pues permite a los municipios incorporar en el pliego tarifario el aseo de los bienes nacionales de uso público de la comuna y, al igual que en el caso anterior, aplicar criterios ambientales para fijar cobros diferenciados. Debemos incluir en este orden de materias la declaración escueta que hace la iniciativa en el sentido de facultar a los municipios para percibir derechos por los permisos de instalación de publicidad en la vía pública o que sea vista u oída desde ella.



En cuanto a la patente municipal, establece mecanismos que liberan al contribuyente de efectuar declaraciones para su pago y traslada dicho trámite al sector institucional, con lo que además se logra un mayor control de los ingresos municipales. Como saben Sus Señorías, cada contribuyente debe entregar su balance a la municipalidad. Con la modificación, ello no va a ser necesario, pues el Servicio de Impuestos Internos enviará una nómina con el capital propio de cada empresa.



Finalmente, en este acápite, el proyecto contiene paliativos para aligerar las deudas del municipio por aporte al Fondo Común Municipal, también con modalidades de control efectuadas por las instituciones interesadas, como son la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y el Servicio de Tesorerías.



La última norma permanente de la iniciativa introduce enmiendas a la ley Nº 19.104, sobre reajuste de remuneraciones del sector público, las que tienen por objeto evitar el trámite burocrático que deben practicar los alcaldes para exceder la limitación de 40 horas extraordinarias por funcionario.



En la actualidad, para ese efecto, el jefe comunal ha de ser autorizado en forma previa por decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda. El proyecto propone que, en el caso de los empleados municipales, tal prolongación de actividades se declare derechamente mediante decreto alcaldicio. Con ello ya no se pediría permiso a dicha Secretaría de Estado para pagar horas extraordinarias por sobre el máximo permitido.



Esas son, a grandes rasgos, las tres áreas que aborda la iniciativa en debate.



Contiene, además, dos disposiciones transitorias: la primera se refiere a la vigencia de la ley y la segunda -la más importante- faculta al Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, convenios con los municipios para el pago de las deudas que mantengan por concepto de aportes al Fondo Común Municipal.



Señor Presidente, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización analizó en detalle el proyecto y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, pues está consciente de las limitaciones que afectan a los municipios. El texto propuesto constituye una herramienta que atenúa las dificultades que pesan sobre la gestión municipal en las diversas tareas que los gobiernos locales están llamados a cumplir.

 

Esperamos que la Sala apruebe la iniciativa solo en general y pedimos que esta vaya a las Comisiones de Hacienda y de Gobierno, unidas, para su más pronto despacho en particular.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, una vez más, el Senado está llamado a discutir sobre un asunto no resuelto: el financiamiento de las municipalidades, o sea, los recursos con que los municipios deben contar para llevar adelante el gobierno comunal, ese que se encuentra más cerca de la gente, ese al que en especial los más modestos recurren para buscar una solución a sus problemas.



Sin lugar a dudas, el proyecto se origina en las falencias que dejó la aplicación de la ya famosa y antigua Ley de Rentas Municipales II.



Tengo en mi poder un cuadro que muestra el efecto financiero de dicha normativa -publicada, si mal no recuerdo, el año 2005-, que pretendía mejorar de manera sustancial las finanzas municipales. Mediante ella se estimaban ingresos por más de 58 mil millones de pesos, pero, en definitiva, solo se obtuvieron 37 mil millones como recursos nuevos, distintos, frescos para los municipios. Indudablemente, tal cantidad se encuentra lejos de lo esperado tanto por el Gobierno de entonces como por quienes aprobaron la referida ley. 



Sobre el particular, deseo recordar aquí que esa Administración desconoció un acuerdo con la Oposición e impuso su planteamiento respecto de la Ley de Rentas II, la que, con el paso del tiempo, tenemos que revisar a fin de procurar mayores ingresos para las municipalidades.



Lamentablemente, tal como llegó de la Cámara de Diputados, el proyecto no contempla recursos nuevos ni determina ningún aumento de fondos, debido a que las normas que buscaban tal objetivo no fueron aprobadas allí. Por eso el Gobierno intenta ahora mejorar la situación en el Senado.



¿Cómo se pretende obtener dineros frescos para los municipios? 



Primero está lo relacionado con la exención del pago de los derechos de aseo. La mencionada ley eximió del cobro de tales derechos a las viviendas que tuvieran un valor de hasta -si mi memoria no me engaña- 225 UTM (alrededor de 7 millones de pesos). Eso significó que el conjunto de los municipios del país percibiera 1.930 millones de pesos menos de ingresos.



Además, a través de otra fórmula, se busca volver a la norma anterior a la dictación de la Ley de Rentas II, que permitía que los municipios tuvieran autonomía y libertad para cobrar derechos por extracción de áridos. Porque, luego de que esa disposición fuera modificada sustancialmente, el sector municipal obtuvo menores ingresos por 1.500 millones de pesos. 



Otra posibilidad, quizá la más significativa, es revisar la facultad del municipio, introducida en la Ley de Rentas II, para cobrar los derechos de publicidad solo cuando la propaganda en un bien nacional de uso público sea instalada por una empresa de giro publicitario. Ello implicó 7.500 millones de pesos menos para las arcas del sector. 



En resumen, las municipalidades han dejado de percibir 10.930 millones de pesos en esos tres ítems, lo cual, sin duda, les ha generado dificultades financieras y presupuestarias bastantes profundas.



Señor Presidente, no puedo dejar de mencionar que en este último tiempo, además, ha habido mayores gastos por el aumento en las remuneraciones de los alcaldes (más de 3 mil millones de pesos), de los concejales (más de 4.700 millones de pesos) y, también, de los jueces de policía local (más de 2 mil millones de pesos).



Por lo tanto, lo que en un momento se estimó como un gran aporte de recursos frescos para los municipios se ha transformado para la mayoría de ellos en una situación -yo diría- compleja, delicada, pues tal solución hizo que sus presupuestos quedaran absolutamente acotados. 



La mejor demostración de ello se observó cuando, una vez que el Congreso Nacional aprobó el proyecto de ley sobre reajuste del sector público -hace dos o tres semanas-, que dispuso un incremento de remuneraciones de 6,9 por ciento para los funcionarios fiscales, el conjunto de los alcaldes, a través de sus distintas organizaciones y en forma individual, señaló que esa decisión del Gobierno y del Parlamento los coloca en una situación imposible, porque muchos de ellos tendrán que dejar de invertir una cantidad importante de recursos para pagar dicho reajuste. El alcalde de Valparaíso, incluso, manifestó que si concede tal aumento infringirá la norma legal que prohíbe que el gasto en remuneraciones exceda el 35 por ciento de los ingresos propios.



En consecuencia, señor Presidente, resulta oportuno, una vez más, requerir al Gobierno para resolver el problema de fondo: el financiamiento municipal. 



Puede existir la mejor voluntad para que los municipios recuperen la facultad anterior respecto del cobro de derechos de publicidad, pero una serie de juicios y resoluciones judiciales -incluso, en la Corte Suprema- ponen en riesgo el ejercicio de tal prerrogativa. Lo mismo sucede con lo relativo a la extracción de áridos. 



Con todo, no se resolvería el asunto de fondo: el financiamiento del sector. 



Este proyecto contiene aspectos de carácter administrativo y de transparencia que son absolutamente positivos. 



También trata de superar las dificultades que enfrentan los municipios para concretar sus aportes al Fondo Común Municipal; desburocratiza normas vinculadas al capital que los contribuyentes deben declarar ante aquellos, y resuelve de manera adecuada lo tocante a los sitios eriazos, que generaba un inconveniente mayor en las zonas en expansión urbana. 



Por lo tanto, todo lo vinculado a aspectos administrativos y a precisiones de carácter legislativo se soluciona en buena forma en esta iniciativa.



Sin embargo, el tema de fondo -el financiamiento municipal- sigue siendo una tarea pendiente, por cuanto aún no recibimos una propuesta del Ejecutivo sobre la materia. Por consiguiente, los municipios continuarán en una situación difícil, la cual quedó de manifiesto -reitero- con el conflicto generado en el sector a raíz de la aprobación del reajuste de remuneraciones otorgado recientemente a los funcionarios públicos. 



Señor Presidente, si bien votaremos a favor la idea de legislar, sin duda discutiremos -hay diferentes opiniones al respecto al interior de nuestra bancada- cada uno de los puntos que puedan significar mayores recursos para las municipalidades, intentando, para ello, reponer normas anteriores a la dictación de la Ley de Rentas II.



 Insisto en que el aporte fiscal que se entrega a los municipios, mediante el Fondo Común Municipal, es verdaderamente exiguo. El Gobierno muchas veces presenta iniciativas, refrendadas luego en el Parlamento, para beneficiar a la comunidad, pero termina perjudicando el presupuesto municipal al no entregar ninguna compensación. Ello ha implicado que dicho sector hoy día siga con las dificultades que todos conocemos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, con la aprobación de la Ley de Rentas II muchos esperaban resultados que al parecer no se han materializado.



La verdad es que, al aumentar la carga tributaria a un grupo de chilenos mediante el alza de las contribuciones, lo que hicimos fue asestarle un gran golpe económico a la clase media. Y el resultado que pensábamos obtener no se logró. 



Me parece francamente increíble que todo lo que se anunció aquí por quienes enviaron el proyecto pertinente, en la práctica, no se haya cumplido.



En segundo lugar, considero que la ley no se aplicó bien. Según ciertos estudios y experiencias conocidas, en ciudades caras y en balnearios de primer nivel del país las contribuciones se mantuvieron o bajaron, mientras en poblados apartados subieron.



En tercer término, aunque la iniciativa busca corregir tal situación, pienso que fue muy injusta la aplicación del impuesto territorial en el caso de los sitios eriazos, pues las contribuciones aumentaron de manera considerable. Ello, porque se interpretó como tal todo lugar que no tuviera construcción. Sin embargo, todos entendemos que sitio erizo es aquel que carece de cierre perimetral e iluminación y donde no existe nada, lo que se presta para que se junten delincuentes y se perpetren asaltos.



No obstante, aquí se calificó como sitio eriazo un lugar que está cerrado, un lugar con portón y murallas. Hay personas que no construyen porque carecen de recursos para ello, pero tienen cercado su sitio. Y a ellas se las castigó aumentándoles las contribuciones.



Entonces, en mi opinión, el proyecto respectivo se concibió mal y la ley se aplicó peor, pues los resultados fueron extraordinariamente graves.



En el futuro, el Estado de Chile, que cuenta con más recursos que nunca, debiera estudiar la rebaja de contribuciones y no su alza, pues la más afectada es la clase media. Hoy, si uno pregunta a este sector de la población cuál es la mayor carga que soporta frente al Fisco, nos responde que es el pago del impuesto territorial. Por tanto, el Estado debiera aportar más a los gastos municipales, tomando en cuenta el superávit que tiene en todo orden.



Espero, señor Presidente, que se corrija este problema.



Ahora, el cobro del derecho por extracción de áridos y otros materiales desde una propiedad privada me parece abiertamente inconstitucional. 



Por cierto, corresponde pagar por los servicios recibidos. ¿Pero qué estaría cancelando una persona que extrae áridos en su propiedad? ¿Cuál es la contraprestación municipal? 



Esto es exagerar las cosas al límite. Con ello de nuevo golpeamos a las pymes, a los más chicos. Y, como ocurre generalmente, los más grandes quedan libres de todo pago o se las arreglan para enterar sus impuestos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, parece que no todos recordamos de la misma forma el debate de la Ley de Rentas II. Lo que se propuso en ese entonces no fue lo que finalmente se aprobó. Es decir, hubo una iniciativa que tenía cierto propósito, pero, por falta de acuerdo político no se logró el acuerdo necesario para respaldar ciertos impulsos.



Pongo un ejemplo.



Cuando se planteó que los campos deportivos -en un concepto muy amplio, que incluía a campos de golf y clubes de polo- pagaran contribuciones, quedó un área bastante ambigua. Y algunos se escandalizaron. De hecho, ciertas comunidades de inmigrantes -por cierto, muy respetables- se opusieron a que los estadios de los cuales formaban parte estuvieran afectos a tal gravamen.



Todo ello, sin duda, restó recursos significativos a las arcas municipales y fue parte del debate.



Yo comparto que existen aspectos que se pueden perfeccionar. Y ese es el sentido de esta iniciativa de ley.



Quiero señalar otro ejemplo respecto de algo que no está presente en el proyecto y que espero se incluya en el curso de la discusión. 



Yo represento en esta Corporación, al igual que otro señor Senador, a la Región de O´Higgins, que está compuesta de 33 comunas. En la provincia de Cachapoal está la comuna de Las Cabras, donde existe una central hidroeléctrica tremendamente importante para el país, de propiedad de una empresa privada. La zona de inundación del embalse es muy grande y se conoce como “Lago Rapel”. Y también pertenece a la generadora. Esta empresa, que tiene un impacto enorme en los usos de suelo de la referida comuna y de otras, paga cero peso por concepto de contribuciones. ¡Cero peso!



Eso resulta por completo inaceptable. Porque, obviamente, la actividad económica que se origina con la utilización de esos suelos produce una ganancia millonaria.



Hay otras situaciones muy similares en la Séptima Región. Es el caso de Colbún, donde también se usan amplias superficies.



Por eso, pido que establezcamos, en el transcurso del debate de este proyecto, ciertos criterios básicos con relación al impuesto territorial. Es absurdo que grandes empresas que utilizan extensas áreas de suelo en las comunas no paguen tal gravamen. Cuando aquellas pertenecían al Estado, años atrás, quizá era comprensible que no se les cobrara. Pero hoy resulta inaceptable como principio. 



Señor Presidente, por su intermedio, solicito a la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo que se estudie el punto, porque no creo que algún parlamentario justifique en esta Sala que un pequeño negocio deba cancelar contribuciones y que una gran empresa, sea en el lago Rapel o en Colbún, no lo haga. Es  absurdo que se encuentre exenta.



Adicionalmente -y no quiero ofender a nadie con lo que voy a señalar-, hay algunos alcaldes a quienes les gusta llorar y decir que les falta mucha plata. ¡Como si el dinero fuera de ellos! 



Honestamente, me molesta la forma como abordan el debate. Porque no todos los municipios son iguales: algunos tienen muchos recursos; otros, medianos recursos, y los demás, pocos recursos. 



Esos ediles suelen reclamar que deben traspasar fondos para educación. Bueno, si no quieren llevarla a cabo, que entreguen esa tarea a otro organismo. Sin embargo, siguen haciéndose cargo de los establecimientos de enseñanza, pues, por los costos políticos que ello implica, no tienen la fortaleza de cerrar colegios inviables en zonas rurales donde sí hay otras alternativas



Lo que uno pide a los alcaldes, señor Presidente, es que sean eficientes en la administración de los recursos de todos los chilenos.



Ahora bien, el proyecto que nos ocupa tiene como propósito rectificar un problema en materia de extracción de basura, medida que considero relevante. También busca mejorar lo relativo a los cobros de derechos de publicidad, algo que es necesario. Asimismo, genera un mecanismo más automático para la integración de los dineros al Fondo Común Municipal, propuesta que resulta imprescindible. 



¡Porque -digamos las cosas como son- es una vergüenza que algunos municipios no hagan los aportes a dicho Fondo cuando corresponde! Es inaceptable, al igual que la conducta de esos alcaldes que no pagan las imposiciones de los trabajadores. Y quienes no enteran los dineros pertinentes perjudican a otras municipalidades.



Finalmente, quiero señalar un matiz de diferencia con el juicio que emitió -si no me equivoco- el Senador señor Pérez, quien se refirió a los sitios eriazos. 



Una cosa son los sitios eriazos que deben cercarse para no ser ocupados por delincuentes, lo cual es bueno; otra, son aquellos en que los dueños no pueden construir por falta de recursos, lo que resulta entendible, y una distinta radica en el uso de esos terrenos para especular financieramente, situación que se produce en muchas ciudades grandes del país. 



Por lo tanto, tenemos tres situaciones diferentes. 



Y comparto la idea de que tenga que pagarse una doble o triple tasa de tributación por parte de quienes especulan financieramente con predios ubicados en centros urbanos importantes en que no se construye. 



Además, se debe tratar de terminar con la ridícula situación que se da en los municipios de comunas rurales, los que, en convenio con el Servicio de Impuestos Internos, cobran contribuciones por terrenos vacíos de 300 ó 400 metros cuadrados y cuyo valor es casi nulo desde el punto de vista fiscal. 



Resulta absurdo dicho cobro. Y, al respecto, me hago parte de lo planteado. Pero no considero bueno evitar el pago de una sobretasa respecto de aquellas propiedades ubicadas en grandes ciudades que solo se usan como capital de respaldo para la obtención de créditos o para la especulación financiera. 



Entiendo que se debe perfeccionar la norma sobre el particular. Al respecto hay unidad de criterios, y comparto la necesidad de rectificación. 



Señor Presidente, este es un proyecto muy importante. Queremos despacharlo cuanto antes. Sin embargo, pido al Ejecutivo que presente una indicación para determinar el pago de impuesto territorial por terrenos actualmente inundados -antes eran agrícolas y solo a veces pagaban contribuciones por los fines productivos que tenían sus dueños- que se utilizan por empresas generadoras de electricidad, como sucede en la Sexta Región, donde parlamentarios de todos los colores políticos lo hemos planteado una y otra vez por el tremendo impacto que ellas causan en la zona. 



Cito como ejemplo la Sexta Región, pero en la Séptima la situación es muy parecida. Imagino que en la Octava ocurre algo similar con el Alto Biobío. 



Tales circunstancias se deben corregir o complementar en la iniciativa que nos ocupa, la que vamos a aprobar en general. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, solo quiero hacer un comentario general, porque se trata de un buen proyecto que avanza en la solución de problemas prácticos y concretos de los municipios. 



Dicha iniciativa aumenta los recursos -aunque no de manera sensible- o la capacidad de recaudación de las municipalidades en las materias mencionadas aquí, particularmente las relativas al pago de patentes por concepto de publicidad y al cobro de retiro de residuos sólidos, en lo cual cometimos un error en la Ley de Rentas Municipales II. 



Pero el problema principal, como se ha manifestado acá -en especial por el Senador señor Pérez, con quien tiendo a coincidir-, no está resuelto: el financiamiento del sistema municipal chileno. 



En consecuencia, aquí estamos dando un paso pequeño, significativo, pero no suficiente para asegurar un financiamiento más acorde con las enormes exigencias que hoy hacemos a los municipios. Acabamos de aprobar un proyecto que grava de manera sensible la obtención de recursos económicos por ellos. 



Por eso, se debe enfrentar el problema de una vez por todas. Ya se trató de hacer en la Ley de Rentas II, lo que, como recordó el Senador señor Letelier, generó grandes dificultades, pues la falta de acuerdo político impidió avanzar en una iniciativa de esa naturaleza. 



También se mencionó en la discusión de aquella oportunidad que íbamos a gravar demasiado a la clase media de nuestro país. Hasta el momento nadie me ha podido explicar exactamente en qué consiste tal concepto. Sería bueno no referirse genéricamente a dicho estrato social como si todos los pertenecientes a él fueran iguales. Es decir, un profesor primario es semejante a un pequeño, mediano o gran empresario, en circunstancias de que son muy distintos; tienen visiones diferentes y extracciones sociales disímiles. No son lo mismo. 



Debemos ser más precisos al hablar de la clase media, sobre todo cuando la utilizamos con fines estrictamente electorales. 



Lo que sucedió con la Ley de Rentas II fue que, a propósito de la llamada clase media, los municipios, en vez de recibir 96 mil millones de pesos, solo obtuvieron 48 ó 52 mil millones. Vale decir, nosotros mismos fuimos responsables de desfinanciar estratégicamente el sistema municipal. 



Dicho cuerpo legal se estudió bien y el debate fue acotado en todas las Comisiones donde se trabajó. Pero al final no hubo acuerdo político. Ello significó no rectificar de manera específica una política que hubiera permitido mejorar efectivamente el sistema de recaudación de los municipios. 



Espero que con el proyecto en análisis sentemos las bases para volver a conversar entre nosotros y el Gobierno sobre la resolución del problema. Porque ahora resulta que, a propósito de las mayores recaudaciones que tendrán las municipalidades por las normativas que estamos aprobando, particularmente la relacionada con la subvención preferencial, el 90 por ciento de los municipios que estaban dispuestos a entregar mañana mismo las escuelas a su cargo hoy quieren continuar con ellas. 



Eso se debe básicamente a que el proyecto de subvención preferencial entregará una cantidad enorme de recursos -¡enorme!-, como nunca antes en la historia de Chile tuvo el sistema público de educación, en particular la municipalizada. El 70 por ciento de lo acordado aquí irá a los establecimientos municipales, y el 30 por ciento, a los particulares subvencionados. 



Ojalá los municipios inviertan en educación. Para eso vamos a aprobar la iniciativa en análisis. Pero me temo que, por ese súbito entusiasmo de aquellos por quedarse con los colegios que antes algunos querían entregar al Estado central y otros a una entidad regional, los recursos se destinen a suplir sus enormes déficits. 



Entonces, de una vez por todas actuemos con seriedad para enfrentar una cuestión estratégica, de fondo, que afecta a las municipalidades, y asumamos el grado de responsabilidad que nos corresponde. Porque, si no queremos incrementar en 50 ó 52 por ciento el déficit de ellas -en ese orden pareciera estar el porcentaje antes de la aprobación del proyecto de subvención preferencial-, deberemos aumentar sus recursos a través de algunas patentes municipales. 



Aquí se avanza de manera significativa en algunos temas. Por ejemplo, van a pagar mayores multas los dueños de sitios eriazos en que no se construya. Eso me parece bien. Pero con seguridad será una cantidad muy ínfima de recursos. Los municipios no se enriquecerán con ese tipo de medidas que hemos aprobado por unanimidad.



Por lo tanto -y con esto concluyo, señor Presidente-, quiero llamar la atención por la deuda que tenemos con el sistema municipal, particularmente el Parlamento y la clase política, como afirman algunos sociólogos de última hora. Vale decir, debemos reponer aquí una discusión en serio sobre la forma de financiar a una de las instituciones básicas de la democracia chilena y, tal vez, una de las más importantes que tiene el ciudadano para enfrentar una mejor calidad de  vida: el municipio. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, he oído con cierta sorpresa a algunos parlamentarios decir -obviamente con la mejor buena fe- que se trata de un buen proyecto de ley. 



En verdad, a mi juicio, nadie debería hacer tal afirmación, pues la iniciativa que nos ocupa pretende enderezar a los curcunchos que dejó la Ley de Rentas II. En sí misma,  más allá del esfuerzo de sus autores, no será capaz de cambiar la vida de los municipios, porque solo “intenta” superar algunos déficits o vacíos de ese cuerpo legal. 



Sin embargo, señor Presidente, considero positivo que en materia legislativa exista historia, que haya memoria, porque me sorprende que esta discusión la hagamos como si no se hubiera debatido durante cuatro años la que fue la Ley de Rentas II. 



En dicha normativa -debo hacerlo presente una vez más- no hubo unanimidad. Fue tremendamente discutida. Muchos de nuestros votos fueron negativos, pero -es bueno señalarlo- en su momento hubo un acuerdo político. Y no es que no lo haya habido igualmente para enfrentar el problema del endeudamiento municipal. Porque sí existió, pero fue desconocido por el Gobierno, lo cual es muy distinto.



Dicho acuerdo político consistía en pedir aportes a la sufrida clase media, ya que -no sé si es un fenómeno sociológico o sicológico; no sé como explicarlo- habría una contraprestación del Estado cercana a los 140 mil millones de pesos en esa instancia. Finalmente, por rivalidades ideológicas y discusiones en el oficialismo, el Ministro del ramo señaló que no podía acoger esa solicitud y volvimos a fojas cero, luego de lo cual se aprobó la parchadísima Ley de Rentas II.



En consecuencia, muchos de los problemas que hoy se intenta arreglar se resolvían en el proyecto original. Por ejemplo, lo referente a los sitios de los campos deportivos tuvo una larga discusión. Se hizo una distinción entre el casino y lo que es el recinto deportivo propiamente tal. También se trató el tema de la basura, respecto del cual, según me anotan, en este momento hay una indicación latente -dicen que viene del Ejecutivo- con la finalidad de bajar el avalúo fiscal de las propiedades susceptibles de pagar la extracción de la basura.



También hay referencia al nivel de las contribuciones de los sectores medios.



Todo ello tenía una contraprestación que consistía en un aporte del Estado. Y, al final, quedó esa parte y no la otra. Y como la ley es mala, obviamente hoy tenemos municipios desfinanciados, desprovistos y, en algunos momentos, con gente desesperada.



Por lo tanto, quiero dejar constancia de esa situación. No es que no haya habido un acuerdo político. Él existió. A través de  dicho acuerdo se pretendía endilgar o dar un nuevo rumbo a las municipalidades de Chile, para que pudieran tener los recursos adecuados y cumplir así las durísimas y apasionantes tareas a que actualmente se ven enfrentadas. Pero,  al no haber contraprestación, obviamente quedan en una situación muy difícil y, más bien, dramática.



Entiendo los esfuerzos de la señora Subsecretaria -ya que el Estado no entregó los recursos- por tratar de obtenerlos de alguna parte. Y ahí vamos con el lastre; ver si en la basura se puede rasguñar algo. Comprendo su noble tarea, porque se da cuenta de que los municipios tienen un desfinanciamiento brutal.



En ese sentido, no tengo inconveniente en aprobar en general el proyecto. Pero, en lo personal, me parece que  muchas de sus disposiciones no van en el sentido correcto.



No obstante, aunque sean campanadas de agonía, debería dejarse constancia de que aquí estamos viendo el sucesivo entierro de los municipios en Chile, pues, en lugar de buscar una operación de salvataje definitivo, serio, mediante un acuerdo relevante, se parcha la deficiencia y los forados que vienen del pasado.



Por eso, señor Presidente, para colocar los puntos sobre las verdaderas íes de la historia, quiero hacer presente que aquí estamos ante una profecía muy anunciada que hoy día se está cumpliendo. Si Sus Señorías leen la Versión Taquigráfica, comprobarán que se señaló que esto iba a ocurrir, casi en el mismo contexto en que se está dando ahora. Tal vez sea algo dramático revisar y averiguar cómo sucedieron los hechos. ¡Pero así fueron!



El Gobierno, en su momento, habrá tenido razones para desestimar el acuerdo suscrito. No pienso que este -más allá del esfuerzo de sus actores- hubiera solucionado los problemas de los municipios, que, lamentablemente, se seguirán arrastrando en el tiempo de no mediar una cirugía mayor y no puros “parches curita” como estamos viendo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a propósito de algunas intervenciones, deseo poner énfasis en lo que acaba de señalar el Senador señor Coloma, en el sentido de que muchas de las inquietudes que surgen tienen que ver con que las materias que trata el proyecto de ley en análisis fueron modificadas en su momento, dentro de un contexto completamente distinto.



Hubo un acuerdo político que, finalmente, fue desconocido. Por eso, muchos de los hechos que ahora aparecen contradictorios o inconexos tienen una explicación. Pero esta no es de responsabilidad nuestra, porque nosotros no incumplimos dicho acuerdo.



Respecto de la iniciativa, quiero suscribir las inquietudes planteadas por el Senador señor Pérez Varela, y subrayar dos o tres comentarios que me parecen importantes.



Primero, aquí se aumentan las exenciones al impuesto territorial. Y si uno las analiza individualmente parecen justificarse, por lo menos, a primera vista. Sin embargo, el sistema o el mecanismo que se está siguiendo no es sano. Porque empezamos con una situación casuística, a través de la cual se van incorporando entidades, lo que al final abre un espacio para la presión, para el lobby mal entendido, y estos proyectos de ley pueden terminar convirtiéndose en conceptos normativos misceláneos guiados por los criterios de la coyuntura y la presión del momento. Y no me parece que esto sea aceptable en una norma de esta naturaleza.



Segundo, deseo manifestar mi sorpresa al saber que el Ejecutivo intenta reducir el monto de los avalúos de las propiedades hoy día exentas de los derechos de aseo. Las que están bajo las 225 unidades tributarias mensuales -lo que corresponde a una cifra superior a los 7 millones 300 mil pesos- están liberadas de pago. Y según entiendo -así venía en el texto que llegó de la Cámara de Diputados-, se quiere rebajar a 100 UTM; es decir, a poco más de 3 millones 250 mil pesos.



Considero justo el propósito de buscar recursos adicionales para los municipios. Pero no me parece adecuado hacerlo a costa de la gente más pobre. Porque eso es lo que significa: personas con viviendas avaluadas entre 3 millones 250 mil y 7 millones 320 mil pesos empezarán a pagar derechos de aseo, en circunstancias de que, obviamente, se trata de un sector de ingresos muy bajos, de acuerdo con las condiciones y el valor de sus propiedades



Por lo tanto, se trata de financiar a los municipios sobre la base de un sector de la población que no está en condiciones holgadas para pagar.



Si fijamos un criterio, debemos mantenerlo. Por eso, si el Ejecutivo presenta esa norma, no la vamos a apoyar.



Y, por último, señor Presidente, quiero plantear un tema conceptual.



Entre las múltiples normas del proyecto se incorpora el cobro por derechos de publicidad. Hoy día, solo las empresas publicitarias que desarrollan actividades en un municipio los pagan. Y la iniciativa amplía esa obligación a toda propaganda que pueda ser vista u oída desde la vía pública, independientemente de que haya una empresa de por medio.



El problema conceptual es que los derechos municipales suponen una contraprestación, y aquí no hay ninguna. Alguien que pone en su propiedad privada un aviso no está recibiendo de parte del municipio ningún servicio, beneficio o aporte. Por lo tanto, no se ve cuál es la lógica de tal norma.



En definitiva, se está creando un impuesto, lo cual rompe el criterio de lo que son los derechos municipales y la justificación de su cobro.



Por consiguiente, debemos tener especial cuidado sobre esta materia. Pienso que no se pueden romper los criterios inspiradores de las normas -por lo menos en el ámbito del Derecho Administrativo Municipal- que han regido estos conceptos por décadas, sobre todo si es para lograr dos o tres pesos más para los municipios.



Pienso que los problemas de fondo de ellos no los vamos a resolver de esta manera. Al revés, al cambiar los conceptos, podemos crear inconvenientes que se multipliquen en el tiempo al desaparecer la base conceptual que ha inspirado la organización de los derechos municipales en Chile.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo me ha pedido la palabra.



¿Habría acuerdo en la Sala para que intervenga?



Así se acuerda.



Tiene la palabra la señora Subsecretaria.

La señora SERRANO (Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo).-Señor Presidente, estoy de acuerdo con algunos de los comentarios formulados por Senadores de la Alianza y, por cierto, de la Concertación, quienes han advertido que con el proyecto no estamos dando una respuesta integral y sustantiva al problema de las finanzas municipales, teniendo en cuenta las crecientes necesidades de mejores prestaciones y de servicios de calidad para los ciudadanos. Porque, al final, el criterio es saber cuál es la calidad de servicio que pueden prestar los municipios en una demanda cada vez más exigente.



Sin embargo, no comparto el juicio de que estas modificaciones a la Ley de Rentas II sean un simple “parche curita”.



Dicho cuerpo legal pretendió allegar recursos por alrededor de 58 mil millones de pesos, pero -como se mencionó denantes- solo capturó 37 mil millones. Y acá pretendemos corregir algunas materias cercenadas, omitidas o descuidadas en la discusión legislativa llevada a cabo cuando se tramitó la Ley de Rentas II, particularmente en lo relacionado con derechos de aseo, cobro de patentes por pozos lastreros y otras regulaciones, por ejemplo, en cuanto a  publicidad en la vía pública.



El debate surgido -como señaló el Senador señor Núñez- respecto a materias sustantivas de financiamiento municipal desde una mirada más integral está pendiente, y el Ejecutivo recoge el guante para presentar al Senado una visión reformadora, atenta.



Pero el motivo de mi intervención no es repetir los objetivos de este proyecto -ya comentados y bien informados por el Honorable señor Sabag-, sino exponer que ello forma parte de un conjunto de medidas legislativas que Sus Señorías conocen.



Entre ellas, la modificación al Fondo Común Municipal y a sus porcentajes de eficiencia y emergencia, para que su componente pase a ser totalmente redistributivo y no existan criterios de discrecionalidad por parte del Ejecutivo. Este se resta de la adopción de decisiones a efectos de entregar todos los recursos al componente distributivo.



Cabe recordar que, de acuerdo con lo anunciado en el Mensaje del 21 de mayo pasado, la Presidenta de la República efectuó un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal por 13 mil millones de pesos.



Asimismo -como se ha señalado-, hay que tener presente el paquete de medidas destinado a aumentar los recursos municipales a través del mecanismo de educación municipal, entendiéndose en él el incremento de 15 por ciento en la unidad de subvención, la subvención escolar preferencial, etcétera.



Deseo relevar en particular que por primera vez contamos con 100 millones de dólares exclusivamente dirigidos a los municipios en materias de educación.



Por último, no quisiera olvidar la importancia de un proyecto en trámite en el Senado, que modifica diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal.



No será una ley ni un mecanismo el que resuelva el conjunto complejo de asuntos que tienen que ver con las finanzas y la modernización de la organización municipal.



Esta iniciativa quizás es pequeña -como se dijo-, pero en la vida cotidiana de un municipio el perder, por ejemplo, 50 millones de pesos de recaudación por concepto de derechos de publicidad o extracción de áridos desde pozos lastreros puede representar un daño mortal.



Eso es lo que viene a corregir el proyecto, y esperamos que a lo menos contribuya a mejorar las finanzas municipales con un presupuesto no inferior a 10 mil millones de pesos.



Deseo que Sus Señorías lo consideren en el conjunto de las medidas que tenemos en curso. Y, en nombre del Ejecutivo, recogemos el guante respecto de una tarea pendiente en cuanto a llevar a cabo una reforma mayor o a fijar una mirada más integral acerca de un sistema de financiamiento municipal asociado a las crecientes y complejas necesidades de respuesta de los municipios a los requerimientos de la ciudadanía.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 23 señores Senadores. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Correspondería fijar plazo para presentar indicaciones, para lo cual propongo el día 4 de enero.

El señor SABAG.- De acuerdo. ¿Y, entonces, la iniciativa se enviará a Comisiones unidas?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.



--Se fija como plazo para formular indicaciones el viernes 4 de enero de 2008, y el proyecto pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas.

ESTABLECIMIENTO DE BONIFICACIONES Y NORMAS DE PROMOCIÓN PARA PERSONAL DE SALUD

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5431-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1.- Restablecer una norma de protección para que el personal técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería con más de veinte años de desempeño en los Servicios de Salud pueda optar a la promoción a cargos de técnico, con los requisitos y exigencias que se establecen en la iniciativa.



2.- Extender la bonificación para conductores de ambulancia, que creó la ley Nº 20.209, a los funcionarios que cumplen labores de conducción de equipos de salud, incluidos los funcionarios de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y del Instituto de Salud Pública.



3.- Establecer el mecanismo del concurso interno para los efectos de la promoción del personal en los establecimientos de salud de carácter experimental Padre Alberto Hurtado, Cordillera y Peñalolén.



La Comisión de Salud discutió el proyecto solamente en general y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide).



El texto pertinente se transcribe en el primer informe que Sus Señorías tienen a la vista.



Cabe tener presente que el número 2 del artículo 1º y el artículo 2º tienen carácter orgánico constitucional, por lo cual requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Asimismo, corresponde indicar que, si la iniciativa es aprobada en general, en la discusión en particular deberá ser informada también por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo que la señora Ministra de Salud –presente en la Sala- entregará una información más pormenorizada acerca del proyecto.



En todo caso, deseo señalar que en materia de salud hemos despachado varias iniciativas tendientes a crear una institucionalidad, a generar un mecanismo de cancelación de recursos y, sobre todo, de armonización de los recursos internos en cuanto al personal de los Ministerios de Salud. Además, va a ingresar otro proyecto, relacionado con la atención primaria municipalizada.



En definitiva, todo ello va a ordenar un sistema con muchos elementos de similitud, pero también de diferencia, y no está claro que a la misma condición de trabajo equivaldrá una igual de pago.



En primer lugar, el proyecto hace referencia exclusivamente al sector de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), para dejarlos a la par de lo que hemos aprobado en materia sanitaria respecto a otros servidores del Estado.



Ello significa, entonces, un aumento y, en particular, permite la capacitación de aquellos funcionarios con más de veinte años de servicio para que puedan adquirir los resultados esperados, lo cual había quedado pendiente.



En segundo término, se aborda la forma de resolver un punto interno relacionado con establecimientos de salud experimentales, como el Hospital Padre Hurtado.



En tercer lugar, se plantea el Protocolo de Trabajo suscrito por los funcionarios de la FENTESS, sobre promoción, trabajo y fundamentación de determinados asuntos pendientes en otras leyes.



Un punto adicional que no había mencionado tiene que ver específicamente con extender la bonificación para conductores de ambulancia a funcionarios que efectúan labores de conducción -como ocurre típicamente- en Servicios, Ministerios u otras reparticiones de la Administración Pública.



En resumen, habiendo distintas acciones que se pueden realizar, formas de concluir el trabajo y tipos de asociaciones, era preciso llevar  a cabo lo que hemos expuesto, es decir, darle espacio, en tales condiciones, a la FENTESS; resolver el problema del pequeño pero importante grupo de funcionarios que transportan equipos de salud, y solucionar lo relativo a recursos y concursos internos en establecimientos experimentales como el Hospital Padre Hurtado, generados por la reforma de salud realizada hace dos años.



Por eso, se trata de un tema con muchas implicancias, pero que lleva a un objetivo fundamental.



En virtud de las razones expuestas, recomendamos a la Sala prestar su aprobación al proyecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 24 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Propongo el 4 de enero de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para formular indicaciones hasta el 4 de enero de 2008, a las 12.



Acordado.
CUOTA DE MAYOR CAPTURA DE JUREL EN PRIMERA, SEGUNDA Y DECIMOQUINTA REGIONES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el propósito de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel en la Primera, Segunda y Decimoquinta Regiones, con nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (5187-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis).

En primer trámite, sesión 31ª, en 10 de julio de 2007.


Informes de Comisión:


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura (nuevo), sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.


Discusión:



Sesión 45ª, en 29 de agosto de 2007 (reenvío a Comisión).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, tiene por objeto autorizar una cuota de captura adicional de 150 mil toneladas en la pesquería del jurel en la Primera, Segunda y Decimoquinta Regiones, en tanto no se concluyan los estudios de marcaje que determinen el ciclo migratorio de dicha especie y la talla en que se produce su primera madurez sexual.



La iniciativa cuenta con un nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 29 de agosto del presente año.



Dicho texto consigna que el referido órgano técnico rechazó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Arancibia, Ávila, Gazmuri y Horvath.



Cabe señalar que, en el caso de que la Sala adopte una resolución distinta de la propuesta por la Comisión informante, la iniciativa reviste el carácter de ley de quórum calificado, por lo que necesita para su aprobación al menos veinte votos favorables.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, tal como nos encomendara la Sala, en la Comisión realizamos nuevas reuniones para analizar por segunda vez el proyecto en debate.



Como se ha señalado, la iniciativa tuvo su origen en moción presentada por varios Senadores que representan a Regiones del norte del país, mediante la cual proponen autorizar un aumento de la cuota global de captura del jurel, asignada por el Consejo de Pesca, en 150 mil toneladas.



El argumento base del proyecto dice relación a que el stock del jurel del norte sería distinto del correspondiente al jurel del sur, por lo que no puede haber una cuota nacional.



En el primer informe emitido por la Comisión se deja constancia de que los cinco Senadores integrantes rechazamos unánimemente la iniciativa aduciendo dos motivos.



El primero se funda en que no estábamos de acuerdo en alterar de  manera completa toda la institucionalidad de asignación de cuotas de pesca por Regiones o por pesquerías. A nuestro juicio, aprobar el proyecto implicaba generar ese problema.



En segundo lugar, desde el punto de vista del recurso, recibimos a muchos especialistas e informes sobre el particular. En general, casi todos ellos coincidían en que se trata de un solo stock de jurel. Es decir, aun cuando esta pesquería se desarrolla con bastante profundidad en el Océano Pacífico, el stock que se obtiene en las principales áreas de extracción del recurso (el norte del país y las costas de la Región del Biobío) es uno solo.



Además, ese es el argumento que nuestro país ha esgrimido en diversos foros internacionales, pues estamos muy interesados, como país ribereño, en establecer normas de manejo del recurso en las aguas internacionales. Por tanto, hubo también un factor de que debilitamos nuestra negociación internacional para defender las especies migratorias que aparecen en nuestras 200 millas marítimas, pero que no se desarrollan solamente en ellas.



En consecuencia, en esa oportunidad, la unanimidad de los miembros de la Comisión recomendó a la Sala rechazar el proyecto.



Posteriormente, los Senadores autores de la iniciativa insistieron en que la Comisión revisara su determinación. Se argumentó que la actual cuota de jurel estaba afectando la pesca de la anchoveta -que es uno de los principales recursos de la flota industrial del norte-, al producirse una asociación entre ambas especies. Este fue el tema principal al cual nos abocamos durante la segunda ocasión en que debatimos el proyecto.



Al respecto, la evidencia que logramos recoger indica dos elementos.



El primero destaca que existe bastante independencia entre la disponibilidad de la anchoveta y la de jurel. O sea, la primera constituye una pesquería que ha experimentado una gran baja durante los últimos años. Por tanto, no existe certeza alguna que permita afirmar esa relación. Es más, la fauna acompañante de la anchoveta no es principalmente el jurel, sino que la constituyen otras especies.



Por otra parte, se nos señaló que en los lances de pesca la mezcla de anchoveta con jurel es relativamente baja, es decir, no supera el 20 por ciento.



En resumen, señor Presidente, la Comisión que presido, por segunda vez y nuevamente por la unanimidad de sus miembros -y eso debo recalcarlo-, recomienda a la Sala rechazar definitivamente el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Ávila.

El señor ÁVILA.-  Señor Presidente, el aspecto más destacable del proyecto es la perseverancia de sus autores.



Tal como indicó el Senador señor Gazmuri, a petición de Sus Señorías en la Comisión revisamos la discusión que ya habíamos llevado a cabo. Y como las bases de esta no se han alterado en modo alguno, las conclusiones a que arribamos no podían ser distintas.



Bien se sabe que, dada la situación que vive la pesca en el país, resulta complejo introducir modificaciones, sobre todo en el ámbito de las cuotas, porque se mantienen en equilibrio –casi por milagro- los intereses en pugna. Por eso, la más mínima alteración dentro de ellos desataría una controversia global que difícilmente las instituciones del Estado están en condiciones de enfrentar.



Por otra parte, y también desde el punto de vista de la biomasa, no es posible resolver un problema que tiene fundamentos científicos muy sólidos en favor de la opción que adoptara la unanimidad de la Comisión.



Los antecedentes aportados por los Senadores que impulsaron la iniciativa no fueron lo suficientemente convincentes como para alterar una visión muy arraigada, desde luego, en la Subsecretaría de Pesca, y también en los círculos científicos más calificados.



Entonces, señalo lo anterior solo para dejar establecido una vez más que no era factible, por las razones ya expresadas, acceder al planteamiento hecho por los Senadores que apoyan esta iniciativa. Y desde luego, por motivos formales, de tramitación, a estas alturas Sus  Señorías no podrían, bajo ningún concepto, remontar la corriente, porque para aprobar el proyecto se necesita quórum calificado y ni siquiera la agilidad del salmón les daría pie para sobrepasar esta valla, que ya es absolutamente inabordable.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, discrepo totalmente  de los argumentos entregados por los señores Senadores que me antecedieron.



Ante todo, me gustaría señalar cuál es el verdadero alcance de esta iniciativa.



Aquí no se están modificando las cuotas anuales de captura del jurel de modo permanente -esta es la primera precisión que se debe hacer-, sino en forma transitoria, mediante un precepto de este carácter que por una parte plantea aumentar la cuota en el norte del país  y por otra se refiere -y esto es muy complementario con lo anterior- a la madurez sexual de dicha especie en la referida zona.



¿Y por qué se plantea una disposición transitoria? Porque, contrariamente a lo argumentado por el Senador señor Gazmuri, no existe unanimidad dentro de la comunidad científica...

El señor GAZMURI.- Dije que casi la hay. 

El señor ORPIS.-…en cuanto a que el jurel tiene un solo stock. Como voy a demostrar en mi intervención, entre los especialistas no hay consenso sobre este punto. 



Entonces, para resolver el problema, señor Presidente -y de ahí el carácter transitorio de la norma-, se requiere precisamente hacer los estudios científicos que demuestren si estamos en presencia de dos stocks distintos de jurel -es decir, el del norte y el del sur- o de uno solo.



Por eso, se plantea que, mientras no se realice el estudio de marcaje -procedimiento científico que nos va a dar veracidad respecto de aquella cuestión-, la cuota de captura sea aumentada transitoriamente en 150 mil toneladas, que no es una cifra arbitraria, como pretendo demostrarlo a continuación.



Conforme al “Gráfico Capturas Reales 1980-2001”, antes de que existiera la ley que fijó las cuotas globales se llegó a desembarcar en la zona sur, particularmente en la Octava Región, 4 millones de toneladas; pero en la zona norte hubo entre 1980 y 2001 capturas absolutamente estables, del orden, en promedio, de 300 mil toneladas. Es decir, no obstante el aumento registrado en el sur, en la Primera y Segunda Regiones las capturas se mantuvieron casi inalterables.



En seguida, quiero ir a los argumentos de fondo que me permitirán desvirtuar esa supuesta unanimidad que existiría en la comunidad científica, que, como dije, no es tal.



¿Cuáles son?



Tengo en mis manos una serie de estudios acerca de los stocks de jurel en el Pacífico Sur, realizados por el Instituto de Investigación Pesquera Octava Región S. A. 



¿Qué nos dicen?



El primero, llevado a cabo por INPESCA en 1996, señala en su parte pertinente: “En forma coincidente a lo propuesto por George-Nascimento y Arancibia (…) se postula que la pesquería sobre este recurso que opera en la zona norte de Chile lo hace sobre ejemplares que han tenido una historia de vida distinta a la de aquellos capturados en la zona centro-sur. Esto implica que los peces de la zona norte de Chile son de un grupo poblacional distinto al grupo de la zona centro-sur.”. 
Y agrega que “hay evidencia suficiente para afirmar que no hay homogeneidad ecológica entre los ejemplares de (…) la zona norte y centro-sur de Chile y, por ende, pertenecen a distintos stocks dinámicos.”.



Eso no lo digo yo: son afirmaciones del Instituto de Investigación Pesquera de la Octava Región.



El segundo estudio, realizado por el IFOP, se denomina “Bases Biológicas para Prevenir la Sobreexplotación en el Recurso Jurel”. ¿Qué expresa en la parte pertinente? Que los científicos -entre ellos el señor Storozhuk- “distinguen “un mínimo de tres sistemas poblacionales aislados”. Estas subpoblaciones se localizan en la zona costera peruana, zona oceánica norte y la zona sur”.



Tercer estudio: “El Jurel Chileno: Identidad, Distribución y Estructura Poblacional” (IFOP-Rodolfo Serra B.-2005). Al respecto, señala: “Se identifican dos unidades de stock de jurel en el Pacífico Sur Oriental: (…) El jurel que se encuentra en la mitad del Pacífico a lo largo de la corriente de Deriva del Oeste, al oeste de 110º W, podría ser considerado como el stock de jurel oceánico, (…) “Si este stock puede autosustentarse es una pregunta abierta, aunque la presencia de juveniles sugiere al menos algún grado de éxito reproductivo.”.



En el cuarto estudio, que lleva por título “Estudio Biológico Pesquero sobre el Recurso Jurel en la Zona Norte (Regiones I y II)” (IFOP-V. Alegría-1995), se lee: “El análisis de la fauna parasitaria, con estimaciones cualitativas que permitieron identificar” un parásito determinado, “confirmó la existencia de dos unidades poblacionales, una localizada en la zona centro-norte del Perú y otra que tiene por hábitat las costas de Chile, con un límite claro entre ambas subunidades.”.



El quinto estudio que establece la existencia de stocks distintos se desarrolló durante la reunión de la ORP en Reñaca, en 2007, y dice: “Hay diferentes hipótesis sobre la estructura del stock de Jurel y se han sugerido hasta 4 stocks separados: uno en Chile dentro y fuera de su ZEE, otro en Perú con extensión a sus aguas internacionales, un tercero en el O. Pacífico Central y un cuarto en el O. Pacífico Suroeste que se extiende a las ZEE de N. Zelandia y Australia.”.



Con esos cinco estudios, señor Presidente, quiero demostrar a esta Sala que no hay unanimidad en el mundo científico respecto de la materia en cuestión.



Por otro lado, se argumenta que en el norte se trataría de jureles juveniles. Pero ello tampoco es efectivo, porque existen estudios científicos, como el que voy a mostrar acá, que concluyen que el jurel del norte, por la temperatura del agua, por el clima, alcanza la madurez sexual mucho antes que la especie del sur y, por lo tanto, tiene carácter de adulto con una cantidad de centímetros bastante menor que la de esta.



¿Qué dice sobre la madurez sexual el “Estudio Biológico Pesquero sobre el Recurso Jurel en la Zona Norte (Regiones I y II)” (IFOP-V. Alegría-1995)? Que “La talla de primera madurez sexual de mejor ajuste para hembras de esta especie fue de 21,6 cm de longitud horquilla, valor que evidenció una disminución de este parámetro reproductivo.”.



¿Qué significa todo aquello? Que no hay estudios que establezcan, desde un punto de vista científico, la existencia de un solo stock de jurel, sino que, al revés, innumerables trabajos demuestran que tanto en la zona norte como en la sur estaríamos en presencia de dos stocks distintos y que, respecto de la madurez sexual, también hay diferencias entre el jurel de una zona y otra.



Como eso tiene efecto sobre todo el ámbito pesquero en el norte, señor Presidente, los Senadores que representamos a las Regiones de dicha zona estamos luchando porque, mientras no exista unanimidad en el mundo científico y en tanto no se hagan los estudios de marcaje, se respete la cuota que se estableció hasta el 2001, año en que el promedio de las capturas era prácticamente de 300 mil toneladas, en circunstancias de que la ley fijó 150 mil.



En definitiva, lo que pedimos es que de manera transitoria, mientras no se realicen los estudios de marcaje, se establezca una cuota adicional de 150 mil toneladas.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la situación de la pesca como actividad económica productiva es un asunto de alta sensibilidad social.



Tal como se ha manifestado al debatirse otros proyectos que afectan al sector, en él se encuentran participando muchos actores que representan a diversos intereses que compiten por los mismos recursos naturales.



En términos generales, la autoridad ha definido como criterio regular al sector a partir del marco que entregan la Ley de Pesca y su institucionalidad: el Consejo Pesquero, órgano encargado de distribuir y acordar las cuotas globales de captura para cada macrozona, de la Zona 1 a la 4.



Sin embargo, desde hace tiempo, como parlamentarios de una Región pesquera, estamos escuchando el reclamo, las demandas y las expectativas de los hombres de mar. Pescadores artesanales, patrones de lancha, orilleros, medianos industriales constituyen un apretado resumen del crisol de actores que participan día a día en la actividad extractiva.



En ese contexto,  patrocinamos un proyecto que consideramos del todo justo: aumentar las cuotas de captura del recurso jurel para las Regiones del extremo norte del país. La razón estriba en la abundancia del producto, no obstante que este haya sido medido o calificado como parte de una biomasa única en nuestras costas desde la dictación de la Ley de Pesca.



Lo anterior significa que para la autoridad pesquera el jurel no ha experimentado en los últimos años un incremento de su captura que demuestre un aumento del stock en las aguas chilenas, siendo más bien evidente que la tendencia de este es a la baja. Además, a juicio de la autoridad, la flota pesquera industrial que opera en la zona básicamente trabaja a nivel del recurso anchoveta, que representa más del 80 por ciento del producto pelágico desembarcado en el área, y no del jurel.



Empero, como impulsores de la iniciativa, sostenemos que la información que requiere la autoridad está perjudicando la captura del jurel en la zona norte del territorio. Por ello, proponemos una cuota de captura adicional de 150 mil toneladas en la pesquería de este recurso en las Regiones Primera, Segunda y Decimoquinta mientras no se concluyan los estudios de marcaje que determinen el ciclo migratorio de la especie y la talla en que se registra su madurez sexual.



Los principales argumentos tenidos a la vista para llevar adelante el proyecto en debate descansan en el hecho de que a nivel científico no existe unanimidad en cuanto a que el stock de jurel pertenezca exclusivamente a un recurso propio y exclusivo de nuestras costas. Lo más probable es que haya dos o más tipos de recursos, lo que obligaría a la autoridad pesquera nacional a tratar por separado las cuotas de jurel que se entienden como parte de una única biomasa en el país.



En otras palabras, los autores de la iniciativa sostenemos que no existe claridad científica que determine si el jurel del norte pertenece o no a la misma familia que el del sur, y que por lo tanto, de ser parte de otro tipo de biomasa, no se le podrían aplicar restricciones como si respondiera a un solo recurso marino uniforme en todas las costas del territorio nacional.



Los estudios de madurez sexual señalan que en el norte el recurso alcanza los 21,5 centímetros, en detrimento de los 26  que precisan la legislación y la regulación vigentes como indicador clave que autoriza su captura. Esto es de vital importancia, porque el jurel del norte puede ser considerado sexualmente adulto a una talla menor que la del recurso del sur, lo que daría cuenta, sin duda,  de dos tipos de jurel, reforzando la tesis que habla de poblaciones diferentes.



En síntesis, partiendo de la base de que no existe en las investigaciones científicas un consenso que descarte absolutamente que la población de jurel pertenece a biomasas diferentes y de que eso obligue a replantearse las cuotas  de captura que define el Consejo Pesquero, voy a  aprobar la idea de legislar, aun cuando existe un informe negativo sostenido en forma unánime por los integrantes de la Comisión de Pesca, porque considero que la falta de certeza científica debe ser superada por una investigación acuciosa que desestime totalmente la posibilidad de que se esté en presencia de más de dos tipos de recurso jurel en aguas nacionales; pero, ante todo, porque estimo de vital importancia entrar a un debate más de fondo sobre el recurso pesquero en sus dimensiones artesanal, semiindustrial e industrial, así como también respecto a la legislación que lo regula en el país.



No cabe duda, señor Presidente, de que en estas discusiones siempre se produce una gran diferencia entre lo que son las definiciones sobre la zona sur y la zona norte de Chile. 
Lo hemos visto en lo atinente a las materias mineras y lo estamos viendo hoy en lo relacionado con los recursos pesqueros. Y finalmente, como la Cámara Alta está compuesta de modo mayoritario por Senadores del sur, siempre se ven perjudicadas las actividades de la zona norte.



En mi opinión, no hay evidencias científicas que demuestren claramente lo que definió la Comisión de Pesca. No existen en los informes presentados antecedentes que desvirtúen lo señalado tanto por el Honorable señor Orpis como por quien habla.



Por lo tanto, creo que no corresponde dejar de considerar una solución como la planteada, que es relevante para el desarrollo de la zona norte de Chile.



Por las razones expuestas, votaré a favor de la iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, los argumentos ya están dados.



La Ley General de Pesca y Acuicultura fija porcentajes para la extracción de los distintos recursos y la participación que corresponde a los pescadores artesanales y a los industriales.



Fijar cuotas por ley -sobre todo a la luz de los considerandos de la moción en cuanto a la existencia de una mejor investigación para, a través del marcaje, saber si se trata de stocks diferentes- apunta en un sentido contrario al espíritu general de la legislación vigente.



Y existe un caso en que no se aumentó la cuota por ley sino sobre la base de un informe poco fundamentado del Instituto de Fomento Pesquero para la merluza común o Merluccius gayi, respecto de la cual en determinado año, luego de una investigación en un crucero, se incrementó la cuota a una cantidad muy por sobre el promedio histórico. Al año siguiente no se indagó, y hoy el recurso está prácticamente en peligro de extinción.



Pienso que abundar en esa línea nos lleva por un mal camino.



La multiplicación de los peces, señor Presidente, se conoce -al menos en la historia- por dos vías: a través de un milagro o mediante la protección de los ecosistemas y una mayor investigación.



Considero que nosotros debemos seguir por la segunda.



El mérito de esta iniciativa está en que justamente va a promover más investigación. Y una vez que contemos con eso se podrá definir, por las vías que establece la Ley General de Pesca y Acuicultura, si corresponde o no aumentar la cuota de captura del recurso en cuestión.



Creo que hay que apurar la causa por ese camino, para alcanzar el objetivo que busca la gente del norte.



Ahora, si esa zona es minoría en el Senado, se puede cambiar el centro de gravedad del país y llevarlo un poquito más al sur. ¡Así se resuelve ese problema…!



He dicho.

)---------(

El señor SABAG.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se recabe autorización para que la Comisión Mixta encargada de despachar el proyecto que da facilidades para el acceso a la información de los órganos públicos pueda funcionar simultáneamente con la Sala.



--Se autoriza.

)---------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra…

El señor NARANJO.- Votemos, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece al Senado, abriremos la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, hemos escuchado un debate donde diversos oradores han destacado distintos estudios sobre una misma materia que arrojan resultados diferentes.



Existe una duda clara con relación a un aspecto que ha de investigarse y que debería ser parte de un análisis permanente. Porque resulta incuestionable que se registra en las especies marinas un viaje que muchas veces se desconoce. Esto, incluso, ha sido objeto de convenios internacionales -como el Acuerdo de Galápagos- con los que se intenta proteger los recursos pelágicos.



Sin embargo, siento que hay un elemento que no se ha mencionado en este debate: la necesidad de mayor presencia en las aguas del norte. En ellas requerimos una participación mucho más activa y real tanto de quienes hacen de la actividad pesquera una profesión con sentido de pertenencia frente a un mar soberano, como es el del norte de nuestro territorio, cuanto de aquellos para los cuales la pesca es un medio directo de subsistencia.



No represento en el Senado a la zona norte; tal vez por eso miro con menos apasionamiento la situación que se ha registrado. Pero pienso que deberíamos reflexionar acerca de por qué no realizamos un esfuerzo como país, sin afectar a ninguna región -porque de eso se trata-, con el objeto de tener una presencia pacífica mayor en nuestro mar territorial.



Me parece que ese es un objetivo que todos los chilenos -tanto los del norte como los del centro y los del sur- debiéramos tener presente.



Hace seis años había una cuota de extracción mucho mayor que la existente en la actualidad y, ciertamente, teníamos una presencia de naves pesqueras bastante más significativa que la de hoy.



Desde esa perspectiva, no existiendo parámetros científicos definidos y claros respecto del punto en cuestión -muy por el contrario, se han citado aquí importantes estudios que revelan una posición diferente de la legítima expresada por la Comisión de Pesca-, me parece del caso que transitoriamente, como se ha planteado, haya más presencia y una actividad pesquera mayor en la zona norte.



Allá se atraviesa por momentos siempre difíciles. Por ejemplo, se plantea lo relativo a la Zona Franca de Iquique, materia que ha sido objeto de la atención de la Comisión de Relaciones Exteriores de esta Corporación. Y ahora se presenta la cuestión de la búsqueda de mejores condiciones y posibilidades para una mayor captura.



Desde esa perspectiva, siento que Chile tiene la obligación ética de encontrar la manera de incentivar y desarrollar mejores expresiones de permanencia y acción que nos den soberanía, que nos otorguen presencia y que nos proporcionen lo que denominamos “colonización” del mar, la cual se logra a través de una actividad pesquera mucho mayor que la existente.



Por esas razones, apoyaré el proyecto, aun cuando no soy un Senador por el norte.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, evidentemente, votaré que no, porque me parece que estamos actuando sobre la base de una gran irresponsabilidad.



En Chile resulta clara una crisis del recurso pelágico, el cual es sobreexplotado. Así lo demuestran las tasas de desembarque no solo de jurel y de merluza. Y los estudios científicos permiten comprobar la casi ausencia de peces pequeños, justamente porque la tasa de captura es superior a la de reproducción de los recursos.



A mi juicio, el problema es muy de fondo. No podemos seguir trabajando sobre la base de una política que, finalmente, tiene que ver con la presión de los grandes actores en el rubro. Porque toda la evidencia científica apunta a que el país se halla en crisis en el ámbito que nos ocupa.



Esa es la dificultad de ceñirse a modelos de exportación de recursos naturales fundados en sistemas con poca regulación y, en definitiva, determinantes -como está ocurriendo- de que las pasiones intenten incluso impedir la aplicación de instrumentos de políticas públicas orientadas a proteger al sector y a las especies. Aquí se está generando un quebrantamiento de las pocas herramientas que poseemos para garantizar la sustentabilidad del recurso.



Entonces, si se registra una crisis -ello se puede sostener con argumentos científicos-, debemos abstenernos de seguir con la sobreexplotación mientras no haya una evidencia clara, también científica, de que la situación ha cambiado.



Claramente, media una política que atenta contra la “gallina de los huevos de oro”. Ya no solo se contentan con comerse los “huevos de oro”, sino que hace rato empezaron a comerse las gallinas...



Creo que el país va a pagarlo caro.



Estas son las peores políticas de capitalismo salvaje, que en Chile vienen siendo parte del actual modelo de desarrollo. Nosotros no podemos -ya no se trata de un problema Gobierno-Oposición- seguir siendo el país con la mayor concentración económica, con la mayor desigualdad en los ingresos, y, de acuerdo a todos los criterios internacionales, sin ninguna medida racional para la protección de los recursos naturales. Eso es -repito- capitalismo salvaje. Eso es antigüedad. Con este tipo de políticas nunca pasaremos a ser una economía del conocimiento.



Es más, esto solo favorece a los grandes. Los pequeños serán devastados: quedarán cesantes, sin recursos, sumidos en la pobreza y la miseria. Y lo que debiéramos hacer es aumentar las medidas de protección y las zonas de manejo, justamente para proteger a los pequeños en desmedro de los grandes grupos económicos, que son los únicos que se benefician.



Esto favorece a muy pocos. Finalmente, el uso del recurso no se extiende, como beneficio, al resto de los habitantes de las Regiones de que se trata. Por lo tanto, llamo al Senado a la cordura, a no ir más allá, a no atentar contra nuestras pocas normas regulatorias.



Existe un sector en crisis. Existen recursos naturales que no solo se están sobreexplotando, sino que también se encuentran al borde de la extinción.



Hoy día cuestionamos a los japoneses por la caza ilegal de ballenas y por mentirle al planeta al decir que matan mil ejemplares al año -son muchas más, pues las que se mencionan son las declaradas-, lo que, según ellos, obedece a un fin científico. Acá se está haciendo exactamente lo mismo. Estamos siendo cómplices de lo mismo.



Apelo a la sapiencia, a la sabiduría de esta Corporación, al objeto de proteger un recurso precisamente para que en el futuro podamos disponer de una pesquería razonable.



Chile tiene que ir más allá. Debe llegar a un acuerdo con los peruanos, porque se trata de proteger nuestro recurso integralmente, no solo en nuestras costas. Muchas de las especies son migratorias.



Pero no podemos seguir aplicando prácticas de capitalismo salvaje que ya están absolutamente en retroceso en el mundo entero, porque vamos a destruir nuestra propia economía y la posibilidad de que estos recursos naturales se transformen en una renta permanente para el conjunto de la sociedad y no para unos pocos.



Ese es un tema central.



Y lamento que el asunto se plantee nuevamente y que esté cuestionándose un acuerdo o ciertos consensos -aunque precarios, existían-, lo cual se intenta perforar para favorecer intereses que en definitiva solo operan en función de los poderosos del sector pesquero y en nada como ayuda a los pequeños pescadores.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego mantener silencio.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.
El señor CANTERO.- Señor Presidente, llama la atención el carácter categórico de ciertas afirmaciones sobre, por ejemplo, los antecedentes de la biomasa, cuando en esta misma Sala se ha reconocido que no existen. Esos análisis no se han realizado. Los estudios de marcaje no se han verificado.



Entonces, ¿en función de qué se habla? De la intuición.



Aquí hay un hecho concreto: 300 mil toneladas autorizadas se han reducido a 150 mil. Es decir, ha mediado una actitud restrictiva en una situación que se hallaba vigente en el norte.



¿Qué se está pidiendo? Transitoriamente, mientras los estudios se llevan a cabo, regresar a lo que siempre existió, es decir, un aumento de 150 mil toneladas en la captura de jurel.



¿A la espera de qué? Precisamente, de los estudios científicos con los que hoy día no se cuenta.



Se habla de la talla y la madurez sexual de los ejemplares. Mal se puede decir algo sobre ello si no se tiene claro si se trata de una especie o de varias. Se ha mencionado que al menos son dos: una de 21,5 centímetros, y otra, de 26.



En consecuencia, resulta paradójico el espíritu tan categórico con que se afirman determinadas cosas, cuando, en realidad, no hay ningún fundamento para argumentarlas.



Lo segundo que me parece muy relevante es que estamos haciendo referencia a una especie migratoria. Y, en la frontera, los pescadores de Arica y también los de la Región que represento ven cómo los peruanos capturan todo lo que encuentran justamente en esa lógica. En consecuencia, no existe ningún control.



La gente del sector observa que el espíritu restrictivo, en definitiva, daña económicamente y señala con claridad que no siente ningún tipo de aprecio ni de compensación.



Ahora, ni siquiera sabemos si la migración es hacia un lado o hacia el otro. Ni eso está claro. Es algo que llama la atención.



Otro aspecto: los cambios climáticos provocan modificaciones en las corrientes y, por consiguiente, en las especies. En Arica, en Iquique y en Antofagasta lo vemos con absoluta claridad. Y ello ocurre precisamente por el alejamiento de “La Niña” o la aproximación de “El Niño”, según sea el caso.



Por lo tanto, me parece que ello debiera ser considerado al momento de pronunciarnos.



Los que han venido a exponer la necesidad de volver a los parámetros de la actividad, por una parte, son los dirigentes de los trabajadores de la pesca industrial. Es gente que actúa en el nivel sindical, reconocida, de larga trayectoria, respetada por el sector laboral y, además, por la industria. Pero también se han presentado, por la otra, en un número no menor, dirigentes de los pescadores artesanales, quienes señalaron que ese sector se siente perjudicado con una medida restrictiva.



A ello se agrega la grave situación existente en el norte por el hecho de que la pesca industrial se halla deprimida, con los consiguientes efectos sociales y económicos negativos. Y la pesca artesanal sufre la misma suerte.



Además, se deben tomar en cuenta, tanto en Iquique como en Tocopilla, en la Región que represento, otros elementos de carácter social o económico y los terremotos efectivos.



En consecuencia, me parece que debiéramos ser un poco más flexibles en torno de la materia que nos ocupa, más aún -repito- cuando se trata de una medida de carácter transitorio, que busca volver a lo que había, precisamente en espera de los estudios indicados.



Como soy partidario de responder positivamente el llamado de los dirigentes, tanto de la pesca artesanal como de la industrial, anuncio mi voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Su Señoría ya intervino.

El señor GAZMURI.- Quiero fundar mi voto, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacerlo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, denantes expliqué el proyecto en nombre de la Comisión. Ahora quiero formular un par de reflexiones para fundamentar tanto la recomendación del informe cuanto mi propia posición.



Entiendo las presiones y los intereses que hay detrás de toda norma de regulación pesquera. Entiendo, asimismo, las reivindicaciones regionales, y, en fin, el que a veces existan objetivos comunes a industriales y trabajadores. Y sé también -nos toca vivirlo a diario- lo que ocurre normalmente cuando se produce esta coincidencia. Aquí no ha concurrido nadie, por ejemplo, del grupo Angelini, que controla una gran empresa en el sector, sino los representantes de sus sindicatos. Y los hemos recibido con mucho respeto, porque lo han hecho para defender sus fuentes de trabajo.



La otra reflexión se refiere a que en la Comisión de Pesca estamos analizando el asunto con viva preocupación, porque se registra una atención a nivel nacional sobre los recursos pesqueros. Existen escasa investigación y poco conocimiento, al igual que presiones -todas legítimas-, lo cual redunda en que varias pesquerías se encuentren al borde del colapso. Este es el punto. 



Y el problema en el norte no tiene que ver, básicamente, con el jurel, sino con la disminución brutal de la anchoveta, que constituye la captura principal. 



Se dice: “Queremos volver a lo que teníamos en el caso del jurel”. Pero cuando el Consejo de Pesca disminuyó la cuota no lo hizo por una decisión arbitraria, sino con la finalidad de prevenir que esa pesquería entre, como sucedió en el sur, en situación crítica. ¡Esa es la cuestión!



Ya ocurrió lo de la merluza, que es algo dramático. Nos falta el último informe. Seguramente, vamos a tener que tomar, como Estado y como país, medidas muy graves respecto de esta especie. Porque si queremos una política que efectivamente permita recuperar un recurso que ha estado en la base de nuestro desarrollo pesquero, vamos a afectar a cientos de trabajadores de la industria del ramo y a miles de pequeños pescadores artesanales.



Por eso expresé que entendía las reivindicaciones regionales; que entendía las presiones. Pero creo que si aprobáramos este proyecto atentaríamos contra los intereses de una pesca sustentable.



Debo aclarar al Senador señor Orpis que no he afirmado que se registre unanimidad en la opinión científica. En ese ámbito tiene lugar un debate. Sostuve que, conforme a lo que hemos recogido, la mayoría de los científicos, no todos, y los estudios que consultamos más bien se orientan a que existe un solo stock de jurel.



Tanto es así que esa es la doctrina que hemos sustentado, como país, en los foros internacionales para defender la merluza del norte y la del sur.



Concuerdo con lo que plantea Su Señoría en cuanto a que es preciso contar ojalá con investigación concluyente. Porque esta cuestión no se resuelve por una opción ideológica o territorial, sino que debe definirse si se trata de un stock o de dos, para lo cual se requiere un estudio más preciso tendiente a determinar cuáles son los ciclos migratorios. El principio precautorio mínimo es que mientras no se realice ese trabajo no podemos aumentar la cuota de captura.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Finalizó su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Es como si nosotros, tratándose de la regulación de alimentos, y frente a una diferencia científica sobre si uno de ellos es o no cancerígeno, permitiésemos su comercialización hasta que terminaran los análisis pertinentes. ¡No tendría sentido! 



El principio precautorio indica que se debe esperar la conclusión de los estudios y después definir si en el norte existe un stock distinto.



--(Manifestaciones en tribunas).



Por lo tanto, voto que no.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier

El señor LETELIER.- Señor Presidente, más allá de los “ruidos” que a veces emergen de la galería, a los trabajadores de la pesca industrial y a los pescadores artesanales les consta que hemos realizado esfuerzos tremendos a fin de modernizar la legislación para que ellos puedan laborar en la mejor forma posible. 



Pero existe un equilibrio cuya mantención es básica. Y esa determinación le corresponde al Estado. Y el Parlamento es parte del Estado, que debe ser responsable frente a recursos que son limitados. Y nuestra función, en definitiva, puede resultar ingrata y no redundar en una decisión que sea popular para quienes se desempeñan en la actividad de que se trata. No me preocupan los empresarios, sino los trabajadores, específicamente.



--(Manifestaciones en tribunas).



Hoy nos encontramos ante un hecho: desde los años noventa, cuando aprobamos la Ley General de Pesca y Acuicultura, se plantea la cuestión de que no se ha demostrado lo cíclico en la evolución de ciertas especies. Y doce pesquerías en plena explotación dan lugar a situaciones graves. No querer reconocerlo implica, simplemente, el deseo de ignorar un problema de interés nacional.



Chile llegó a ser uno de los principales países pesqueros en el mundo, alcanzando más de 7 por ciento de la captura planetaria, con una  tremenda eficacia de trabajadores y empresarios. Pero en aquel tiempo se efectuaba una explotación irracional -algunos la denominaban de diversas maneras-, de modo que se fijaron cuotas individuales, si bien puede haber sido discutible el establecimiento de un criterio sobre la base de la pesca histórica.



Creo que, estratégicamente, el tratar de ir hoy más allá no resulta conveniente ni para el país ni para el recurso, ni tampoco para el sector laboral, porque, sin quererlo, podemos terminar contribuyendo a provocar un colapso.



Estoy consciente de que este es un tema delicado. Los trabajadores saben que siempre me han merecido una tremenda simpatía y que he intentado legislar para favorecer su desarrollo. Pero espero que entiendan que en esta materia, la cual es debatible, algunos parlamentarios debemos pensar en intereses permanentes.



Voto que no.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en verdad, el proyecto en debate es bastante conservador,…

El señor LETELIER.- ¡Eso no es suficiente!

El señor ORPIS.- … porque se plantea con carácter transitorio.



Y quiero dejar establecido en la Versión Oficial al menos lo siguiente.



¿Por qué se presenta esta iniciativa de ley? Porque ha sido imposible realizar los estudios de marcaje. Esa es la verdad.



¿Y por qué va a seguir siendo imposible efectuarlos? Porque Chile ya tiene una posición en el ámbito internacional: se trata solo de un stock.



¿Y quién los financia si no es el Estado? Si en el exterior nuestro país ya se amarró con una postura determinada, no hay seguridad alguna de que ellos se materializarán.



¡Cuántos intentos se hicieron a nivel del Consejo Nacional de Pesca para llevar a cabo los estudios de marcaje! ¡Nunca se concretaron!



Entonces, existiendo informes científicos, en un sentido y en otro, que avalan el que perfectamente puede existir un segundo stock en el norte, ¿por qué no se emprenden los análisis? ¿Y por qué al final esa zona va a tener que pagar el costo de ello? 



Entonces, ¿por qué el proyecto es conservador? Porque obliga a llevar a cabo los estudios si se quiere sustentar una tesis determinada. 



Y, en segundo lugar, no se ha considerado una cuota exorbitante, sino la de carácter histórico en el norte, que ascendía a 300 mil toneladas.



Por eso se presentó la iniciativa, no por voluntarismo, ya que constituye una única salida para enfrentar la situación que vive esa zona.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).


El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la idea de legislar (18 votos en contra, 9 a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chadwick, Flores, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Orpis y Romero.



Se abstuvieron los señores Espina y Novoa. 

)----------(

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa el segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de las leyes Nos 19.378 y 20.157, y otorga beneficios al personal de la atención primaria, con urgencia calificada de "suma" (boletín Nº 5.393-10) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Queda para tabla.

)-----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En atención a los pocos minutos que restan del Orden del Día, sugiero tratar como si fueran de Fácil Despacho el proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Libre Comercio con Panamá y el relativo a la mayor protección de los fiscales.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda.

Tratado de libre comercio entre Chile y Panamá
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4932-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 30ª, en 4 de julio de 2007.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Hacienda, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Discusión:



Sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (se aplaza su discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el objetivo principal de la iniciativa es facilitar el libre comercio entre Chile y Panamá. Para ello, se estimula su expansión y diversificación; se eliminan los obstáculos al comercio; se facilita la circulación transfronteriza de mercancías y servicios, y se promueven condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó este proyecto de acuerdo en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Coloma, Muñoz Barra, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución con el voto favorable de los Senadores señores Escalona, García y Sabag.



Cabe recordar que la Sala, en sesión de 6 de noviembre del año en curso, acordó aplazar la discusión de la iniciativa hasta el 4 de diciembre.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Agricultura, quiero informar a la Sala que dimos debido cumplimiento a su encargo, en el sentido de revisar el Tratado de Libre Comercio con Panamá a  la luz de distintas situaciones que se habían producido en dicho país respecto de la exportación de nuestra fruta, lo cual, obviamente, dificultaba la aprobación del proyecto.



Cabe recordar que la iniciativa, que fue respaldada en la Comisión de Relaciones Exteriores por unanimidad, iba a ser votada los primeros días de noviembre. Sin embargo, solicité suspender su tratamiento -petición que fue acogida por la Sala- a fin de estudiar a fondo diversas medidas que había adoptado la Autoridad Panameña de Seguridad de Alimentos (AUPSA) con relación a la fruta chilena.



Efectivamente, la Comisión que presido pudo constatar que el 5 de abril de 2007 la AUPSA suspendió el acceso a sus mercados de manzanas y peras, aduciendo la detección de ejemplares de Pseudococcus longispinus y Eriosoma lanigerum.



Posteriormente, se sostuvo que nuestros productos se hallaban impedidos de ingresar por haberse advertido la presencia de Hypothenemus hampei, insecto conocido como “broca de café”. Dicha plaga, evidentemente, no existe en Chile, por lo cual dicha medida sanitaria no correspondía y se dio una explicación diferente.



El 23 de abril representantes del SAG hicieron presente esta situación  a las autoridades panameñas, quienes se comprometieron a revisar el asunto, y levantaron la prohibición los primeros días de julio.



Luego, el 23 de agosto la AUPSA volvió a cerrar el mercado, afectando los envíos en tránsito de cerezas, nectarines, damascos y ciruelas. En esa oportunidad, se adujo la presencia de tres ejemplares larvarios de la polilla de la manzana, más dos de Pseudococcus longispinus. Cabe señalar que esta última plaga no es motivo de cuarentena en Panamá.



Ante esta situación, el SAG solicitó una flexibilización de las medidas. Y, en ese escenario, el Senado conoció de este proyecto de acuerdo.



A propósito del aplazamiento de la discusión de este Tratado en esta Corporación, la AUPSA se reunió con el SAG los días 13 a 15 de noviembre y, posteriormente -esta es la buena noticia-, el 23 de noviembre, se firmó el “Protocolo Fitosanitario para la Exportación de Manzana y Pera, Cereza, Ciruela, Damasco, Durazno, Nectarín y Plumcot, Originarios de Chile hacia Panamá”. En este documento, se valida legalmente la función del SAG en tanto organismo que asegura la calidad fitosanitaria de nuestros productos con destino a dicho país.



De esa manera, se levantaron en forma automática las restricciones a la exportación. Según nos han informado tanto el Ministerio de Relaciones Exteriores como la Asociación de Exportadores de Chile, este Protocolo representa un gran adelanto, porque el día de mañana puede ser usado con otros países donde se produzcan situaciones parecidas.



Por lo tanto, estamos cumpliendo lo que buscábamos: que el libre comercio sea real y que no haya ni asomo de medidas paraarancelarias que impidan el libre tráfico de productos con su debida certificación sanitaria.



En consecuencia, señor Presidente, los integrantes de la Comisión de Agricultura -cumpliendo el encargo encomendado- recomendamos aprobar el proyecto de acuerdo, pues estamos satisfechos con el procedimiento utilizado, el cual ayudó a evitar un conflicto que, de otro modo, hubiera sido muy serio.  



Estamos dando pasos para establecer nuevos tipos de acuerdos fitosanitarios con muchos otros países. Este informe el día de mañana puede servir de base para que ellos validen la tarea que desempeña el SAG en Chile.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la sala, se aprobará la iniciativa.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.

Mayor protección para fiscales del Ministerio Público 

y defensores penales públicos

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre mayor protección a los fiscales del Ministerio Público y a los defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus funciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5103-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear y de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto).


En primer trámite, sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


En tercer trámite, sesión 69ª, en 21 de noviembre de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 29ª, en 3 de julio de 2007.


Constitución (nuevo), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Discusión:



Sesiones 30ª, en 4 de julio de 2007 (vuelve a Comisión de Constitución); 44ª, en 28 de agosto de 2007 (se aprueba en general y particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la iniciativa tuvo su origen en una moción de la Honorable señora Alvear y de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó cuatro modificaciones al proyecto despachado por el Senado, tres de las cuales son adecuaciones formales por cambio de ubicación del párrafo que se intercala y la otra sustituye el artículo 269 sexties aprobado por el Senado por un artículo 268 quinquies, en el que se castiga al que amenace a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas en los artículos del Código Penal referidos a las amenazas de atentado contra las personas. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión las enmiendas formuladas por la Cámara Baja.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.
El señor ESPINA.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados mantuvo en forma absoluta el texto aprobado por el Senado, salvo en lo que se refiere a las amenazas en contra de fiscales y defensores públicos, lo cual regula de mejor manera desde el punto de vista del contenido y de la técnica jurídica.



En síntesis, el proyecto pretende igualar las sanciones por agresiones cometidas contra los defensores públicos -es decir, quienes defienden a los inculpados-, los fiscales, los gendarmes y la policía. Se busca dejar a los agresores en la misma situación, no importando sobre quién cometan el delito. 



Reitero: la Cámara Baja, en el segundo trámite constitucional, acogió lo que despachó el Senado y, a mi juicio, perfeccionó en forma adecuada algunas normas. Hizo una sola enmienda de fondo. El resto son precisiones formales.



Por lo tanto, solicito a la Sala aprobar las modificaciones propuestas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las enmiendas de la Cámara de Diputados.



--Se aprueban, por unanimidad, y queda despachado el proyecto.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor FREI:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, consultándole sobre ESTADO DE AVANCE DE RATIFICACIÓN DE CONVENIO CON PORTUGAL TENDIENTE A EVITAR DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A IMPUESTO A LA RENTA, y al señor Ministro de Defensa Nacional, remitiéndole antecedentes sobre NECESIDAD DE INSTALACIÓN DE SISTEMA DE ATERRIZAJE POR INSTRUMENTOS PARA AERÓDROMO DE OSORNO (Décima Región).



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, planteándole POSIBLE SOLUCIÓN PARA DEUDORES HABITACIONALES CON SISTEMA LEASING, y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole informar respecto de PROCEDIMIENTO PARA OBTENCIÓN DE CERTIFICADOS DE HOMOLOGACIÓN POR PARTE DE IMPORTADORES AUTOMOTRICES Y SOLUCIÓN PARA USUARIOS AFECTADOS POR IRREGULARIDADES EN ENTREGA DE DICHO DOCUMENTO.



Del señor Larraín:



Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de MEJORAMIENTO DE CAMINO SECUNDARIO EL SAUCE, SECTOR EL COLO EMPEDRADO, COMUNA DE CHANCO (Séptima Región).


Del señor Romero:



Al señor Director del SAG, solicitándole REVISIÓN FITO Y ZOOSANITARIA DE SISTEMAS COURIER Y TRANSPORTES RÁPIDOS.

)-----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

APLICACIÓN DE SUBSIDIO DE CONTRATACIÓN DE MANO DE OBRA EN ACUICULTURA DE LLANQUIHUE Y CHILOÉ. OFICIO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero solicitar al Ministerio de Economía información relativa a la aplicación del decreto ley Nº 889, en cuanto al subsidio a la contratación de mano de obra, en particular, en las provincias de Llanquihue y Chiloé, Región de Los Lagos. Más específicamente aún, pido que se precise la utilización de dicho beneficio en el ámbito de la acuicultura.



Distintos dirigentes sindicales me han comunicado que se mantiene de manera artificial el salario de los trabajadores del sector de la salmonicultura en 115 mil o 120 mil pesos, con el propósito de dejarlos por debajo del sueldo mínimo. Así, los respectivos empleadores hacen uso de la bonificación que dispone el decreto ley Nº 889 para suplementar el ingreso que perciben sus empleados. Sin embargo, tal utilización del beneficio es equívoca, por cuanto lo transforman en un subsidio perverso. Este nunca fue pensado como una herramienta para mantener bajos los salarios de modo artificial, sino que buscaba todo lo contrario.



Por lo tanto, si esto se está usando de mala manera, quiero contar con los antecedentes para que se rectifique dicha situación.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

RECONOCIMIENTO A MINISTRA DE EDUCACIÓN POR DISTRIBUCIÓN DE INFORMES RETTIG Y VALECH A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES. OFICIO

El señor NARANJO.- Señor Presidente, tanto ayer como hoy en los medios de comunicación ha aparecido una noticia que me ha llamado poderosamente la atención y, por cierto, me ha generado más de una inquietud.



Ante la decisión del Ministerio de Educación de distribuir a los diversos establecimientos educacionales el Informe Rettig y el Informe Valech para que formen parte de sus respectivas bibliotecas, algunos señores alcaldes han manifestado, de una manera elegante -por decir lo menos-, cierto rechazo a que tal material esté disponible para los alumnos.



Según los argumentos esbozados por los ediles, el procedimiento utilizado por dicha Cartera en la distribución de esos documentos -por cierto pedagógicos, informativos, históricos- habría ocasionado la molestia.



Espero, señor Presidente, que el día de mañana algunos alcaldes, con esa misma argumentación, no impidan que ese material tan relevante, que ha sido parte de la transición democrática de nuestro país, que de alguna forma ha contribuido a la reconciliación de los chilenos, al clima de paz que actualmente vive la sociedad civil y a su reencuentro con las Fuerzas Armadas y de Orden, llegue a las aulas y a los alumnos.



Creo que las nuevas generaciones de estudiantes de Chile deben formarse leyendo ese material, lo que ocurrió en un momento determinado en la historia de nuestro país. Tanto el Informe Rettig como el Informe Valech constituyen un enorme aporte a la formación de los educandos en las dimensiones humana, valórica y, principalmente, de respeto a los derechos humanos.



Por eso, valoro la decisión que tomó la señora Ministra de Educación. Aún más, considero muy importante -reitero- que ese material esté accesible a los alumnos. De tal manera que espero que esta especie de rechazo manifestado por algunos alcaldes solamente sea de forma y no de fondo.



En consecuencia, pido que se haga llegar, en nombre del Senado, un reconocimiento a dicha Secretaria de Estado por haber distribuido el referido material, que -insisto- resulta de gran relevancia para la formación de nuestras futuras generaciones en las dimensiones valórica, humana y de respeto a los derechos humanos. 



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Demócrata Cristiano, Mixto y Unión Demócrata Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, voy a solicitar, por su intermedio, la remisión  de varios oficios.

RETIRO DE VEHÍCULOS DE SECCIÓN DE INVESTIGACIONES POLICIALES EN CHILOÉ. OFICIO



En primer lugar, pido oficiar al señor Ministro de Defensa para que informe si efectivamente se están retirando de circulación los vehículos de la Sección de Investigaciones Policiales (SIP), en especial de la provincia de Chiloé. 



Me han informado que se está procediendo a ello para devolverlos y, eventualmente, cambiar la modalidad de contrato.

AUDITORÍA DE PROYECTOS FOSIS 2006 Y 2007 EN CHILOÉ. OFICIO



En segundo término, solicito que se dirija un oficio a la Contraloría General de la República con el objeto de que realice una auditoría a los proyectos ejecutados mediante el FOSIS durante este año y el recién pasado en Chiloé, particularmente en Castro.

NO CONCESIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE RAMPAS Y DE SISTEMA DE TRANSBORDADORES EN CANAL DE CHACAO. OFICIO



En tercer lugar, pido que se oficie al señor Ministro de Obras Públicas a fin de que considere la conveniencia de no concesionar la administración de las rampas del canal de Chacao entregándola a un monopolio -alguna empresa portuaria, por ejemplo-, porque no es necesario para su buen funcionamiento.



También solicito que no se concesione el sistema de transbordadores, dado que hay una propuesta -la hemos conocido solo a través de la prensa- de traer embarcaciones de enorme calado que no podrían utilizarse con las rampas disponibles actualmente.



A mi juicio, el Gobierno debiera tener operativas dos o tres rampas por lado -al norte y al sur del canal- y permitir la libre actividad de empresas transbordadoras -eventualmente, de buses, de camiones, de asociaciones gremiales-, a fin de que exista competencia en los precios y no se repita la situación que se registra en el estrecho de Magallanes, donde solo hay dos puntos de transbordo y una única empresa, y en que los traslados resultan carísimos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:33.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción 

A N E X O S
SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTA APROBADA
SESION 71ª, ESPECIAL, EN JUEVES 22 DE NOVIEMBRE DE 2.007



Presidencia del señor Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami y del Honorable Senador señor Sabag, en calidad de Presidente accidental.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y Subsecretario del Interior, don Felipe Harboe Bascuñán.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Oficio



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada respecto de los artículos 6° letra b) número 7° y 116 del Código Tributario y 20 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos.



-- Se toma conocimiento y se remite los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Escalona y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, de conformidad con lo dispuesto en el número 20 del artículo 32 de la Constitución Política, haga uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el terremoto que afectó a la Región de Antofagasta (Boletín N° S 1.028-12).



-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, se dio cuenta de los siguientes asuntos:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.498-05).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo, informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2008 (Boletín N° 5.347-05), con excepción de la que indica y designa a los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta. 



-- Se designa, de conformidad a lo acordado en la Sesión anterior, a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2008 (Boletín N° 5.347-05).



--Queda para tabla.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.499-02).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.498-05).



-- Quedan para tabla.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Orpis, quienes solicitan que el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Escalona y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, de conformidad con lo dispuesto en el número 20 del artículo 32 de la Constitución Política, haga uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el terremoto que afectó a la Región de Antofagasta, correspondiente al Boletín N° S 1.028-12, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, del cual se ha dado cuenta en esta sesión, sea tratado en la misma.


Consultada la opinión de la Sala, se acuerda tratarlo inmediatamente.

______________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Escalona, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, de conformidad con lo dispuesto en el número 20 del artículo 32 de la Constitución Política, haga uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el terremoto que afectó a la Región de Antofagasta, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Escalona, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, de conformidad con lo dispuesto en el número 20 del artículo 32 de la Constitución Política, haga uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el terremoto que afectó a la Región de Antofagasta, correspondiente al Boletín N° S 1.028-12.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, aprobó este proyecto de acuerdo efectuándole sólo una enmienda en el sentido de incluir como beneficiaria de los recursos solicitados a la Región de Tarapacá, además de la Región de Antofagasta. 



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Considerando:

1. Que en el ordenamiento constitucional vigente el legislador autoriza al Presidente de la República para que, con la firma de todos sus Ministros de Estado, se decreten pagos no autorizados por ley como un mecanismo que permite flexibilizar el principio de legalidad del gasto público consagrado en la Constitución;
2. Que este postulado tiene sus orígenes en la ley Nº 7.727, cuando, a propósito de los graves problemas de gestión financiera a los que se enfrentó el Presidente de la  República de la época para hacer frente al desastre natural que importó el terremoto de Chillán del año 1939, el legislador estimó necesario agilizar los procedimientos para evitar que por cada gasto extraordinario debiera dictarse una ley;
3. Que la Carta Fundamental recogió en su plenitud este fundamento, transformándolo en disposición constitucional y dejando expresa constancia que esta excepción se establece al interior del gran marco jurídico al que está ceñido el sistema de gasto público y que, en suma, consiste en que todos los gastos deben ser materia de ley, ya sea de un cuerpo legal que directamente los apruebe o de uno que delegue facultades al Presidente de la República para hacerlo por decreto, efectuando el traspaso de recursos como en el propio ordenamiento jurídico se contempla al tenor de lo dispuesto en el artículo 32, Número 20°;
4. Que, en sus inicios, esta materia estaba destinada únicamente a “atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, de agresión exterior, de conmoción interna, de grave daño o peligro para la seguridad nacional”, siendo utilizada de manera reiterativa y sistemática por los distintos gobiernos desde el año 1943 a 1973;
5. Que, por diversas consideraciones, el uso de esta norma se interrumpió en la práctica desde el año 1973 a la fecha;
6. Que, dada la urgente situación por la que atraviesan los territorios afectados por el terremoto que sacudió a la Región de Antofagasta el pasado 14 de noviembre, produciendo –por ejemplo- que más del 80% de las casas y edificaciones en la ciudad de Tocopilla se encuentren desvastadas y sea imperativo su destrucción por el peligro que ellas acarrean, o los problemas que afectan a las localidades de María Elena, Mejillones y Sierra Gorda, fundamentalmente en el suministro de bienes y servicios básicos, se vuelve imperativo disponer de recursos frescos inmediatamente para que la autoridad provea la ayuda necesaria y se garanticen desde ahora los dineros para la etapa de reconstrucción;

7. Que en la Constitución Política el destino de los gastos previsto en la ley N° 7.727 se amplió, además, a aquellos casos en que “existiera agotamiento de los recursos destinados a mantener servicios que no puedan realizarse sin perjuicio para el país”, como es el caso de las diferentes instituciones públicas que deberán concurrir con sus recursos para ayudar y auxiliar el levantamiento de comunas enteras devastadas por el terremoto a riesgo que su presupuesto se vuelva escaso y se vea excedido por la creciente aparición de nuevos problemas derivados de esta catástrofe;

8. Que, en mérito de los antecedentes anteriormente señalados, consideramos que la figura del dos por ciento constitucional puede invocarse en este caso sin ningún problema para entregarle recursos a determinados servicios públicos –especificados en términos generales y en las condiciones explicitados en el decreto al que alude la norma constitucional-, para gastos y pagos que aseguren que los servicios no paralizarán sin serio perjuicio para el país, y

9. Que, en el caso específico de la Región de Antofagasta, se podría adicionar al presupuesto del Servicio de Vivienda y Urbanismo –y otros servicios de carácter nacional que determine Vuestra Excelencia junto a sus ministros de Estado-, recursos que por este concepto serían destinados, entre otros propósitos, para aumentar los subsidios que entrega actualmente el SERVIU a privados para la edificación y compra de propiedades o terrenos que tengan como finalidad exclusiva reconstruir las zonas afectadas por el movimiento telúrico.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva hacer uso del dos por ciento constitucional establecido en el artículo 32, Número 20°, de la Carta Fundamental, y dictar un decreto cuyo propósito sea reconstruir económica y socialmente las zonas impactadas por el terremoto que afectó a las Regiones de Tarapacá y Antofagasta.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para autorizar a las Comisiones de Hacienda y Defensa Nacional, unidas, para discutir el proyecto de ley que modifica la ley 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile, correspondiente al Boletín Nº 5.499-02, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Así se acuerda.



Luego, el señor Presidente requiere el acuerdo de la Sala para suspender la sesión a la espera de recibir el oficio de la Cámara de Diputados pronunciándose acerca del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público para el 2008, correspondiente al Boletín N° 5.347-05.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Así se acuerda, suspendiéndose la sesión a las 15.22 horas. 

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile, con informe de las Comisiones de Hacienda y Defensa Nacional, 

unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile, correspondiente al Boletín Nº 5.499-02, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que Comisiones de Hacienda y Defensa Nacional, unidas, discutieron esta iniciativa en general y en particular, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dieron su aprobación a la idea de legislar por siete votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Ominami, Prokurica, Sabag y Zaldívar y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Arancibia y Novoa.



El señor Secretario General  agrega que en lo relativo a la discusión en particular, los artículos 2º y transitorio fueron aprobados por la unanimidad de los señores Senadores presentes, en tanto que el artículo 1º, Nº 1, contó con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Ominami, Prokurica, Sabag y Zaldívar y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Arancibia y Novoa.



Concluye señalando que el Nº 2 del artículo 1º fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala y para hacer uso de la palabra, al señor Subsecretario del Interior.



Así se acuerda.



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Zaldívar, Novoa, Arancibia y Sabag.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita al señor Presidente que ponga en votación en general el proyecto, de manera de permitir a la Comisión de Hacienda discutir el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, correspondiente al Boletín N° 5.498-05, del cual se ha dado cuenta en la sesión del día de hoy.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 19 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.



Luego el señor Secretario General indica que correspondería fijar un plazo para formular indicaciones o bien, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, aprobar en particular la iniciativa.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia y al señor Subsecretario del Interior.



Puesto en votación en particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile:


1) En su artículo 1º, Título I, Personal de Nombramiento Supremo, subtítulo A, Oficiales de Fila, Nº 1 Escalafón de Orden y Seguridad, auméntase la planta en el grado que se indica:

	Nº de empleos
	
	Grados

	3
	Generales
	3



2) En su artículo 1º, Título I, Personal de Nombramiento Supremo, subtítulo B, Oficiales de los Servicios, Nº 3 Escalafón de Sanidad Dental (S.D.), suprímese el empleo que se indica:

	Nº de empleos
	
	Grados

	1
	General de Sanidad Dental
	3



Artículo 2º.- La aplicación de esta ley se financiará anualmente con los recursos que se contemplen en el presupuesto vigente de Carabineros de Chile.


Artículo transitorio.- Dentro de los 90 días contados desde la publicación de la presente ley, deberán efectuarse en los textos reglamentarios de Carabineros de Chile las adecuaciones que se deriven de la aplicación de este cuerpo legal.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que suspenderá la sesión a la espera de recibir el informe de la Comisión de Hacienda respecto del proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, correspondiente al Boletín N° 5.498-05, la que, como se ha señalado precedentemente, fue autorizada a sesionar para dicho efecto.



Se suspende la sesión a las 17.19 horas.

- - -



Se reanuda la sesión a las 19.36 horas.



Reanudada la sesión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Núñez y Gazmuri.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor García solicita al señor Presidente suspender la sesión con el objeto de permitir a la Comisión Mixta encargada de dirimir las diferencias que se han producido entre ambas Cámaras respecto del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2.008, emitir su informe y, posteriormente, mientras la Cámara conoce del mismo, el Senado discuta el proyecto de ley de reajustes de remuneraciones del sector público, citado precedentemente, y luego, el referido informe de aquella Comisión.



Así se acuerda, suspendiéndose la sesión a las 19.40 horas.



Se reanuda la sesión a las 20.10 horas.

____________

Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, 

con informe de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta la asignación familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, correspondiente al Boletín N° 5.498-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que Comisión de Hacienda aprobó esta iniciativa en general por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Novoa y Sabag y un voto en contra, del Honorable señor García.



El señor Secretario General  agrega que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó el articulado del proyecto por unanimidad, con excepción de los artículos 1º, 18, 19, 20, 23, 24, 32, 34, 35, 36 y 41, que fueron aprobados por mayoría y precisa que el texto del proyecto que propone aprobar es el mismo que en su oportunidad despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Finalmente, hace presente que el inciso tercero del artículo 28 tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 118 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Sabag, Zaldívar y García.



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que resida esta sesión el Honorable Senador señor Sabag, en calidad de Presidente accidental



Así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente declara abierta la votación en general del proyecto.



Al fundamentar el voto, el Honorable Senador señor Romero señala que sin perjuicio de su votación respecto de la idea de legislar, votará a favor la norma contenida en el inciso tercero del artículo 28 de este proyecto, que tiene el carácter de norma de quórum calificado. 



Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín solicita a la Mesa precisar si la totalidad del proyecto se va a votar con el carácter de quórum calificado o bien si, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, se va a votar separadamente el inciso tercero del artículo 28 de la iniciativa, que es el que posee dicho carácter normativo.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al el señor Secretario General quien señala que se votará en general el proyecto, con excepción del inciso tercero del artículo 28, el que se votará posteriormente.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, con excepción del inciso tercero del artículo 28,  es aprobado por 17 votos contra 7.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Navarro.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Espina, García, Horvath, Larraín, Orpis, Prokurica y Romero. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Orpis y Romero



A continuación, el señor Presidente somete a votación el inciso tercero del artículo 28, el que es aprobado por 22 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.

- - -



En seguida, el señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la discusión en particular de esta iniciativa y le concede la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien deja expresa constancia que, salvo el inciso tercero del artículo 28, votará por el rechazo de todos los demás preceptos de este proyecto.



A continuación, el señor Secretario General señala que sólo se presentó una indicación, de los Honorables Senadores señores Prokurica y Horvath, que fue declarada inadmisible por el señor Presidente y que es la siguiente:



“Agrégase un nuevo artículo 29 bis del siguiente tenor: 



Se incluyen como beneficiarios de esta ley a los regidos por la ley 19.464”.



En relación con esta indicación y la situación del personal no docente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro y Letelier, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Escalona, Horvath y Núñez.

- - -



El señor Presidente señala que los artículos del proyecto aprobados por unanimidad en la Comisión de Hacienda se darán por aprobados y que sólo cabe discutir y votar aquellas normas acordadas por mayoría.



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 1º del proyecto.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 1º del proyecto, es aprobado por 14 votos contra 7 y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.


Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Espina, García, Horvath, Kuschel, Orpis, Prokurica y Romero. 



Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 18 del proyecto.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 18 del proyecto, es aprobado por 13 votos contra 8.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Gazmuri, Girardi, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Sabag y Zaldívar.



Votan por la el rechazo, los Honorables Senadores señores Espina, García, Horvath, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor García.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 19 del proyecto.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 19 del proyecto, es aprobado por 22 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 20 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Navarro.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 20 del proyecto, es aprobado por 20 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis.



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 23 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Navarro y Escalona, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Letelier y García.



Al intervenir, la Honorable Senadora señora Matthei, solicita votación separada de la frase “con garantía estatal conforme al artículo 7º de dicho cuerpo legal”, contenida en el artículo 23.



A su turno, el Honorable Senador señor Escalona expresa que la solicitud de votación separada solicitada es inadmisible.



Luego, el señor Presidente declara inadmisible la señalada solicitud de votación separada, ya que se refiere a una materia que es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 23 del proyecto, es aprobado por 22 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 24 del proyecto.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 24 del proyecto, es aprobado con la misma votación ocurrida respecto del artículo anterior.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 32 del proyecto.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 32 del proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 34 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 34 del proyecto, es aprobado por 13 votos contra 7 y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, García, Kuschel, Novoa, Orpis y Romero. 



Se abstiene, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -



A continuación, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse del artículo 35 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 35 del proyecto, es aprobado por 11 votos contra 10.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Sabag y Zaldívar.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

- - -



En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 36 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 36 del proyecto, es rechazado por 11 votos contra 8 y una abstención.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Flores.


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere al artículo 37 de la iniciativa y deja constancia de su discrepancia en cuanto a la forma establecer la estructura funcionaria de la nueva Región de Arica y Parinacota que se contempla en esta iniciativa.

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 41 del proyecto.



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Novoa y señora Matthei.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 41, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al artículo 42, el cual fue aprobado unánimemente por la Comisión.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.-
Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2007 un reajuste de 6,9% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean establecidas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, fijadas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2007.


Artículo 2º.- 
Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $32.429.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2007 sea igual o inferior a $435.000.- y de $17.206.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.  


Artículo 3º.- 
El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 4º.- 
Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5º.- 
Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6º.- 
Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las corporaciones de asistencia judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


Artículo 7º.- 
En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8º.- 
Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2008 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2008, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $42.549.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2008, sea igual o inferior a $435.000.-, y de $29.638.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9°.- 
Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- 
Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles.


Artículo 11.- 
Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- 
Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- 
Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; y a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980 y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $41.926.-, el que será pagado en dos cuotas iguales de $20.963.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2008. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.-
Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2008, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $17.536.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $435.000.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- 
Concédese durante el año 2008, a los trabajadores no docentes que se desempeñen en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrán los trabajadores no docentes que tengan las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñen en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- 
Durante el año 2008 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $72.871.


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 17.- 
Increméntase en $2.616.932.-  miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2007. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2007.


Artículo 18.-
Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2008, los montos de "$174.601", "$198.011” y "$212.986", a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por "186.650”, “211.674” y “227.683”, respectivamente.


Artículo 19.-
Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.461.964.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- 
Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2008, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:


"Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2008, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


De $5.765.- por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $144.448.-;


De $4.514.- por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los  $144.448.- y no exceda los $282.929.-;


De $1.470.- por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $282.929.- y no exceda los $441.274.-, y


Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $441.274.- no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. 


Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores. 


Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.".


Artículo 21.-
Fíjase en $5.765.-  a contar del 1 de julio del año 2008, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.


Artículo 22.-
Concédese por una sola vez en el año 2008, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, un bono de invierno de $36.956.-.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2008, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Artículo 23.- 
Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2008, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2008, de $11.664.-. Este aguinaldo se incrementará en $6.005.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho a los aguinaldos a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho a los aguinaldos en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2008 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8º de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión líquidas.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga este artículo o el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 25 de diciembre del año 2008, un aguinaldo de Navidad del año 2008 de $13.379.-. Dicho aguinaldo se incrementará en $7.551.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de este artículo.


Artículo 24.- 
Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 25.- 
Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2008, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $154.446.- trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 26.- 
Durante el año 2008, el porcentaje de la asignación establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.041, no podrá ser inferior al determinado para el año 1999.


Artículo 27.- 
Modifícase la ley Nº 19.464 en la siguiente forma:


a) Agrégase, en el inciso primero del artículo 4°,  antes del punto aparte (.) , la siguiente frase:


“y sus remuneraciones se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público, siendo dicho reajuste de cargo de su entidad empleadora".


b) Reemplázase en el inciso primero del artículo 7º la frase "y enero del año 2006" por ", enero del año 2007 y enero del año 2008," y 


c) Sustitúyese en el artículo 9º, el guarismo "2008" por "2009".


Artículo 28.-
Concédese, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2007, y cuyo monto será de $160.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2007 sea igual o inferior a $435.000.-, y de $90.000.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de $1.461.964.-.


Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, tratándose de los funcionarios regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley N° 18.883, facúltase a las municipalidades para otorgar, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria y siempre que cuenten con la aprobación de, a lo menos, 2/3 del Concejo  un incremento de hasta un 50% del monto del bono a que se refiere el inciso primero.


Artículo 29.- Los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° tendrán derecho a percibir, por una sola vez, en el mes de diciembre de 2007 y enero de 2008 un bono no imponible y que no constituirá renta para ningún efecto legal, por un monto de $60.000 cada uno.  Quedarán excluidos de este beneficio las personas señaladas en el artículo 56 de la Ley Orgánica de Municipalidades, los cargos mencionados en el artículo 1° de la ley N° 19.863 y aquellos que se remuneren de forma análoga a estos últimos.


Artículo 30.-
El mayor gasto fiscal que represente en el año 2007 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2008 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2008 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2008. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 31.-
Los recursos que se transfieran a través de la Subsecretaría de Educación para el pago de los beneficios que esta ley concede a los trabajadores de los establecimientos educacionales subvencionados conforme al decreto ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y al regido por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, serán rendidos por dichos sostenedores o administradores en un plazo máximo de 60 días contados desde la fecha en que dichos fondos sean puestos a su disposición.


El incumplimiento o la rendición incompleta de dichos recursos se considerará infracción grave  a lo dispuesto en el Título IV del decreto con fuerza de ley N°  2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.


Artículo 32.-
Modifícase la ley N° 20.212, en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el artículo 9° el siguiente inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser  octavo y así sucesivamente:


“Los decretos supremos a que se refieren los incisos anteriores así como el que apruebe el Programa Marco serán dictados bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.


b) Agrégase en el artículo 11 el siguiente inciso segundo nuevo:


“El reglamento a que se refiere el inciso precedente regirá a contar del 30 de septiembre de 2007.”.


c) Agréganse en el artículo noveno transitorio los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Respecto de los funcionarios que siendo titulares de un cargo de carrera desempeñaren otro en calidad de suplentes, el monto del bono a que se refiere el inciso primero se calculará respecto del estamento en que tuviere la titularidad de su cargo de carrera.


Los funcionarios a contrata que reúnan las exigencias de los artículos precedentes y que en los últimos veinticuatro meses anteriores a la dejación voluntaria de su empleo hayan cambiado la calidad jurídica de su designación, pasando desde un cargo de planta a un empleo a contrata, el monto del beneficio a que se refiere el inciso primero será el que correspondiere al grado original de planta que poseía al momento de cambiar la calidad jurídica.”.  


Artículo 33.-
Sustitúyese en el artículo 2° de la ley N° 20.204 la expresión “de la presente ley” por la siguiente “del reglamento que regula las condiciones para el otorgamiento del beneficio a que se refiere este artículo”.


Artículo 34.-
Sustitúyese en el artículo 5° de la ley N° 20.134, el guarismo “22.886.000.000” por el siguiente “32.486.000.000.-“.


Artículo 35.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de treinta días, desde la publicación de la presente ley, establezca mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, el que también deberá ser suscrito por el Ministro del Interior y de Trabajo y Previsión Social, los valores correspondientes a los bonos relativos a cada uno de los grupos beneficiarios a que se refiere el artículo 2° de la ley N° 20.134.



Artículo 36.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días, desde la publicación de la presente ley, modifique, mediante uno o más  decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro del ramo, las plantas de personal y las respectivas leyes orgánicas en forma conjunta o independiente del Ministerio de Educación, de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y del Servicio Nacional de Aduanas, para efectos de dotar a la Región de los Ríos y de Arica y Parinacota del personal necesario a nivel regional y provincial, y para efectuar las adecuaciones en materia de jurisdicción derivada de la creación de estas nuevas regiones, cuando corresponda.


Facúltase asimismo para que, dentro del mismo plazo, traspase, mediante uno o más  decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro del Interior, al Servicio Administrativo del Gobierno Regional de Arica y Parinacota, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, cuatro funcionarios que se desempeñan en el Servicio Administrativo del Gobierno Regional de Tarapacá. Del mismo modo traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


Los cargos de la planta de personal del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de Tarapacá, cuyos titulares sean traspasados en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior se eliminarán por el solo ministerio de la ley. Del mismo modo, la dotación máxima disminuirá en el número de cargos traspasados sean de planta o a contrata.


Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad a esta norma no se considerarán causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral ni podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


Artículo 37.- Créase en el Escalafón Directivo de las Contralorías Regionales, fijado en el artículo 2º del decreto ley Nº 3.651, de 1981, dos cargos directivos de Jefe de Sector, grado 12.


Artículo 38.-
 Los funcionarios traspasados por los decretos con fuerza de ley N°s. 32 y 33, de 2007, del Ministerio de Hacienda a los Servicios Administrativos de los Gobiernos Regionales de Arica y Parinacota, y de Los Ríos, respectivamente, tendrán derecho al pago de la última cuota de la asignación de modernización del año 2007, que les habría correspondido en su región de origen. 


Durante el año 2008 los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho a la asignación de modernización como se indica: al 12,5%, 6,3% y 3% de la base respectiva por concepto de componente base, incremento por desempeño institucional e incremento por desempeño colectivo, sin necesidad de formular los objetivos de gestión ni celebrar los convenios de desempeño a que aluden los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553, respectivamente.


Lo establecido en el inciso anterior también será aplicable a los funcionarios que se desempeñen en las nuevas Intendencias y Gobernaciones creadas por las leyes N°s. 20.174 y 20.175, y en los Servicios de Vivienda y Urbanización correspondientes a las Regiones XIV y XV. Respecto de la provincia del Tamarugal, para estos efectos, se estará a lo que se haya determinado para la provincia de Iquique. 


En tanto, los funcionarios que se desempeñen en las secretarías regionales ministeriales y direcciones regionales o entidades de similar naturaleza creadas en virtud de lo dispuesto en las leyes N° 20.174 y 20.175, tendrán derecho, durante el año 2008, por concepto del incremento por desempeño colectivo a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 19.553, a un 3% de la base respectiva, sin necesidad de celebrar los respectivos convenios de desempeño colectivo. 


El plazo para que las instituciones a que se refiere este artículo formulen los objetivos de gestión institucional y celebren los convenios de desempeño colectivos correspondientes al año 2008 se extenderá hasta el 31 de marzo de 2008, correspondiendo, por tanto, el período de ejecución el comprendido entre el 1 de abril y el 31 de diciembre. 


Artículo 39.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo segundo transitorio de la ley N° 20.059, la expresión “dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley” por “antes del 30 de diciembre de 2008”.


Artículo 40.- Introdúcense, a partir del primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley, las siguientes modificaciones en la ley N° 18.833, que establece el Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar: 


a) En el inciso primero del artículo 7°, reemplázase la conjunción “y” por una coma (,) y agrégase después de la palabra "mayoritaria" la expresión "y cualquiera otra entidad empleadora del sector público, sea del sector central o descentralizado".


b) En el artículo 15, reemplázase la expresión “los artículos 11 y 13” por “el artículo 11” y agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“En caso que el acuerdo de desafiliación no sea adoptado, solamente podrá reintentarse a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que se realizó el proceso fallido.


En el caso que los trabajadores deseen desafiliarse de una Caja de Compensación para afiliarse a otra, se deberán llevar a cabo dos votaciones distintas y sucesivas, pudiendo tener lugar ambas en una misma asamblea.”.


c) En el artículo 19, sustitúyese el N° 2, por el siguiente:


“2. Administrar, los regímenes de prestaciones familiares, de subsidios de cesantía y de subsidios por incapacidad laboral respecto de sus trabajadores afiliados afectos al Código del Trabajo del sector privado, de las empresas autónomas del Estado y de aquéllas en que éste o las entidades del sector público tengan participación mayoritaria y de los regidos por la ley N° 19.070, cuyo texto refundido, coordinado  y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y por la ley N° 19.378.”.


d) En el artículo 25, en la primera oración sustitúyese la palabra “empresas” por “entidades empleadoras”.


Artículo 41.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo primero transitorio de la ley N° 20.173, la expresión “tres meses” por “doce meses”.”.
____________

Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector 

Público para el año 2008.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, correspondiente al Boletín Nº 5.347-05.



Añade que la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, propone lo siguiente:



En cuanto a todas las Glosas limitativas del gasto incorporadas en las diversas Partidas, se propone eliminarlas, quedando el proyecto, en esa parte, como fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. 


En lo referente a las asignaciones 315 y 318 y la Glosa  06 del Capítulo 01, Programa 01 de la Partida 20, Ministerio Secretaría General de Gobierno se propone mantenerlas, quedando el proyecto, en esa parte, como fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, y, además, introducir la siguiente Glosa 08, nueva, asociada a las asignaciones 313, 315 y 318: 


“08  La Subsecretaría deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de la aplicación de los recursos de esta asignación, especificando las características de los programas realizados, el monto utilizado y su ejecutor. Dicha información será remitida dentro de los treinta días siguientes al del término del respectivo trimestre.”.


Respecto del artículo 24 del articulado del proyecto de Ley de Presupuestos se propone mantenerlo, tal como fue aprobado por el Senado.


Con relación a éste último acuerdo, los Honorables Diputados señores Insunza, Montes y Ortiz votaron en contra del mismo, y dejaron constancia que efectuaban expresa reserva de constitucionalidad, en relación con lo dispuesto por este artículo, en razón  de ser discriminatorio y de afectar la libertad de opinión y conciencia.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

I.- CÁLCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2008, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	

	                                                                                         En Miles de $



	
	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS
	
	20.650.572.217
	440.732.822
	20.209.839.395

	IMPUESTOS
	
	16.256.986.967
	
	16.256.986.967

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	
	1.254.114.178
	
	1.254.114.178

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	
	249.611.671
	211.805.801
	37.805.870

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	
	324.714.244
	5.715.073
	318.999.171

	INGRESOS DE OPERACION
	
	437.961.391
	
	437.961.391

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	
	346.188.992
	
	346.188.992

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	
	32.066.833
	
	32.066.833

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	152.303.865
	
	152.303.865

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	
	172.287.303
	
	172.287.303

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	
	243.280.371
	223.211.948
	20.068.423

	ENDEUDAMIENTO
	
	1.152.897.918
	
	1.152.897.918

	SALDO INICIAL DE CAJA
	
	28.158.484
	
	28.158.484

	GASTOS
	
	20.650.572.217
	440.732.822
	20.209.839.395

	GASTOS EN PERSONAL
	
	3.133.561.664
	
	3.133.561.664

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	
	1.364.552.813
	
	1.364.552.813

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	
	4.636.224.900
	
	4.636.224.900

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	
	5.678.333.852
	203.640.407
	5.474.693.445

	INTEGROS AL FISCO
	
	28.374.977
	13.880.467
	14.494.510

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	
	1.115.553
	
	1.115.553

	ADQUISICION DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	
	145.760.136
	
	145.760.136

	ADQUISICION DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	1.689.381.889
	
	1.689.381.889

	INICIATIVAS DE INVERSION
	
	1.715.099.839
	
	1.715.099.839

	PRESTAMOS
	
	484.968.561
	
	484.968.561

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	
	1.528.930.145
	223.211.948
	1.305.718.197

	SERVICIO DE LA DEUDA
	
	226.476.405
	
	226.476.405

	SALDO FINAL DE CAJA
	
	17.791.483
	
	17.791.483


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	

	                                                                           En Miles de US$

	
	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS
	
	5.172.106
	0
	5.172.106

	IMPUESTOS
	
	2.036.000
	
	2.036.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	
	1.123
	
	1.123

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	
	3.037.905
	
	3.037.905

	INGRESOS DE OPERACION
	
	3.720
	
	3.720

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	
	48.191
	
	48.191

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	
	43
	
	43

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	29.202
	
	29.202

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	
	1.939
	
	1.939

	ENDEUDAMIENTO
	
	9.982
	
	9.982

	SALDO INICIAL DE CAJA
	
	4.001
	
	4.001

	GASTOS
	
	5.172.106
	0
	5.172.106

	GASTOS EN PERSONAL
	
	130.218
	
	130.218

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	
	193.147
	
	193.147

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	
	1.203
	
	1.203

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	
	59.819
	
	59.819

	ADQUISICION DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	
	16.601
	
	16.601

	ADQUISICION DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	3.850.641
	
	3.850.641

	INICIATIVAS DE INVERSION
	
	1.047
	
	1.047

	PRESTAMOS
	
	1.939
	
	1.939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	
	310
	
	310

	SERVICIO DE LA DEUDA
	
	915.181
	
	915.181

	SALDO FINAL DE CAJA
	
	2.000
	
	2.000




Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2008, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $
	Miles de US$

	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:
	
	

	IMPUESTOS
	16.256.986.967
	2.036.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	9.308.694
	20

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	206.248.536
	3.037.905

	INGRESOS DE OPERACION
	5.050.300
	3.686

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	87.650.319
	16.769

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	79.600
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	40

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	2.637.400
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	
	30

	ENDEUDAMIENTO
	1.064.000.000
	7.512

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	17.636.961.816
	5.103.962

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	10.328.728
	

	CONGRESO NACIONAL
	70.131.765
	

	PODER JUDICIAL
	231.036.643
	

	CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
	30.924.558
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR
	607.182.798
	

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	38.160.548
	149.678

	MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION
	396.952.189
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	214.576.498
	

	MINISTERIO DE EDUCACION
	3.507.175.109
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	405.997.308
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	1.167.604.156
	184.392

	MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS
	1.108.893.704
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	221.012.048
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	8.110.896
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL
	3.948.444.282
	

	MINISTERIO DE SALUD
	1.329.054.588
	

	MINISTERIO DE MINERIA
	38.830.701
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	684.558.456
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	 63.117.302
	

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO
	53.170.064
	

	MINISTERIO DE PLANIFICACION
	229.651.948
	

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	26.677.524
	

	MINISTERIO PUBLICO
	88.668.772
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	FONDO DE ESTABILIZACION ECONOMICA Y SOCIAL
	
	780.573

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	81.569

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	2.416.516.754
	2.992.569

	SERVICIO DE LA DEUDA PUBLICA
	219.614.873
	915.181

	SUBSIDIOS
	520.569.604
	

	TOTAL APORTES
	17.636.961.816
	5.103.962


II.- DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda  nacional  o  en  monedas  extranjeras,  hasta por la cantidad de US$ 2.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 200.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2008 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores,  deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2008, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En  conformidad  con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera  convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al gobierno regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2008, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneraciones. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación a el o los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 10.- Durante el año 2008, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N° 19.882, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 11.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2008 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web  institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2008 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2007, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se  destinarán a los siguientes objetivos:


65% al gobierno regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren  todo o  parte de los bienes  inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes  Nacionales dentro  del  plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida  Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.


4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


9.- Informe de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908.


10. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre.


11. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre.


12. Informe del funcionamiento del Registro Central de Colaboradores del Estado, especialmente en cuanto al funcionamiento de su página web y la obtención de la información a través de los reportes.


El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 19.862, deberá establecer que la inscripción de cada  operación de transferencia deberá señalar el procedimiento utilizado en su asignación, si es por concurso, asignación directa u otro. Trimestralmente, la Dirección de Presupuestos enviará un informe en base a la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.


Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y estará disponible en la página web de la Dirección de Presupuestos en las fechas señaladas.


Artículo 16.- Durante el año 2008, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$ 2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 17.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.


Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.


Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos.


Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento a lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley  N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896, serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2008, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.


Artículo 21.- Al menos hasta el 20% de los recursos destinados a avisaje y publicaciones de las reparticiones públicas se realizará en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.


La Dirección de Presupuestos informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso precedente.


Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos con la consecuente responsabilidad penal y administrativa y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.


Artículo 23.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley deberán remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte papel o electrónico, una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud  de la asignación 22.11.001, dentro de los 180 días siguientes a la recepción de su informe final.


Artículo 24.- Con la excepción del financiamiento y los reembolsos previstos en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, considérase que vulnera gravemente el principio de probidad administrativa cualquier uso de los gastos incluidos en el artículo 1° de la presente ley en actividades de proselitismo o promoción de candidatos a cargos de elección popular, lo que será sancionado con la destitución del infractor, de conformidad al procedimiento y las normas generales que rijan al órgano en que se produjo la infracción. Asimismo, considérase que vulnera gravemente la probidad administrativa, sancionándose con la misma medida, la participación de todo funcionario público de exclusiva confianza del Presidente de la República, en actividades de proselitismo o promoción de candidatos a cargos de elección popular, de conformidad a las normas generales aplicables.”.

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE  ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LIBRE COMERCIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL PERÚ, QUE MODIFICA Y SUSTITUYE EL ACE N° 38, SUS ANEXOS, APÉNDICES, PROTOCOLOS Y DEMÁS INSTRUMENTOS QUE HAYAN SIDO SUSCRITOS A SU AMPARO, ADOPTADO EN LIMA EL 22 DE AGOSTO DE 2006, Y EL ACUERDO QUE LO MODIFICA
(5128-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, celebrado por intercambio de Notas, fechadas en Santiago y Lima, el 16 de marzo y el 18 de abril de 2007, respectivamente.".
******

Hago presente a V.E. que el proyecto de acuerdo fue aprobado con el voto favorable de 92 Diputados de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el número 1) del artículo 54 en relación con el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,

Presidente de la Cámara de Diputados.-

CARLOS LOYOLA OPAZO,

Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA LOS PERMISOS DE EDIFICACIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES

(5270-14)




Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, de la manera que se expresa:


1) Incorpórase, como artículo 166, el siguiente:


“Artículo 166.- A las ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, emplazadas en áreas urbana o rural, sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación:


a) Disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.


b) Normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.


El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado sólo por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las ampliaciones de que trata este artículo, se tramitarán conforme al procedimiento simplificado de obra menor de vivienda social, que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.


Las disposiciones del presente artículo se aplicarán asimismo a la regularización de las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.


Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50% en los casos contemplados en el inciso primero de este artículo.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 116 bis D):


“Artículo 116 bis D).- La Ordenanza General de esta ley podrá establecer normas especiales y procedimientos simplificados de aprobación y recepción, para la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe.


La Ordenanza General deberá establecer los plazos en que se aplicarán las disposiciones que se establecen en el inciso primero de este artículo.


Durante dicho período las regularizaciones y permisos de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán exentos del pago de derechos municipales a que se refiere el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

Artículos transitorios


Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbana o rural, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar la situación del inmueble de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala en el presente artículo.


Podrán acogerse a esta disposición las construcciones señaladas en el inciso anterior, siempre que no se emplacen en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública, cumplan con las normas sobre uso de suelo que establezca el plan regulador y en la medida en que a la fecha de publicación de esta ley no existan ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local, reclamaciones escritas pendientes por normas urbanísticas. También podrán acogerse las construcciones que tengan reclamaciones pendientes y éstas se resuelvan con posterioridad a la publicación de esta ley.


Para su regularización, las construcciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.


Para tales efectos, el propietario y el profesional competente deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.

b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.

c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.


La Dirección de Obras Municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida, debiendo el propietario y el profesional competente subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, podrá otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%.


Artículo 2°.- Lo dispuesto en el artículo 116 bis D) de la ley General de Urbanismo y Construcciones, será aplicable a las zonas decretadas zona afectada por catástrofe, por un plazo de 6 años, aun cuando no se encuentren vigentes los respectivos decretos.


Artículo 3°.- Mientras no entren en vigencia las normas especiales a que se refiere el artículo 116 bis D), la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe, por hechos que afecten las viviendas, se regirán por las siguientes disposiciones:


1°.- Las regularizaciones de construcciones existentes deberán:


a) Tener destino habitacional.

b) Cumplir con las normas de seguridad, habitabilidad,  estabilidad y de las instalaciones interiores.

c) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública.


2°.- Las solicitudes de permisos de edificación con destino habitacional estarán eximidas exclusivamente del cumplimiento de normas urbanísticas, salvo las referidas a zonas de riesgo o protección y franjas declaradas de utilidad pública.


Para acogerse al procedimiento simplificado que regula el presente artículo, el propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.


b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.


c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre seguridad, habitabilidad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales, si correspondiere, procederá a otorgar el permiso o permiso y recepción simultánea, según sea el caso.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%, salvo que se trate de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuyo caso estarán exentas del pago de esos derechos.”.

***


Hago presente a V.E. que el inciso quinto del artículo 1° transitorio y el inciso tercero del artículo 3° transitorio del proyecto, fueron aprobados en general y particular con el voto a favor de 88 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIET,
Presidente de la Cámara de Diputados.-
CARLOS LOYOLA OPAZO,

Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PROHÍBE LA VENTA DE PLAGUICIDAS QUE INDICA

(4877-01)

Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto en el artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981:


“Prohíbese la internación, transporte y venta de plaguicidas Ia y Ib, exceptuando aquellos que el Servicio Agrícola y Ganadero autorice y se consideren de uso imprescindible e insustituible.


Los productos autorizados deberán ser evaluados en forma anual.


Quienes comercialicen los productos en cuestión, deberán llevar un registro especial, que consigne compradores y propósito de uso.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,
Presidente de la Cámara de Diputados.-
CARLOS LOYOLA OPAZO,
Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA LA CONSTRUCCIÓN DE MONUMENTOS A VICTIMAS DE LA MASACRE DE LA ESCUELA SANTA MARÍA, DE IQUIQUE

(4766-24)




Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Autorízase erigir tres monumentos en memoria de las víctimas de la masacre ocurrida el día 21 de diciembre de 1907, en la Escuela Santa María de Iquique, los que se emplazarán en las ciudades de Iquique, Santiago y Valparaíso.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados.  Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se establece en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.

Artículo 3°.- Créase un fondo destinado a las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial, integrada por once miembros, que desempeñarán sus funciones ad honores, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a) Dos senadores y dos diputados, elegidos por sus respectivas Cámaras;

b) Un representante de la Central Unitaria de Trabajadores;

c) Un representante de cada uno de los Intendentes Regionales de las regiones de Tarapacá, Valparaíso y Metropolitana, y


d) Un representante de las Municipalidades de Iquique, Santiago y Valparaíso.

El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial que se crea, tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2°, como también realizar las gestiones pertinentes destinadas a que ellas se efectúen;


b) Determinar el sitio en que se ubicarán los monumentos, en coordinación con las Municipalidades de Santiago, Iquique y Valparaíso y con el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción en el plazo establecido, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales;


c) Llamar a concurso público de proyectos para el diseño y ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo;


d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y

e) Abrir una cuenta corriente bancaria especial para gestionar el referido fondo.

Artículo 6°.- Los monumentos deberán erigirse en el plazo de tres años, contado desde la publicación de la presente ley.  Vencido dicho plazo sin que se hubieren ejecutado las obran, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión establezca.

Artículo 7°.- Si al concluir la construcción de los monumentos, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin específico que la comisión especial determine.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,
Presidente de la Cámara de Diputados.-
CARLOS LOYOLA OPAZO,
Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUTORIZAR LA PERMANENCIA DE TROPAS Y DE MEDIOS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA, CON EL OBJETO DE  CONTINUAR INTEGRANDO LA OPERACIÓN MILITAR DE GESTIÓN DE CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA DE BOSNIA Y HERZEGOVINA (OPERACIÓN ALTHEA)

(S 1025-05)
HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, por un periodo de un año a contar del 1 de enero de 2008, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 20 de noviembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -





Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se analizó esta solicitud, asistieron, especialmente invitados el Ministro de Defensa Nacional, señor José Goñi; el Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Carlos Portales; el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Aviación, señor Iván Fabry; el Director de Política Especial de la Cancillería, señor Juan Eduardo Eguiguren, y el Asesor Legislativo del Ministerio de Defensa Nacional, señor Ricardo Rincón.

- - -
ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala S.E. que, como es de conocimiento del Honorable Senado, el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo las modalidades promovidas por la Organización de Naciones Unidas, en cuyo marco se ha integrado la misión multinacional desplegada en Bosnia y Herzegovina desde el año 2003 hasta la fecha, cuya continuidad fue autorizada por el Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones Unidas, de conformidad con la Resolución Nº 1.722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la Misión en Bosnia-Herzegovina.





Agregó que en la actualidad, y tal como se informó oportunamente, la contribución nacional se está materializando con el apoyo logístico del Reino de Holanda, atendido el interés de las autoridades de la Fuerza Multinacional desplegada en esa misión, por contar con la experiencia adquirida por las unidades chilenas durante estos últimos años, la que se ha traducido en una invaluable contribución que resulta trascendental para el adecuado logro de los objetivos que se persiguen.





Recordó que, con fecha 18 de abril de 2007, tal como consta en Oficio Nº 248/SEC/07, de 18 de abril de este año, el Honorable Senado de la República acordó autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, a contar del 1º de mayo de 2007, por un período de ocho meses.





En este orden de ideas, señaló que el análisis de los aspectos estrictamente operativos, como asimismo los alcances de política exterior vinculados con la participación chilena en la misión Bosnia-Herzegovina, han llevado a concluir la alta conveniencia de continuar con la presencia nacional en esta operación.




Finalmente, solicitó al Honorable Senado de la República la autorización para la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, considerando el despliegue de 27 miembros de las Fuerzas Armadas con su respectivo equipamiento personal, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), a contar del 1 de enero de 2008, por un período de un año, de conformidad con la planificación realizada a partir de los intereses nacionales y proyecciones de la misión.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.




Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.




b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.





Su artículo 4º, inciso primero, dispone que la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo, previo acuerdo del Senado e informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda, firmado por el Primer Mandatario y expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores.





Su inciso segundo preceptúa que el decreto supremo aludido en el inciso anterior fijará el objeto, plazo y modalidades de la salida de tropas.





Cabe también mencionar el artículo 6º de la citada ley Nº 19.067, que, en lo atinente a la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República, establece que las autorizaciones que se otorguen en virtud de esa ley deberán ser comunicadas al Senado y a la Cámara de Diputados, para su conocimiento, antes de la salida de las tropas correspondientes.





3) Cronología de la operación.- La respectivas autorizaciones de salida de tropas se han efectuado teniendo presente los siguientes mandatos:




a) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República. Accedió la salida de tropas desde el 2 de agosto de 2003 hasta el término del compromiso adquirido con el Reino Unido de Gran Bretaña.




b) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la Misión en Bosnia-Herzegovina.




c) Oficio Nº 248/SEC/07, de 18 de abril de 2007 del Honorable Senado de la República. Autorizó la salida de tropas desde el 1° de mayo de 2007, por un período de ocho meses.





d) Resolución Nº 1785 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la Misión en Bosnia-Herzegovina.

- - -

DISCUSIÓN





Puesta en discusión la solicitud, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra, otorgó la palabra al Ministro de Defensa Nacional, señor José Goñi.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Goñi, señaló que la misión en Bosnia-Herzegovina ha sido una experiencia altamente exitosa, tanto en el marco militar como político.




Destacó que esta operación tiene varios aspectos positivos. En primer lugar, manifestó que Chile es el único país que tiene un Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, y, en dicho sentido, esta acción se da en el marco de una decisión de ese organismo europeo.





En segundo lugar, indicó que, desde el punto de vista militar, ha sido una experiencia enriquecedora para las Fuerzas Armadas, pues les ha permitido compartir conocimientos y alternar con ejércitos de primer orden mundial.





Por último, expresó que nuestras propias Fuerzas Armadas han calificado a la misión en Bosnia-Herzegovina como la mejor evaluada de todas las operaciones en que participan.




El Honorable Senador señor Romero estimó que hubiese sido mejor si esta solicitud se hubiese enmarcado dentro de la nueva normativa sobre misiones de paz, que se encuentra en estudio en el Senado.





Sobre lo anterior, valoró que el Ministro de Defensa Nacional haya comprometido el envío de una nueva indicación sustitutiva al proyecto, que recoge las observaciones planteadas durante el estudio de la Comisión Especial sobre misiones de Paz del Senado.





Sobre la misión en Bosnia-Herzegovina, manifestó que la experiencia de trabajar con tropas inglesas y holandesas ha sido una escuela importante para los efectivos chilenos.





Luego, el Honorable Senador señor Prokurica consultó cuál es la realidad actual en Bosnia y cuánto tiempo duraría la misión. Asimismo, solicitó información acerca de la repercusión que podría tener la situación de Kosovo en Bosnia.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier preguntó sobre cuál sería la evolución y el pronóstico de estabilidad para la zona. También, pidió antecedentes acerca de cuánto cuesta esta misión y de los efectivos que la integran.





A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Portales, expresó que, siguiendo la decisión de la OTAN de concluir su Fuerza de Estabilización en Bosnia Herzegovina (SFOR) para fines de 2004, el Consejo de la Unión Europea (UE) adoptó el 12 de julio de ese año la Acción Conjunta en las Operaciones Militares de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina, con el objetivo de organizar e incluir un componente militar en esa región, operacional a partir del 2 de diciembre de 2004. Añadió que esta operación se denomina ALTHEA y su objetivo es proveer una disuasión efectiva, junto con contribuir a la preservación de un entorno seguro y estable en Bosnia Herzegovina.





Señaló que, teniendo en cuenta la participación de Chile en la Fuerza de Estabilización (SFOR) y el acuerdo de Asociación con la Unión Europea, nuestro país fue invitado a participar en la Operación ALTHEA en septiembre del año 2004.





Reseñó que la participación de Chile en Bosnia-Herzegovina tuvo el respaldo logístico del Reino Unido hasta marzo de 2007. Añadió que, de esa fecha en adelante, nuestros efectivos en la operación ALTHEA han tenido el respaldo logístico de Países Bajos, lo que suma un nuevo elemento de cooperación con este último país, que también ha sido clave en nuestro proceso de renovación y adquisiciones de material de defensa.





En ese sentido, destacó que Chile, por primera vez desde que participa en los Balcanes, lo hace a nivel de EUFOR, como un país más, y con nuestra bandera izada en Sarajevo. Precisó, que anteriormente, hasta marzo de 2007, solo había actuado en el nivel regional de Banja Luka (sector nor este) y bajo la tutela británica, por cual no tenía representación, sino que eran los ingleses quienes cubrían todo. A partir de marzo de 2007, con la llegada de la fuerza chilena CHILFOR-8, y la retirada de la fuerza británica, Chile sube de nivel y participa como un país más en forma directa ante EUFOR, con su fuerza representada en el nivel local, y también a nivel regional, con un capitán en Banja Luka. Hizo presente, que un oficial del Ejército de Chile participa como comandante en el Cuartel General de EUFOR en Sarajevo, siendo la primera vez, que un oficial chileno participa en un puesto operacional de ese nivel, lo cual representa un hecho significativo debido a que nuestro país no es miembro de la Unión Europea y de la OTAN.





Agregó que, desde la perspectiva político-estratégico-militar, es importante la presencia de efectivos chilenos, por cuanto si bien esta operación se desarrolla en una zona actualmente pacificada, que no presenta mayores riesgos para nuestras tropas, entrega, como valor agregado, la posibilidad que nuestro contingente se beneficie de la experiencia de interactuar con efectivos de fuerzas armadas profesionales de países miembros de la Unión Europea y de la OTAN. Asimismo, observó que se trata de una contribución inédita, ya que nuestro país colabora y contribuye en una región distante dentro de una operación clave para la Unión Europea.





Por todo lo anterior, manifestó que la contribución chilena en dicha operación ha tenido importantes elogios de parte de la autoridades de la Unión Europea, como de los países que la conforman. En ese sentido, subrayó el amplio interés que existe en la Unión Europea para que Chile permanezca en Bosnia-Herzegovina, lo que implica un reconocimiento al alto grado de profesionalismo demostrado por nuestros efectivos, lo que, en su opinión, contribuye a elevar el prestigio nacional en el marco del diálogo político que existe entre nuestro país y la entidad europea.





En cuanto a las consultas efectuadas por los Honorables Senadores respondió que todavía no existen las condiciones políticas para dejar la zona. No obstante, precisó que no existe peligro de acciones militares.





Asimismo, planteó que no hay una relación directa entre la situación de Bosnia y la de Kosovo, pues esta última es distinta, ya que se pide la independencia y no ha sido posible encontrar una solución a nivel del Consejo de Seguridad de la Naciones Unidas.





Sobre lo anterior, el Ministro de Defensa Nacional, señor Goñi, precisó que, teniendo autorización para enviar 27 soldados, hay 23 efectivos en la zona, de los cuales 2 oficiales se encuentran en el Cuartel General.





Sobre lo costos, contestó que ascienden a alrededor de 600.000 ó 700.000 dólares, de los cuales, efectivamente se asume la mitad, por cuanto la logística es suministrada por los Países Bajos.





Manifestó que la solicitud actual es para autorizar la permanencia de 27 miembros de las Fuerzas Armadas.





Por último, observó que la tendencia es que las fuerzas sigan disminuyendo, dado el grado de paz que se ha conseguido. Reiteró que esta fuerza sólo reporta beneficios para el país.





A continuación, el Honorable Senador señor Arancibia expresó que la operación en estudio ha tenido un bajo costo y se han obtenido sólo beneficios para el país. En contraposición, a la operación en Haití, donde no se percibe un interés nacional nítido.





Resaltó que la participación de nuestras tropas en conjunto con fuerzas de países de la Unión Europea favorece a nuestros efectivos, pues da cuenta del alto nivel de preparación con que cuentan.





Finalmente, coincidió con el Honorable Senador señor Romero, en el sentido de que es imprescindible establecer un marco para operaciones de paz. Afirmó que, sobre todo, es muy necesario para misiones de naturaleza más compleja.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Romero solicitó antecedentes acerca de las actuales misiones de paz y de observadores.





El Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Aviación, señor Iván Fabry, informó que actualmente hay tres operaciones de misiones de paz: Haití, Chipre y Bosnia.




Asimismo, comunicó que hay misiones de observación en Kosovo, Líbano, Siria, Israel, India y Pakistan.





A continuación, el Honorable Senador Letelier reiteró su consulta acerca de las perspectivas que tiene la operación.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Goñi, respondió que el actual escenario es muy favorable para Chile, pues ha sido de ganancias netas, políticas y militares.





Comentó que actualmente se está reduciendo la presencia militar en dicha zona, producto del proceso de pacificación. Precisó que el interés del Ministerio es permanecer lo máximo posible.





A su vez, el Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Portales, destacó que el Embajador de Chile en Hungría es concurrente en Bosnia, por lo que también existe una presencia nacional a nivel político.





Por su parte, el Honorable Senador señor Romero preguntó si este trabajo conjunto con fuerzas de la OTAN podría ser tenido en cuenta para ser nombrado aliado extra OTAN.





El Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Portales, contestó que no, pues la calidad de aliado extra OTAN es otorgada unilateralmente por los Estados Unidos de América, y no por Europa.





Sobre lo anterior, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Aviación señor Fabry, puntualizó que Chile está participando conjuntamente con efectivos de la Unión Europea, no con fuerzas de la OTAN.





En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes los Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Letelier, Muñoz Barra, Pizarro, Prokurica y Romero, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Juan Antonio Coloma Correa (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Juan Pablo Letelier Morel, Jorge Pizarro Soto, Baldo Prokurica Prokurica y Sergio Romero Pizarro.




Sala de las Comisiones unidas, a 4 de diciembre de 2007.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO
Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA EL MONTO DE LA ASIGNACIÓN MENSUAL QUE PERCIBEN LOS SOLDADOS CONSCRIPTOS

(5151-02)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García.

- - --

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


La iniciativa legal tiene por objeto mejorar los incentivos para los jóvenes que realizan el servicio militar, aumentando los montos para la asignación que perciben mensualmente los soldados conscriptos.


Asimismo, propone establecer que dicha asignación no pueda ser objeto de descuentos internos por parte de las Instituciones de las Fuerzas Armadas.
- - -
DISCUSIÓN





El Subsecretario de Guerra expresó que el proyecto se inserta en el contexto, impulsado por el Gobierno, de incentivo a la voluntariedad en el servicio militar, que se ha trasuntado en un cien por ciento de conscriptos voluntarios durante el presente año, siendo las expectativas igualmente halagüeñas para el próximo año 2008. 





Para dichos conscriptos, prosiguió, es que se plantea una duplicación del salario (compuesto por un sueldo base más una asignación de zona, cuyo monto depende de la parte del territorio nacional donde se cumpla con el servicio militar) que, en promedio, ascenderá a la cantidad de $49.000.-





Destacó que la iniciativa elimina los descuentos internos destinados al ahorro o a la mantención de ciertas condiciones de bienestar, que hasta el presente año se mantenían en operación. Tales deducciones ya no se verificarán más, y será la ley de presupuestos la que, a partir de 2008, contemplará un Fondo Social de Bienestar para los Conscriptos. 





Ante una consulta del Honorable Senador señor Escalona, explicó que situaciones como la concurrencia de familiares del conscripto a la ceremonia de juramento de la bandera, nunca han sido financiadas con cargo a su remuneración. Por el contrario, lo que ocurre es que, aunque acotado a uno solo, se costea la asistencia de ese familiar. 





El Honorable Senador señor Sabag valoró los crecientes estándares de voluntariedad alcanzados en la cobertura de las plazas disponibles, así como la incorporación del género femenino a las filas del servicio familiar.





El Subsecretario de Guerra informó que, en el mismo espíritu de mejorar las condiciones y calidad de los soldados, en el corto plazo el Ejecutivo presentará al Parlamento una iniciativa destinada a crear la categoría de “soldado profesional”, con características de pleno alistamiento, contrato de trabajo y una remuneración promedio estimada en $210.000.- 




Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, explicó que la modificación de los grados 30 a 23 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas, donde en la práctica no se encuentra al día de hoy ningún soldado conscripto, se explica por la necesidad de mantener la progresividad entre los distintos grados, a fin de ajustarlos a los cambios que se introducen en los grados 32 y 31. 

Finalmente, acompañó el siguiente cuadro explicativo que indica la forma de pago de las cantidades que la iniciativa establece, proyectadas a partir del 1 de abril de 2008:

	SUELDO SOLDADOS CONSCRIPTOS

FORMA DE PAGO SEGÚN PROYECTO DE LEY, A CONTAR  DEL 01/04/2008 (Suprime todo descuento interno y el ahorro)

	GRADO
	Sueldo Base
	% Zona
	Zona
	Valor Zona
	Total haberes
	Menos Seguro
	Liq. Tesorería
	15% Ahorro
	20% Bienestar
	Liq. A Pago

	
	
	
	
	
	
	Colectivo
	
	Banco
	Social
	

	32
	37350
	0
	Guarnición Stgo.
	0
	37350
	1057
	36293
	0
	0
	36293

	31
	39350
	0
	Guarnición Stgo.
	0
	39350
	1057
	38293
	0
	0
	38293

	32
	37350
	5
	
	1868
	39218
	1057
	38161
	0
	0
	38161

	31
	39350
	5
	
	1968
	41318
	1057
	40261
	0
	0
	40261

	32
	37350
	10
	La Serena
	3735
	41085
	1057
	40028
	0
	0
	40028

	31
	39350
	10
	La Serena
	3935
	43285
	1057
	42228
	0
	0
	42228

	32
	37350
	15
	Los Angeles
	5603
	42953
	1057
	41896
	0
	0
	41896

	31
	39350
	15
	Los Angeles
	5903
	45253
	1057
	44196
	0
	0
	44196

	32
	37350
	20
	Concepción
	7470
	44820
	1057
	43763
	0
	0
	43763

	31
	39350
	20
	Concepción
	7870
	47220
	1057
	46163
	0
	0
	46163

	32
	37350
	25
	Copiapo
	9338
	46688
	1057
	45631
	0
	0
	45631

	31
	39350
	25
	Copiapo
	9838
	49188
	1057
	48131
	0
	0
	48131

	32
	37350
	30
	Antofagasta
	11205
	48555
	1057
	47498
	0
	0
	47498

	31
	39350
	30
	Antofagasta
	11805
	51155
	1057
	50098
	0
	0
	50098

	32
	37350
	35
	Calama
	13073
	50423
	1057
	49366
	0
	0
	49366

	31
	39350
	35
	Calama
	13773
	53123
	1057
	52066
	0
	0
	52066

	32
	37350
	40
	Arica
	14940
	52290
	1057
	51233
	0
	0
	51233

	31
	39350
	40
	Arica
	15740
	55090
	1057
	54033
	0
	0
	54033

	32
	37350
	45
	
	16808
	54158
	1057
	53101
	0
	0
	53101

	31
	39350
	45
	
	17708
	57058
	1057
	56001
	0
	0
	56001

	32
	37350
	50
	
	18675
	56025
	1057
	54968
	0
	0
	54968

	31
	39350
	50
	
	19675
	59025
	1057
	57968
	0
	0
	57968

	32
	37350
	55
	Pozo al Monte
	20543
	57893
	1057
	56836
	0
	0
	56836

	31
	39350
	55
	Pozo al Monte
	21643
	60993
	1057
	59936
	0
	0
	59936

	32
	37350
	60
	
	22410
	59760
	1057
	58703
	0
	0
	58703

	31
	39350
	60
	
	23610
	62960
	1057
	61903
	0
	0
	61903

	32
	37350
	65
	
	24278
	61628
	1057
	60571
	0
	0
	60571

	31
	39350
	65
	
	25578
	64928
	1057
	63871
	0
	0
	63871

	32
	37350
	70
	Punta Arenas
	26145
	63495
	1057
	62438
	0
	0
	62438

	31
	39350
	70
	Punta Arenas
	27545
	66895
	1057
	65838
	0
	0
	65838

	32
	37350
	75
	
	28013
	65363
	1057
	64306
	0
	0
	64306

	31
	39350
	75
	
	29513
	68863
	1057
	67806
	0
	0
	67806

	32
	37350
	80
	Putre
	29880
	67230
	1057
	66173
	0
	0
	66173

	31
	39350
	80
	Putre
	31480
	70830
	1057
	69773
	0
	0
	69773

	32
	37350
	85
	Puerto Natales
	31748
	69098
	1057
	68041
	0
	0
	68041

	31
	39350
	85
	Puerto Natales
	33448
	72798
	1057
	71741
	0
	0
	71741

	32
	37350
	90
	Chaiten
	33615
	70965
	1057
	69908
	0
	0
	69908

	31
	39350
	90
	Chaiten
	35415
	74765
	1057
	73708
	0
	0
	73708

	32
	37350
	95
	Isla Dawson
	35483
	72833
	1057
	71776
	0
	0
	71776

	31
	39350
	95
	Isla Dawson
	37383
	76733
	1057
	75676
	0
	0
	75676

	32
	37350
	100
	
	37350
	74700
	1057
	73643
	0
	0
	73643

	31
	39350
	100
	
	39350
	78700
	1057
	77643
	0
	0
	77643

	32
	37350
	105
	coyhaique
	39218
	76568
	1057
	75511
	0
	0
	75511

	31
	39350
	105
	coyhaique
	41318
	80668
	1057
	79611
	0
	0
	79611


En votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.
- - - 

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 13 de junio de 2007, señala, de modo textual, lo siguiente:





“1.
El objetivo del proyecto de ley es reforzar la política de incentivos y compensaciones a los jóvenes que realizan el servicio militar, de manera de mantener el incremento sostenido de la voluntariedad en la presentación al Servicio Militar Obligatorio a lo largo de la última década.





2.
En particular, se introduce un nuevo incremento en la asignación base mensual que perciben los soldados conscriptos, de $ 10.000. Lo anterior, complementa el incremento de $ 8.000 otorgado en la Ley N° 20.045, y que comenzó a  regir a partir del primero de abril de 2006. 





3.
El proyecto consta de dos artículos permanentes. El primero, fija este reajuste especial para el personal sujeto a la Escala de Sueldos de las Fuerzas Armadas que se encuentre entre los grados 32 y 23 de la misma y establece la fecha de aplicación del reajuste a partir del 1° de abril de 2008.





El segundo artículo, se refiere al financiamiento del gasto que implicará el proyecto, el cual será con cargo al presupuesto vigente de las respectivas instituciones.





4.
La aplicación del proyecto irrogará  un mayor gasto el año 2008 de $ 1.751.459 miles.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación, en general y en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Comisión de Defensa Nacional, del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo 1°.- Establécense los siguientes montos para los grados que indica del artículo 1º del decreto ley Nº 2.546, de 1979, que fija la Escala de Sueldos para las Fuerzas Armadas:


Grados
Montos


23

$ 47.350


24

$ 46.350


25

$ 45.350


26

$ 44.350


27

$ 43.350


28

$ 42.350


29

$ 41.350


30

$ 40.350


31

$ 39.350


32

$ 37.350


La aplicación de los nuevos montos a los cálculos de sueldo, asignaciones o gratificaciones que se deban pagar en conformidad a esta escala de sueldos, se hará efectiva a partir del 1 de abril de 2008.

 
Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los presupuestos institucionales de las Fuerzas Armadas.


Artículo 3°.- Agréguese en el artículo 191 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Guerra, de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, el siguiente inciso tercero:


“La asignación de conscripto no podrá ser objeto de descuentos internos por parte de las instituciones de las Fuerzas Armadas.”.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 5 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo. 


Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2007.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA EL MONTO DE LA ASIGNACIÓN MENSUAL QUE PERCIBEN LOS SOLDADOS CONSCRIPTOS

(5151-02)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Kuschel, y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.


Cabe hacer presente que el proyecto de ley debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


La iniciativa legal tiene como objetivo mejorar los incentivos para los jóvenes que realizan el servicio militar, aumentando los montos para la asignación que perciben mensualmente los soldados conscriptos, entre los grados 23 y 32 de la Escala de Sueldos para las Fuerzas Armadas.


Asimismo, propone establecer que dicha asignación no pueda ser objeto de descuentos internos por parte de las Instituciones de las Fuerzas Armadas.
ANTECEDENTES

I. Antecedentes Jurídicos


1) Decreto ley N° 2.546, de 1979, que Fija la Escala de Sueldos Bases para el Personal del Ministerio de Defensa Nacional.

2) Ley N° 20.045, que Moderniza el Servicio Militar Obligatorio.


3) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, de Guerra, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:
Artículo 191

 
Establece la Asignación de Conscripto, señalando que el contingente del servicio militar obligatorio recibirá, durante el primer año de conscripción, una asignación no imponible equivalente al sueldo base del grado 32 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas, y durante el segundo año de conscripción, una equivalente al grado 31 de la misma escala. La asignación correspondiente al contingente del servicio militar obligatorio se incrementará con la asignación de zona o la gratificación de embarcado y de submarino, cuando corresponda.

II. Antecedentes de Hecho

 

El Mensaje señala que el Gobierno se ha propuesto lograr la plena voluntariedad en la presentación al cumplimiento del servicio militar obligatorio que consagra el artículo 22 de la Constitución Política de la República. Esta iniciativa, agrega, está ligada a la decisión de aumentar el nivel de profesionalización de las Fuerzas Armadas, con la paulatina disminución del personal que corresponde a conscriptos y su sustitución por personal de planta en las mismas.



Explica que para ello, se ha venido aplicando una política de incentivos y compensaciones a los jóvenes que realizan el servicio militar, la que sumada a la incorporación de mujeres al contingente en calidad de voluntarias y a las reformas que la ley N° 20.045, que Moderniza el Servicio Militar Obligatorio, introdujo en esta materia, se han traducido en un incremento sostenido de la voluntariedad a lo largo de la última década.


Precisa que, sin perjuicio que el efecto de la aplicación del nuevo sistema de reclutamiento y selección de la ley N° 20.045 pueda producir una baja en esos índices, el Gobierno estimó que se ha llegado a un nivel que será difícil de superar, de no realizarse mayores esfuerzos por consolidar esta tendencia.



Acota que para dar cumplimiento a este objetivo, el Ministerio de Defensa Nacional, la Dirección General de Movilización Nacional y las Fuerzas Armadas están trabajando en la optimización de las distintas políticas de incentivo y compensación a los jóvenes que cumplen el servicio. Esas políticas están referidas a los diversos aspectos que involucra la vida del soldado conscripto, destacando, particularmente, lo relativo a  capacitación laboral y bolsa de trabajo, y a que puedan completar sus estudios básicos, medios y formación en general. 
 

Asimismo, se han implementado diversas medidas de carácter sistémico que cambiaron el modo como se cumple actualmente el servicio militar o que constituyen beneficios para los soldados conscriptos. Entre dichas iniciativas destacan la Oficina de Derechos del Soldado Conscripto, que ha permitido disminuir notablemente las denuncias por situaciones de maltrato, y los programas de financiamiento de los viajes de los soldados destinados a unidades en zonas extremas y de las visitas de sus familiares a ellos.



Añade que el artículo 3° de la ley N° 20.045 introdujo una medida de incentivo de gran importancia, al establecer nuevos montos para la asignación que perciben mensualmente los soldados conscriptos, elevándola desde una base de $ 18.000, aproximados, a fines de 2005, a una de $ 26.000, a partir del 1° de abril de 2006.



Esta asignación base es complementada por la Asignación de Zona común al personal de las Fuerzas Armadas, lo que se traduce en una asignación promedio de $ 38.000.



 Por último, el Mensaje señala que, sin perjuicio del avance que dicha enmienda supuso, los montos de las asignaciones son todavía reducidos, y no hacen justicia al esfuerzo que realizan los jóvenes que cumplen con el servicio militar obligatorio. Es por ello, señala, y teniendo en cuenta lo solicitado por el propio Congreso Nacional, que el Gobierno ha decidido proponer a tramitación un proyecto de ley que introduce un nuevo incremento en la asignación base que perciben los soldados conscriptos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Subsecretario de Guerra expresó que el servicio militar alcanzó un cien por ciento de voluntariedad durante este año, consolidándose la política adoptada por el Ministerio de Defensa Nacional sobre el particular. Añadió que para los treinta mil voluntarios inscritos sólo existen catorce mil cupos disponibles.





Hizo presente que la asignación por la realización del servicio militar obligatorio tiene un rol importante y significativo, fundamentalmente para los sectores más necesitados de la población.





Destacó que durante este  Gobierno se ha duplicado el monto de la referida asignación, variando desde $ 26.000 mensuales, incluidos los descuentos, en al año 2005, a $ 48.000, en promedio, como lo contempla la iniciativa en discusión.





Connotó que el proyecto en estudio, por primera vez, elimina los descuentos internos, y recordó que no se trata de una remuneración, sino que de una asignación.





Acotó que como compensación por la eliminación de los descuentos, se creó el Fondo Social de Bienestar para los Conscriptos, con recursos que ascienden a los $ 1.030 millones, cuyo objetivo es otorgarles asistencia complementaria.





Precisó que la iniciativa sólo deja vigente el descuento del cuatro por ciento, correspondiente al seguro de vida de quienes realizan el servicio militar obligatorio.





Informó que el aumento de la asignación que se propone se suma a otro tipo de beneficios, como la Asignación de Zona, cuyo monto depende de la parte del territorio nacional donde se cumpla con el servicio militar. Citó como ejemplo la ciudad de Coyhaique, donde equivale al ciento cinco por ciento de la asignación de conscripción, lo que se traduce en $ 76.875 mensuales por conscripto. Añadió que en Concepción, esta bonificación constituye un aumento real de $ 20.000, y en Arica de $ 22.000. 





Reiteró que la asignación constituye el soporte de la voluntariedad de la conscripción, cumpliendo, además, un rol social. Por este motivo, solicitó tramitar con especial diligencia la iniciativa, de manera que entre en vigor antes del 1 de abril del 2008, fecha de ingreso masivo del contingente al servicio militar obligatorio en el Ejército.





El Honorable Senador señor Zaldívar consultó por el monto al que ascenderá la asignación en estudio, incluido el aumento dispuesto en el proyecto. Por otra parte, requirió las cifras de la misma, por Regiones.





El señor Subsecretario de Guerra respondió que la asignación se incrementará, en promedio, a $ 48.000 mensuales, considerando el monto base, más la Asignación de Zona. Comprometió el envío de la información solicitada por el señor Presidente de la Comisión, destacando que existen casos de asignaciones disímiles dentro de una misma Región, por lo que el tema debe ser analizado respecto de cada caso en particular.





El Honorable Senador señor Prokurica anunció su apoyo a la iniciativa legal, sin perjuicio de formular algunos alcances a su respecto.





Recordó, en primer término, que la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, en los años noventa, siendo él integrante de ésta, emitió un informe que propuso, como una de sus conclusiones, el pago del ingreso mínimo a los reclutas que cumplían con el servicio militar obligatorio.





Su Señoría estimó que el incremento en análisis es del todo conveniente, pero subrayó que a la luz de la modernización y de la situación actual del país, constituye una suma exigua, considerando que las personas que cumplen con el servicio tienen, en un número significativo de casos, compromisos familiares que cumplir.





Junto a lo anterior, el señor Senador puso de relieve que el grado de especialización y de sofisticación del material bélico usado por las Instituciones de las Fuerzas Armadas requiere, necesariamente, de personal con un buen nivel de preparación. Puntualizó que también es menester tener a la vista el costo de dicho equipamiento, todo lo cual refuerza el concepto de disponer de soldados con alta calificación, con una compensación económica acorde a esta responsabilidad.





Reiteró su interés en que exista una reflexión en torno a las conclusiones contenidas en el informe emitido por la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, antes mencionado.





En otro orden de ideas, Su Señoría expresó su preocupación por la situación que podría producirse si, pese a que los descuentos estarán prohibidos, éstos igualmente se materializan, más aún cuando la iniciativa no contempla sanciones para este evento, y menos la posibilidad de reclamo en favor del afectado, último en la línea de mando, como es el conscripto.





Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica sugirió terminar con todos los descuentos internos, sin excepción, incluido el cuatro por ciento del seguro de vida, ya que a su juicio, lo mínimo que debe hacer el Estado, respecto de quienes cumplen con esta carga pública, es cancelar la prima correspondiente al mencionado seguro.





Por su parte, el Honorable Senador señor Arancibia adhirió en general a los planteamientos de Su Señoría, y consultó si el mayor gasto fiscal que irrogará la aplicación de esta ley, que será financiado con cargo a los presupuestos institucionales de las Fuerzas Armadas, según el artículo 2° de la iniciativa, estará contemplado en la partida presupuestaria pertinente.





Aclaró, respecto de la preocupación del Honorable Senador señor Prokurica, en cuanto a la eventual infracción al artículo 3°, que establece la prohibición de realizar descuentos internos a la asignación de conscripto, que es prácticamente imposible que ello ocurra en las ramas de la Defensa Nacional, y resaltó que si llegara a suceder, el infractor sería severamente castigado por la Institución, sin necesidad de que haya una sanción especial para ello.





El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si el perfil de los treinta mil voluntarios que aspiran a realizar el servicio militar obligatorio, coincide con el de los catorce mil cupos disponibles, y si hay algún plan de no existir esta coincidencia. Asimismo, manifestó estar de acuerdo con la idea de que los conscriptos perciban un ingreso mínimo, como lo sugirieron miembros de la Comisión.





El Honorable Senador señor Ominami advirtió que, desde su punto de vista, la solución al problema antes planteado se encuentra en la figura del Soldado Profesional, contenida en el proyecto de ley que ingresará próximamente a la Cámara de Diputados.





El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que la Política de Defensa Nacional, entendida como una política de Estado, debe estar acorde con los tiempos y la situación del país, y reprobó el bajo monto del reajuste otorgado a la asignación en estudio.





Acotó que el Ejército no puede dejar de observar su rol social, cuya base es la conscripción, y enfatizó que el servicio militar obligatorio es un deber o carga pública, de modo que todos los chilenos deben cumplir con ella. Precisó que los ciudadanos, sin excepción, deben contribuir al país, ya sea por medio de la conscripción, o de alguna manera alternativa, que retribuya a la Nación los derechos que la Constitución Política de la República asegura a todas las personas.





Su Señoría compartió lo expresado por el Honorable Senador señor Prokurica, en cuanto a eliminar la totalidad de los descuentos internos a la asignación en discusión, incluyendo el cuatro por ciento para el seguro de vida, que debería ser de cargo del Estado.





El señor Subsecretario de Guerra destacó el plan modernizador de la Defensa Nacional, implementado por el actual Gobierno. Hizo presente que existe una idea errada de la labor del conscripto, ya que si bien las Fuerzas Armadas poseen material de gran tecnología y de alto costo, quienes realizan el servicio militar obligatorio no tienen acceso a su manipulación o manejo.





Señaló que es preciso analizar y decidir los porcentajes de la dotación de soldados conscriptos y de soldados profesionales, teniendo en cuenta que los ejércitos modernos son más pequeños, polivalentes y con mayor capacidad de despliegue, lo que es inconciliable con la conscripción masiva.





Manifestó que el Ejecutivo aspira a contar para el año 2010, con diez u once mil conscriptos, aproximadamente, y con cinco mil soldados profesionales, eliminando así la noción de Ejército instructor. Añadió que el proyecto de ley que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas, establece como requisito haber sido previamente conscripto.





El señor Subsecretario de Guerra explicó que la iniciativa en estudio irrogará un mayor gasto de $ 1.751.459 millones para el año 2008.





Por otra parte, reiteró que la eliminación de los descuentos va aparejada a la creación del Fondo Social para el Bienestar de los Conscriptos, con lo cual quedan cubiertas todas las situaciones que podrían dar lugar a algún tipo de reducción de la asignación respectiva. 





Finalmente, constató que el descuento del cuatro por ciento, por concepto de seguro de vida de los soldados, constituye una facultad que tienen los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, contenida en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.





El Honorable Senador señor Arancibia expresó su preocupación, en cuanto a que el Servicio Militar Obligatorio podría convertirse en una opción sólo para los sectores más necesitados de la población. 





Asimismo, expresó su inquietud por el bajo nivel de las remuneraciones que perciben oficiales de alta calificación de las Instituciones de las Fuerzas Armadas, toda vez que profesionales de primer nivel no reciben sueldos compatibles con las responsabilidades del cargo. Señaló que este problema se potenciará cuando entre en vigencia la figura del Soldado Profesional.





El Honorable Senador señor Zaldívar compartió la inquietud reseñada precedentemente, destacando que el servicio militar obligatorio es un deber para todos los chilenos, y no sólo para los sectores más modestos.





El Honorable Senador señor Coloma manifestó que es necesario desarrollar políticas de Estado que atraigan a los ciudadanos a observar las cargas públicas, a cumplir con un “servicio país”, que puede ser el servicio militar obligatorio, o alguna otra actividad que satisfaga una función social. 





Su Señoría reiteró que es fundamental que la totalidad de los ciudadanos, sin distinción, tengan un sentido de pertenencia al país, el que incluye derechos, pero también cargas personales, que deben ser repartidas entre los chilenos por igual.





El Honorable Senador señor Ominami connotó que debe existir un justo equilibrio entre derechos y cargas ciudadanas, y subrayó que, en la actualidad, el servicio militar obligatorio está concentrado en los estratos más pobres de la población.





El señor Subsecretario de Guerra informó que sería necesario efectuar estudios sociológicos respecto de lo que fue y lo que es la conscripción, identificando, además, el número de soldados que pertenece a los sectores más pobres y medios de la población. 


Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó dejar constancia que concurriría al despacho en general de esta iniciativa, sin perjuicio de estimar que la asignación de conscripto no debe ser objeto de descuentos internos por parte de las Instituciones de las Fuerzas Armadas, sin ninguna excepción. Por ello, solicitó formalmente al señor Subsecretario de Guerra eliminar el descuento del cuatro por ciento, destinado al seguro de vida, presentando la correspondiente indicación, una vez que la Corporación apruebe la idea de legislar respecto de la iniciativa en discusión.

- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Ominami, Prokurica y Zaldívar.
- - - 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo 1°.- Establécense los siguientes montos para los grados que indica del artículo 1º del decreto ley Nº 2.546, de 1979, que fija la Escala de Sueldos para las Fuerzas Armadas:


Grados
Montos


23

$ 47.350


24

$ 46.350


25

$ 45.350


26

$ 44.350


27

$ 43.350


28

$ 42.350


29

$ 41.350


30

$ 40.350


31

$ 39.350


32

$ 37.350


La aplicación de los nuevos montos a los cálculos de sueldo, asignaciones o gratificaciones que se deban pagar en conformidad a esta escala de sueldos, se hará efectiva a partir del 1 de abril de 2008.

 
Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los presupuestos institucionales de las Fuerzas Armadas.


Artículo 3°.- Agréguese en el artículo 191 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Guerra, de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, el siguiente inciso tercero:


“La asignación de conscripto no podrá ser objeto de descuentos internos por parte de las instituciones de las Fuerzas Armadas.”.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 6 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Adolfo Zaldívar Larraín (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Ominami Pascual y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2007.

(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS,

Secretaria de la Comisión

8

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NARANJO, ÁVILA, ESCALONA, GIRARDI, GAZMURI, NAVARRO, NÚÑEZ, OMINAMI, PIZARRO, RUIZ-ESQUIDE Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA RE PÚBLICA, QUE ENVÍE A TRÁMITE LEGISLATIVO UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINE LA EXENCIÓN TRIBUTARIA QUE PERMITE A LAS EMPRESAS CONSTRUCTORAS RECUPERAR EL 65% DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, Y QUE LOS RECURSOS RECAUDADOS POR DICHO CONCEPTO, SE DESTINEN A CONCEDER UN SUBSIDIO A LOS DEUDORES HABITACIONALES QUE INDICAN

(S 1011-12)


En sesión celebrada con fecha 5 de diciembre de 2007, la Comisión de Hacienda trató el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Gazmuri, Navarro, Nuñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a S.E. la señora Presidenta de la República que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado, establecida en el artículo 21 del Decreto Ley Nº 910, de 1975, y que los recursos recaudados por dicho concepto se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indica (Boletín Nº S 1.011-12).

Al respecto, los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri expresaron su conformidad con el contenido y fundamentos del proyecto de acuerdo, atendidos el grave riesgo para los deudores habitacionales del Programa Especial de Trabajadores (PET), leasing y otros, de que sus viviendas puedan ser rematadas, y el hecho de que el objetivo perseguido cuando se elaboró la norma, el fomento del desarrollo de la construcción y principalmente de las viviendas sociales, ha sido largamente superado, prestándose en la actualidad para favorecer a algunas empresas que construyen viviendas de lujo a un alto costo.  


A su turno, los Honorables Senadores señores  Sabag y Novoa se mostraron en desacuerdo con el proyecto de acuerdo sometido a su consideración, por cuanto la supresión de la exención tributaria vendría a modificar un beneficio que, en su opinión, ha operado efectivamente a favor de los sectores populares y medios de la población, toda vez que encarecería el costo de las viviendas sociales.


El Honorable Senador señor Sabag añadió que, por lo demás, los nuevos recursos que el Fisco lograra recaudar serían percibidos por los fondos generales de la Nación, y difícilmente serían directamente focalizados en los deudores a que el proyecto de acuerdo se refiere.


No obstante lo señalado, hizo ver que estaría dispuesto a apoyar una iniciativa como la descrita si, atendido el hecho de que algunas empresas constructoras abusan de la franquicia al edificar viviendas de un valor superior al millón de dólares, en ella se estableciera un límite para el acceso al beneficio, que podría fijarse en un valor de hasta 10.000 U.F. para la construcción de las referidas viviendas.


El Honorable Senador señor Novoa, por su parte, agregó que lo que debiera hacerse es abordar derechamente el problema de los deudores PET, leasing y otros, en los mismos términos en que las Comisiones de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo del Senado, unidas, lo plantearon en su Informe relativo a la situación de los deudores habitacionales, de 2 de abril de 2007.


Dicho Informe, en lo relativo a los deudores PET, leasing y otros, proponía al Senado se solicitara al Supremo Gobierno la consideración de las siguientes medidas:


“3.- A los actuales deudores de viviendas del Programa Especial de Trabajadores (D. S. 235, del Minvu, de 1985), que luego de aplicar la Ficha de Protección Social queden clasificados como personas de mayor de vulnerabilidad social, queden sometidos al mismo régimen indicado en los numerales anteriores, y


4.- Que los deudores de viviendas del Programa Especial de Trabajadores que no queden comprendidos en la situación descrita en el numeral anterior, puedan repactar de un modo colectivo las tasas de interés que pagan, a los niveles actuales de mercado de dichas tasas.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente de la Comisión de Hacienda.- 
ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES COLOMA, LONGUEIRA Y ORPIS, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 20.180, QUE AUTORIZÓ ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DE DON HERNÁN BRIONES GOROSTIAGA, CON EL FIN DE PERMITIR QUE DICHA CONSTRUCCIÓN SE REALICE EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(5554-04)

Honorable Senado:
A principios de este año, fue promulgada y publicada la ley 20.180, que autorizo erigir un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostica. 

Este monumento, según la ley debe estar ubicado en la comuna de Providencia. Sin embargo la Comisión a la cual se le encargo legalmente, ejecutar todo lo convenido con la construcción, ha visto la necesidad de aumentar el área de búsqueda del lugar donde el monumento se va a erigir. 

Por esta razón, es que es necesario que se autorice, que este monumento pueda ser erigido en cualquier lugar de la Región Metropolitana.

Proyecto de Ley:

Articulo Único:

Para sustituir en el articulo primero de la ley 20.180 los términos “en la comuna de Providencia” por los términos “en la Región Metropolitana”. 

(Fdo.): Juan Antonio Coloma Correa, Senador.-  Pablo Longueira Montes, Senador. Jaime Orpis Bouchón, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES MUÑOZ ABURTO, NARANJO Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.419, QUE REGULA ACTIVIDADES RELACIONADAS CON EL TABACO, CON EL FIN DE PRECISAR LA MANERA EN QUE SE DEBAN VENTILAR LOS ESPACIOS HABILITADOS PARA FUMADORES

(5555-11)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º y 63º numeral 20.- de la Constitución Política de la República; en la Ley 19.419 y en el Decreto 594 de 1999, del Ministerio de Salud, que establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.
Considerando:

1.-
Que la Constitución Política de la República dispone que es deber del Estado promover el bien común, creando las condiciones sociales que permitan a todos los habitantes su mayor realización espiritual y material posible.

2.-
Que, asimismo, la Carta Fundamental precisa un estatuto básico de protección de los derechos humanos, precisando un catálogo de garantías esenciales que asegura a todos los habitantes del territorio nacional.

3.-
Que, entre ellos, la protección de la vida y la integridad psíquica y física de las personas resulta sustantivo, en el entendido que ellas son condición indispensable del ejercicio de todos las restantes derechos.

3.-
Que una de las principales causales de riesgo sanitario en el país es el consumo de tabaco y los nocivos efectos de la exposición al humo del cigarrillo. 

Ello ha llevado al Parlamento a legislar, en varias ocasiones, respecto de esta materia, estableciendo crecientes regulaciones en aspectos tales como el expendio de estos productos, los lugares habilitados para su consumo y su publicidad. 

4.-
Que una de las principales disposiciones de las normas vigentes -y acaso aquélla que ha concitado mayor interés en la opinión pública- es la que establece la necesidad de habilitar, en restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie abierta al público superior a los 100 m2, espacios diferenciados para fumadores.

5.-
Que, complementariamente, el artículo 13 de la Ley 19.419, tras su modificación por la ley 20.105, ha establecido que las salas o recintos aislados habilitados para fumadores deberán cumplir con los siguientes requisitos fundamentales:

a)
Contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, y

b)
Disponer de ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior.

Adicionalmente, se indica que a éstos se impedirá el ingreso de menores de 18 años.

6.-
Que, evidentemente, las disposiciones citadas tienen un doble objeto. Por una parte, resguardar el derecho de los no fumadores a preservar su entorno, evitando ser obligados a aspirar un humo que no desean. Por otra, proteger a los propios fumadores y a los funcionarios de los establecimientos, procurando que la concentración de este aire viciado y tóxico se disipe adecuadamente, evitando mayores daños.

7.-
Que, la experiencia de aplicación de las modificaciones introducidas por la Ley 20.105 ha demostrado que, en general, existe un importante grado de cumplimiento del precepto que obliga a habilitar espacios diferenciados.

Sin embargo, al mismo tiempo, se percibe que la segunda parte de la norma, esto es la que obliga al aislamiento y, muy especialmente, a la ventilación y extracción del aire, no se cumple adecuadamente.

Ello ha transformado a estos recintos en verdaderas cámaras de gas tóxico que agudizan el riesgo para los fumadores y para los trabajadores de los establecimientos comerciales.

8.-
Que, recientemente, consultado el Ministerio de Salud sobre este punto, a través de oficio 5882, de Noviembre de 2007, ha señalado las deficiencias que se advierten en el texto legal en la materia y que dificultan la fiscalización de este aspecto.

En particular se señala, en primer término, que ni aún con ventilación o extracción de aire es posible eliminar absolutamente las sustancias químicas componentes del humo del tabaco. Asimismo, sostiene la falta de regulación y de reglamentación complementaria acerca de la calidad del aire en los ambientes habilitados para fumadores.

9.-
Que lo anterior constituye una deficiencia que debe ser corregida a la brevedad, con el objeto de no transformar la ley en letra muerta y, peor aún, exponer a los propios fumadores y a los trabajadores a un riesgo evidente.

10.-
Que, por ello, los senadores que suscriben vienen en proponer las siguientes modificaciones legales:

a)
Precisar que los mecanismos de ventilación hacia el exterior y extracción de aire de los espacios habilitados para fumadores no solamente deben existir, sino que debe encontrarse en continuo o, a lo menos, periódico funcionamiento. Si bien resulta imposible eliminar todo el material proveniente del humo del tabaco, es evidente que ello será más factible cuando aquéllos se hallan en uso que cuando están paralizados o inutilizados.

b)
Disponer la necesidad de derivar a un reglamento la regulación de la calidad del aire en los establecimientos, complementando y haciendo aplicable las actuales normas. 

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Modifíquese el artículo 13º de la ley 19.419 del siguiente modo:

a)
Reemplácese el inciso primero por el siguiente:

“Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto. Dispondrán, además, de ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, la que deberá funcionar en forma continua o, al menos, periódica, hasta lograr disminuir perceptiblemente la concentración de humo. A ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.”
b)
Agréguese el siguiente nuevo inciso tercero:

“Un reglamento establecerá medidas tendientes a evitar que la concentración ambiental del material particulado y sustancias químicas contenidas en el humo alcance niveles perjudiciales para la salud de los fumadores y trabajadores de los establecimientos. Podrá, asimismo, precisar niveles máximos permisibles de algunos de esos componentes.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR BIANCHI, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.284, EN LO RELATIVO A LA INSERCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(5556-11)

Honorable Senado:
En Chile aún es  manifiesta la discriminación  que viven a diario las personas con discapacidad, por el solo hecho de ser distintas.  La exclusión de las personas discapacitadas es una realidad innegable, enmascarada por cuerpos normativos que si bien han promovido la integración de este segmento, no han logrado la suficiente sensibilización de conciencia  respecto de sus necesidades. La inserción laboral de las personas con discapacidad sigue siendo tarea pendiente en nuestro país. Nuestra legislación,  no ha avanzado con la velocidad suficiente,  particularmente,  en lo que respecta a  este ámbito.  
Según la Fundación Nacional de Discapacitados, sobre el 90% de de las personas con discapacidad no ingresa al mundo laboral, fundamentalmente por la existencia de prejuicios  en torno a la rentabilidad que conlleva contratarlas, sin dimensionar el valor agregado.  Y si bien, no podemos desconocer que actualmente  se logra  percibir un mayor grado de sensibilización hacia dicha  realidad social,  aún existen muchas barreras. 

En la legislación comparada,  ya apreciamos la existencia de normas que comprometen firmemente al sector empresarial con el mundo de la discapacidad, v. gr., en la española, a través de  la Ley de Integración Social del Minusválido (LISMI) de 1982, que exige que un mínimo del 2% de las plantillas de más de 50 empleados esté compuesto por personas impedidas. 

Las normas italianas para el derecho al trabajo de los discapacitados (ley N° 68/99),  además de  imponer una obligación de contratación de trabajadores discapacitados por parte de los empleadores que tengan más de 15 trabajadores  dependientes,  también  plantean como finalidad la de localizar un puesto de trabajo que corresponda a las características y exigencias de las personas con discapacidades,  para su inserción beneficiosa  en el mundo laboral. 

En Alemania, en los años 80 surgieron las empresas sociales, que proporcionan a los minusválidos trabajo ordinario, contratos normales y remuneraciones  según el convenio colectivo del sector, en las mismas condiciones que las personas no discapacitadas. Pero también existen normas que imponen a las empresas públicas y privadas de 16 o más empleados, la obligación de reservar el 6% de sus puestos a trabajadores minusválidos

Recientemente en Argentina, se creó el Programa de Inserción Laboral para Trabajadores con Discapacidad, destinado a insertar laboralmente en el sector privado y en el sector público, a las trabajadoras y trabajadores con discapacidad y a los pertenecientes a grupos vulnerables de desocupados, a través del pago directo a los trabajadores durante el plazo de hasta nueve  meses en el sector privado y de hasta doce meses en el sector público, cierta suma mensual, que podrán integrarse a la suma aportada por el empleador a fin de alcanzar el monto de la remuneración correspondiente. Señala la norma que “los empleadores del sector público abonarán, como mínimo, la diferencia en dinero necesaria para alcanzar el salario establecido para la categoría laboral que corresponda conforme a las normas que regulan el empleo público en su jurisdicción pudiendo contabilizar la ayuda económica abonada por el Ministerio del Trabajo, Empleo y Seguridad Social,   durante el plazo de hasta doce meses”. Estos logros, gracias al Departamento de Discapacidad que impulsa la participación de las personas con discapacidad y las organizaciones que los representan en su lucha por el derecho a una vida digna, que implica entre otras cosas, el trabajo y la  capacitación profesional. De esta forma, se reivindica la participación activa de las personas con discapacidad  en la elaboración, planificación, control y evaluación de las políticas y programas destinados a las mismas, quienes  deben asegurar la equiparación de oportunidades y el pleno ejercicio de sus  derechos humanos.

Nos parece que ya es oportuno incorporar exigencias que favorezcan a los discapacitados, de forma más estricta en  nuestro ordenamiento. Particularmente en lo que respecta a los derechos laborales. Ya es tiempo de tanto sectores públicos  como privados asuman un compromiso social con los discapacitados de nuestro país, por lo que debemos reevaluar las normas al respecto. 
Por todas las consideraciones anteriores, venimos en presentar el siguiente proyecto de ley: 

Proyecto de ley

Articulo Único:  Incorpórese el siguiente artículo a la Ley 19.284:

“Artículo 37 (bis): Las empresas públicas, estarán obligadas a que al menos el 4%,  de sus trabajadores sea  discapacitado, en los términos que expresa esta ley. 

El cómputo se realizará sobre el total de trabajadores de la empresa, dentro del territorio nacional y no el de las distintas sucursales separadamente y  cualquiera que sea la forma de relación laboral que vincule a los trabajadores con la empresa. 

Quedarán excluidas  de la misma, aquellas empresas  cuyas faenas mayoritarias sean incompatibles con la salud de una persona discapacitada. 

A su vez, se considerará  justificado el incumplimiento, en los casos de no presentarse suficiente número de minusválidos para cubrir los puestos que les corresponden de acuerdo a este artículo.”

 ARTÍCULO TRANSITORIO: La obligación impuesta por esta ley deberá hacerse efectiva a más tardar  dentro de  6 meses, contados desde su publicación.  

 (Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH,  SENADOR
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NARANJO, MUÑOZ ABURTO Y LETELIER, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, EN LO RELATIVO A LA EXTENSIÓN DE LA JORNADA LABORAL DE LOS TRABAJADORES DEPENDIENTES DEL COMERCIO

(5557-13)

Honorable Senado:
Considerando:

1.-
Que el 10 de septiembre de 2007  se promulgó la Ley Nº 20.215 sobre Normas Relativas a los Trabajadores dependientes del Comercio en los períodos de Fiestas Patrias, Navidad  y otras festividades.

2.-
Que mediante esta Ley se pretendió compatibilizar  las actividades laborales de estos trabajadores con su vida familiar, especialmente en celebraciones de gran significación, como la Navidad y el Año Nuevo.  

3.-
Que ello resultaba imprescindible por cuanto en estas festividades se incrementan las actividades comerciales, lo que traía como consecuencia  la extensión desmedida de las jornadas laborales para los trabajadores del comercio. 

A lo anterior, hay que agregar, necesariamente, que debido  al horario de cierre de los comercios muchas veces a estos trabajadores les era imposible llegar a sus hogares  para compartir con sus familias.

4.-
Que por tal motivo se establecieron horarios obligatorios de cierre de los establecimientos, indicándose que los trabajadores  dependientes del comercio no podrán laborar más allá de las 23 horas durante los días comprendidos desde el 10 al 23 de diciembre de cada año, ni después de las 20 horas los días 24 y 31 de diciembre.

5.-
Que la aprobación de esta iniciativa vino a introducir por vía legislativa una solución a un problema que, lamentablemente, durante el año anterior intentó ser superado mediante un acuerdo entre trabajadores y empresarios que no fue respetado por algunas de las partes.

6.-
Que los legisladores consideramos, entonces, que el tema del descanso de los trabajadores del comercio y la compatibilidad de su jornada con la vida familiar en estas fechas tan significativas había quedado solucionado, cumpliendo de esa forma con un anhelo muy sentido.

7.-
Que, lamentablemente, esto no ha sido así,  ya que la Dirección de Trabajo, interpretando dicha norma, ha emitido un dictamen en que precisa sus términos  señalando que “son trabajadores dependientes del comercio aquellas personas encargadas de atender  directamente al público: vendedores, cajeros, empaquetadores, promotores y vendedores integrales”.  

Quedan, por tanto, excluidos otros trabajadores que se desempeñan en los establecimientos, “entre ellos, los guardias de seguridad, aseadores, reponedores, etiquetadores,  y aquellos  que tienen a su cargo la confección de inventarios, los cuales podrán laborar más allá de límite establecido, ajustándose a los límites legales diarios, ordinarios y extraordinarios”. 

8.-
Que, sin lugar  a dudas, esta interpretación de la Dirección del Trabajo vulnera el espíritu que los legisladores tuvimos en cuenta al aprobar la Ley N° 20.215 y que fue - reiteramos - compatibilizar la jornada laboral con el derecho de todos los trabajadores a compartir con sus familias en estas festividades. 

9.-
Que por tal motivo creemos necesario volver a modificar las normas señaladas con el objeto de mantener el espíritu general de las disposiciones.

Con este objeto, se propone reemplazar la expresión “dependientes” por “trabajadores” más comprensiva de la totalidad de éstos, estableciendo como excepciones, exclusivamente, las referidas al personal de seguridad y a los trabajadores de clubes, restaurantes y establecimiento de entretenimiento, que habitualmente desarrollan actividades en dichas fechas.

Por lo anterior, los Senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modifíquese el artículo 24 del Código del Trabajo de la siguiente forma:

a)
Reemplácese, en su inciso primero, la expresión “dependientes” por “trabajadores”.

b)
Agréguese la siguiente parte final al inciso primero: 

“Podrán ser excluido de la aplicación de esta norma sólo el personal de seguridad de cualesquiera clase de expendios y los trabajadores de clubes, restaurantes y establecimientos de entretenimiento.”

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LAS LEYES 19.378 Y 20.157 Y, CONCEDE OTROS BENEFICIOS AL PERSONAL DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD

(5393-11)

Honorable Senado:


Vuestras Comisiones de Hacienda y Salud, unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, del Ministerio de Salud, el Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Ricardo Fábrega; el Jefe de la División de Atención Primaria, doctor Hugo Sánchez; y el asesor de la Ministra, señor Alan Mrugalski; y de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (CONFUSAM), su Presidente, señor Esteban Maturana; su Tesorera, señora Angélica Sepúlveda; y su Secretario General, señor Juan Muñoz.

Asistió, además, el Honorable Diputado señor Alvarado.

- - -

NORMAS DE QUORUM
Los numerales 2) y 3) del artículo 1°; el inciso cuarto del artículo tercero transitorio, y el artículo sexto transitorio, son de carácter orgánico constitucional, en virtud de los artículos 38, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República, en concordancia con el fallo del Tribunal Constitucional, Rol N° 204, de fecha 14 de marzo de 1995, que declaró de carácter orgánico constitucional los artículos 11 y 12 del proyecto que dio origen a la ley N° 19.378, y que el proyecto de ley en estudio propone modificar.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:

1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los N°s 2 y 3 del artículo 1°, artículos 2°, 3° y 4°, y artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo transitorios.

2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 3 bis.

3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 2 y 3.

6. Indicaciones retiradas: no hay.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Introducir modificaciones en las leyes N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y 20.157, que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud, con la finalidad de continuar con el mejoramiento de las condiciones de trabajo y de las remuneraciones del personal que labora en dicho tipo de establecimientos, a través del otorgamiento de bonificaciones e incentivos que contribuyan a satisfacer sus requerimientos, fortaleciendo, asimismo, los premios al desempeño colectivo de los equipos de salud que allí trabajan.
- - -

DISCUSION EN PARTICULAR

Artículo 1°

Establece que se introducirán las siguientes modificaciones en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal:

Sustituye el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todo el personal que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud señalados en la letra a) del artículo anterior.

Asimismo, se aplicarán a todos los trabajadores que, perteneciendo a una entidad administradora de las que se refiere la letra b) del artículo anterior, ejecuten en forma personal y exclusiva acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud. A estos efectos, se entienden como acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud tanto las de carácter asistencial, sea que éstas se ejecuten en la propia entidad administradora o a través de rondas asistenciales, como aquellas que no siendo asistenciales permitan, faciliten o contribuyan a la realización de las primeras.”.

Intercala en el artículo 11 una nueva letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:

“d) la estructura organizacional definida de conformidad al artículo 56.”.

Sustituye en el artículo 12 la frase “no se ajusta a las normas señaladas en la letra c) del artículo anterior” por la siguiente: 

“no se ajusta a las normas señaladas en las letras c) y d) del artículo anterior”.

Intercala en el artículo 18 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.

“Los días de feriado a que se refiere el inciso precedente, se aumentarán en cinco días hábiles respecto al personal que se desempeñe y resida en las regiones primera, segunda, duodécima y décimo quinta, así como en las Provincias de Palena y Chiloé, sólo en la medida que el uso del referido derecho se efectué en una región distinta de aquella en la que se desempeña y reside o fuera del territorio nacional, circunstancias que se acreditarán de conformidad a lo que establezca el reglamento.

Tratándose del personal que se desempeñe en la comuna de Juan Fernández, los días de feriado se aumentarán en los que sean necesarios para el viaje de ida y regreso entre el continente y la isla, de conformidad a los criterios y procedimiento que al efecto fije el reglamento.
En este artículo recayeron las indicaciones números 1, 2 y 3.

La indicación N° 1, presentada por el Honorable Senador señor Bianchi, para sustituir el inciso segundo del artículo 3º propuesto, por el siguiente:

“Asimismo, se aplicarán a todos los trabajadores que pertenezcan a una entidad administradora de las que se refiere la letra b) del artículo anterior, y a los trabajadores que aún no perteneciendo a estas entidades, ejecuten en forma personal y exclusiva acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud. A estos efectos, se entienden como acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud, tanto las de carácter asistencial, sea que éstas se ejecuten en la propia entidad administradora o a través de rondas asistenciales, como aquéllas que no siendo asistenciales permitan, faciliten o contribuyan a la realización de las primeras.”.

Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.
La indicación N° 2, presentada por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para reemplazar el N° 4 por el siguiente:

“4) Intercálanse en el artículo 18 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

“Los funcionarios que residan en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta y en la Provincia de Chiloé tendrán derecho a gozar de su feriado aumentado en cinco días hábiles, siempre que se trasladen a una Región distinta de aquélla en la que se encuentren prestando servicios o hacia fuera del país. Aquéllos que residan en la Provincia de Palena y en las Regiones de Aysén y Magallanes tendrán siempre derecho a gozar del citado aumento.

Tratándose del personal que se desempeñe en la comuna de Juan Fernández, los días de feriado se aumentarán en los que sean necesarios para el viaje de ida y regreso entre el continente y la isla, de conformidad a los criterios y procedimiento que al efecto fije el reglamento.”.”.

Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.
La indicación N° 3, presentada por el Honorable Senador señor Bianchi, para suprimir, en el primero de los incisos propuestos en el N° 4, las frases “sólo en la medida que el uso del referido derecho se efectúe en una Región distinta de aquélla en la que se desempeña y reside o fuera del territorio nacional, circunstancias que se acreditarán de conformidad a lo que establezca el reglamento.”.

Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.
El Honorable Senador señor Escalona expresó que sería conveniente que el Ejecutivo pudiera en algún momento tomar las ideas contenidas en las indicaciones de los Honorables Senadores Bianchi y Muñoz Aburto (N°s 2 y 3)
El Honorable Senador señor García solicitó dejar constancia de que el artículo 3° contenido en el número 1) del presente artículo incluye a todo el personal administrativo de la salud municipal.

El señor Subsecretario de Redes Asistenciales señaló que el personal de las Entidades administradoras de salud municipal está incluido en el inciso segundo del artículo 3° que sustituye el existente en la ley N° 19.378.

El artículo fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo 2°

Dispone que en la ley N° 20.157 se sustituyan en el inciso primero del artículo primero transitorio la frase “hasta dos años posteriores a esta última data,” por la siguiente: “hasta el 31 de diciembre de 2010,”; y en el inciso primero del artículo segundo transitorio el guarismo “1.119” por “2.238”. 

Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo 3°

Concede, a contar del 1 de enero de 2007, una bonificación especial no imponible a los trabajadores regidos por la ley Nº 19.378, que se desempeñen en la Primera, Segunda, Décimo Segunda y Décimo Quinta Regiones, así como en las Provincias de Palena, Chiloé y en la comuna de Juan Fernández, con los valores trimestrales que para cada zona y período se indican. 

Dispone que la bonificación se pagará en cuatro cuotas iguales. Para determinar los impuestos a que se encuentre afecta la bonificación, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Los montos señalados en el inciso segundo de este artículo no estarán afectos al reajuste general de remuneraciones para los años ahí señalados, a menos que expresamente así se establezca. La bonificación correspondiente a los trimestres completos transcurridos a la fecha de publicación de la presente ley se pagará de manera retroactiva, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.
El Honorable Senador señor Gazmuri indicó que votará a favor del presente artículo, porque establece una equivalencia con lo que ocurre con otras reparticiones públicas, pero solicitó se deje constancia de que estima necesario revisar el concepto de lo que se entiende por zona extrema.
Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo 4°

Prorroga el plazo establecido en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley Nº 20.157, hasta el último día del tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.
Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Disposiciones transitorias
Artículo Primero

Su tenor es el siguiente: 
El personal que se acoja o se haya acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento efectivo de los requisitos. Respecto a quienes a la fecha de la publicación de esta ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren cumplidas las edades a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación. Con todo, el personal que no renuncie voluntariamente al total de horas que sirva en el período antes indicado se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo. 

El personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento sólo podrá incrementar su bonificación especial de retiro, de conformidad al inciso primero de este artículo, una sola vez, y hasta por un máximo de cuarenta y cuatro horas. 

Las exigencias, restricciones y modalidades previstas para el otorgamiento y pago de este beneficio quedarán sujetas a las mismas reglas establecidas en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157 así como en el reglamento de la referida ley, contenido en el decreto supremo Nº 47, de 2007, del Ministerio de Salud, para la bonificación por retiro voluntario. 
En este artículo recayó la indicación N° 3 bis, presentada por S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir su inciso primero por los siguientes:

“Artículo primero.- El personal que se acoja a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales, a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes a cumplir 65 años de edad los hombres y, en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 65 años. Con todo, las edades referidas precedentemente deberán cumplirse a más tardar al 31 de diciembre de 2010.

Respecto a quienes a la fecha de la publicación de la presente ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.

Con todo, el personal que no renuncia voluntariamente al total de horas que sirva en los períodos antes indicados se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo.”.

El señor Subsecretario de Redes Asistenciales, expuso el contenido de la indicación, explicando que se sustituye el inciso primero de la disposición transitoria para dar la posibilidad a las mujeres de obtener el beneficio que contempla el proyecto y continuar trabajando aun después de cumplir 60 años, respetando los límites de no pasar de 65 años de edad y del día 31 de diciembre de 2010 como plazo máximo para hacer efectivo el mencionado beneficio.

El Honorable Senador señor García manifestó su conformidad por el hecho de que se le estaría concediendo el incremento de la bonificación especial de retiro contemplado por la ley N° 20.157 a quienes ya han hecho efectivo su retiro.

El señor Maturana expresó que la indicación contempla dos situaciones, una, que faculta a las mujeres a jubilar entre los 60 y los 65 años y, la segunda,  que permite, a las personas que optaron por el beneficio de la bonificación por retiro, acceder al segundo beneficio que incrementa dicha bonificación.

Manifestó la conformidad de sus asociados por el estado actual del proyecto, quienes esperan que se apruebe pronto, destacando el hecho de que se recuperan la asignación y el aumento del feriado por desempeñarse en zona extrema, que se habían perdido cuando los funcionarios dejaron de pertenecer a los respectivos Servicios de Salud.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó su conformidad por el hecho de que la indicación recoge una aspiración de las trabajadoras mujeres que es de total justicia.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
El resto del artículo fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Segundo


Concede un bono, por una sola vez, al personal de atención primaria de salud municipal, regido por la ley N° 19.378, que se encontraba prestando servicios al 17 de mayo de 2007 y que continúe en servicio a la fecha del pago de la cuota respectiva, en aquellas entidades administradoras de salud municipal que, en el año 2006, hayan dado cumplimiento a la meta de a lo menos el 85% de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones. El monto del bono será de $ 130.000 (ciento treinta mil pesos) para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada funcionario si esta última fuere inferior. En todo caso, el máximo de horas semanales para calcular el valor del bono será de cuarenta y cuatro. El bono se pagará en dos cuotas, la primera de $ 50.000 dentro de los treinta días desde la fecha de publicación de esta ley, y la segunda de $ 80.000 en el mes de marzo de 2008.

Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Tercero

Traspasa, por una sola vez, a la dotación de la correspondiente entidad administradora de salud comunal el personal contratado que, al 1 de septiembre de 2007, desempeñe funciones que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1) del artículo 1º de esta ley, les haga aplicable la ley N° 19.378. Su contrato será a plazo fijo o indefinido según la naturaleza del contrato que tenían a la fecha del traspaso.

Dicho traspaso se efectuará, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la ley N° 19.378, su experiencia y la capacitación que para este efecto puedan acreditar. 

Un reglamento del Ministerio de Salud, que será suscrito por el Ministerio de Hacienda, establecerá los criterios necesarios para efectos de acreditar la capacitación que requiera el personal traspasado de conformidad con lo dispuesto en este inciso. Las municipalidades del país, deberán remitir, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la publicación de esta ley, a los Servicios de Salud correspondientes, las nóminas del personal que se traspasa, así como las remuneraciones brutas percibidas por éste al 1 de septiembre de 2007.

Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Cuarto

Dispone la protección de las remuneraciones de quienes participen en este cambio estatutario, señalando que el cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que percibían al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes.
Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Quinto

Dispone que este cambio estatutario no importa término de la relación laboral para efectos indemnizatorios por término de contrato, especificando que la indemnización a que se refiere este artículo es incompatible con la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157. No obstante el personal que corresponda podrá acceder al incremento de dicha bonificación establecido en el artículo primero transitorio de esta ley en las mismas condiciones y plazos estipulados en esta norma.

Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Sexto

Ordena que las entidades empleadoras del personal que ingresa a la dotación conforme los artículos anteriores, mantengan los recursos que empleaban en el pago de las remuneraciones que percibían dichos trabajadores, las que se reajustarán conforme a lo que se disponga para las del sector público.
Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Séptimo

Dispone que en el evento que la aplicación del artículo tercero transitorio implique para la entidad administradora un mayor gasto en remuneraciones, éste será financiado con un aporte de cargo fiscal, el que financiará sólo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más la asignación de atención primaria municipal de la categoría y nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de cuarenta y cuatro horas.

Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
Artículo Octavo

Establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.
Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de ambas Comisiones), Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (como miembro de ambas Comisiones).
FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de octubre de 2007, señala que la aplicación de la iniciativa legal conlleva un mayor gasto fiscal para el período 2007 a 2010 que se distribuye de la manera siguiente: para el año 2007 es de $ 1.354 millones; de $ 8.881 millones para el año 2008; de $ 11.296 millones para el año 2009, y de $ 11.383 millones para el año 2010.


El mayor gasto correspondiente a los años 2009 y 2010 incluye la ampliación de la cobertura del plan de retiro establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157, para cuyo financiamiento está contemplado un anticipo del aporte estatal; dicho anticipo deberá ser devuelto conforme a lo señalado en el artículo segundo transitorio de la mencionada ley.


El mayor gasto que represente la aplicación del proyecto durante el año 2007, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.


Con fecha 31 de octubre de 2007, se presentó un informe financiero complementario relativo al otorgamiento, a contar del 1 de enero de 2007, de la bonificación especial fijada para los funcionarios que laboran en las Regiones Primera, Segunda, Décimo Segunda y Décimo Quinta, así como en la Provincias de Palena, Chiloé y en la Comuna de Juan Fernández, cuyo mayor gasto estimado es de $ 882 millones para el año 2007, los que se financiarán con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto, en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.


En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones unidas tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con la siguiente modificación:
Disposiciones transitorias
Artículo Primero
Sustituir su inciso primero por los siguientes:

“Artículo primero.- El personal que se acoja a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales, a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes a cumplir 65 años de edad los hombres y, en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 65 años. Con todo, las edades referidas precedentemente deberán cumplirse a más tardar al 31 de diciembre de 2010.

Respecto a quienes a la fecha de la publicación de la presente ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.

Con todo, el personal que no renuncia voluntariamente al total de horas que sirva en los períodos antes indicados se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo.”. (Unanimidad 9x0).
- - -


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal:


1) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todo el personal que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud señalados en la letra a) del artículo anterior.


Asimismo, se aplicarán a todos los trabajadores que, perteneciendo a una entidad administradora de las que se refiere la letra b) del artículo anterior, ejecuten en forma personal y exclusiva acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud.  A estos efectos, se entienden como acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud tanto las de carácter asistencial, sea que éstas  se ejecuten en la propia entidad administradora o a través de rondas asistenciales, como aquellas que no siendo asistenciales permitan, faciliten o contribuyan a la realización de las primeras.”.


2) Intercálase en el artículo 11 una nueva letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:


“d) la estructura organizacional definida de conformidad al artículo 56.”.


3) Sustitúyese en el artículo 12 la frase “no se ajusta a las normas señaladas en la letra c) del artículo anterior” por la siguiente: 


“no se ajusta a las normas señaladas en las letras c) y d) del artículo anterior”.


4) Intercálanse en el artículo 18 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.


“Los días de feriado a que se refiere el inciso precedente, se aumentarán en cinco días hábiles respecto al personal que se desempeñe y resida en las regiones primera, segunda, duodécima y décimo quinta, así como en las Provincias de Palena y Chiloé, sólo en la medida que el uso del referido derecho se efectué en una región distinta de aquella en la que se desempeña y reside o fuera del territorio nacional, circunstancias que se acreditarán de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Tratándose del personal que se desempeñe en la comuna de Juan Fernández, los días de feriado se aumentarán en los que sean necesarios para el viaje de ida y regreso entre el continente y la isla, de conformidad a los criterios y procedimiento que al efecto fije el reglamento.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.157:


1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo primero transitorio la frase “hasta dos años posteriores a esta última data,” por la siguiente: “hasta el 31 de diciembre de 2010,”.


2) Sustitúyese en el inciso primero del artículo segundo transitorio el guarismo “1.119” por “2.238”. 


Artículo 3°.- Concédese, a contar del 1 de enero de 2007, una bonificación especial no imponible a los trabajadores regidos por la ley Nº 19.378, que se desempeñen en la Primera, Segunda, Duodécima y Décimo Quinta Regiones, así como en las Provincias de Palena, Chiloé y en la comuna de Juan Fernández. 


Esta bonificación tendrá, los valores trimestrales que para cada zona y período se indican, de conformidad al siguiente cronograma: 

	Cobertura
	Montos Trimestrales en cada año

	
	Acontar del trimestre 2007
	A contar del 1 de enero de 2008
	A contar del 1 de enero de 2009
	A contar del 1 de enero de 2010

	Trabajadores que se desempeñen en la I, II y XV Región
	$80.982
	$107.526
	$128.763
	$150.000

	Trabajadores que se desempeñen en la XII Región y en la provincia de Palena y en la comuna de Juan Fernández
	$157.059
	$190.113
	$213.552
	$243.000

	Trabajadores que se desempeñen en provincia de Chiloé.
	$31.500
	$54.000
	$72.000
	$90.000 



La bonificación se pagará en cuatro cuotas iguales, las que vencerán el día 1 de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Los montos a percibir serán proporcionales al tiempo trabajado en el trimestre respectivo. 


Para determinar los impuestos a que se encuentre afecta la bonificación, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.


Los montos señalados en el inciso segundo de este artículo no estarán afectos al reajuste general de remuneraciones para los años ahí señalados, a menos que expresamente así se establezca.

La bonificación correspondiente a los trimestres completos transcurridos a la fecha de publicación de la presente ley se pagará de manera retroactiva, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 4°.- Prorrógase el plazo establecido en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley Nº 20.157, hasta el último día del tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- El personal que se acoja a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales, a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes a cumplir 65 años de edad los hombres y, en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 65 años. Con todo, las edades referidas precedentemente deberán cumplirse a más tardar al 31 de diciembre de 2010.

Respecto a quienes a la fecha de la publicación de la presente ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.

Con todo, el personal que no renuncia voluntariamente al total de horas que sirva en los períodos antes indicados se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo.

El personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento sólo podrá incrementar su bonificación especial de retiro, de conformidad al inciso primero de este artículo, una sola vez, y hasta por un máximo de cuarenta y cuatro horas. 


Las exigencias, restricciones y modalidades previstas para el otorgamiento y pago de este beneficio quedarán sujetas a las mismas reglas establecidas en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157 así como en el reglamento de la referida ley, contenido en el decreto supremo Nº 47, de 2007, del Ministerio de Salud, para la bonificación por retiro voluntario. 


Artículo Segundo.- Concédese un bono, por una sola vez, al personal de atención primaria de salud municipal, regido por la ley N° 19.378, que se encontraba prestando servicios al 17 de mayo de 2007 y que continúe en servicio a la fecha del pago de la cuota respectiva, conforme a lo expresado en el inciso final de este artículo, en aquellas entidades administradoras de salud municipal que, en el año 2006, hayan dado cumplimiento a la meta de a lo menos el 85% de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones, de la población dentro del territorio de competencia del Servicio de Salud con el cual tengan celebrado convenio. 


El monto del bono será de $ 130.000 (ciento treinta mil pesos) para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada funcionario si esta última fuere inferior. 


En todo caso, el máximo de horas semanales para calcular el valor del bono será de cuarenta y cuatro, y los funcionarios que estén contratados por una jornada mayor o desempeñen funciones en más de un establecimiento con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrán derecho a la bonificación correspondiente a cuarenta y cuatro horas semanales.


El bono se pagará en dos cuotas, la primera de $ 50.000 dentro de los treinta días desde la fecha de publicación de esta ley, y la segunda de $ 80.000 en el mes de marzo de 2008.


Artículo Tercero.- Traspásense, por una sola vez, a la dotación de la correspondiente entidad administradora de salud comunal el personal contratado que, al 1 de septiembre de 2007, desempeñe funciones que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1) del artículo 1º de esta ley, les haga aplicable la ley N° 19.378.   Su contrato será a plazo fijo o indefinido según la naturaleza del contrato que tenían a la fecha del traspaso.


Dicho traspaso se efectuará, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la ley N° 19.378, su experiencia y la capacitación que para este efecto puedan acreditar. 


Un reglamento del Ministerio de Salud que será, también, suscrito por el Ministerio de Hacienda establecerá los criterios necesarios para efectos de acreditar la capacitación que requiera el personal traspasado de conformidad con lo dispuesto en este inciso.


Para efectos de este artículo, las municipalidades del país, deberán remitir, dentro de los cuarenta y cinco dias siguientes a la publicación de esta ley, a los Servicios de Salud correspondientes, las nóminas del personal que se traspasa, así como las remuneraciones brutas percibidas por éste al 1 de septiembre de 2007.


Artículo Cuarto.- El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que percibían al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


Artículo Quinto.- El cambio del régimen jurídico que signifique la aplicación de la ley N° 19.378 respecto de los funcionarios que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, pasen a formar parte de una dotación de personal no importará término de la relación laboral para ningún efecto, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha.


Los trabajadores a que se refiere el inciso anterior, que no hubieren pactado indemnización a todo evento en conformidad al artículo 164 del Código del Trabajo y que cesen en funciones por la causal establecida en la letra i) del artículo 48 de la ley N° 19.378, tendrán derecho a la indemnización respectiva, computando también el tiempo servido hasta la fecha del cambio de régimen jurídico que dispone esta ley. En ningún caso la indemnización podrá exceder de 11 meses. Si tales trabajadores hubieren pactado indemnización a todo evento de acuerdo con el artículo 164 del Código del Trabajo, tendrán derecho a conservar el sistema de indemnización pactada, la que se regirá por las normas del citado artículo 164.


La indemnización a que se refiere este artículo es incompatible con la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157. No obstante el personal que corresponda podrá acceder al incremento de dicha bonificación establecido en el artículo primero transitorio de esta ley en las mismas condiciones y plazos estipulados en esta norma.


Artículo Sexto.- Las municipalidades, directamente o a través de las Corporaciones respectivas, deberán destinar al financiamiento de las remuneraciones del personal que se incorpore al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, ley N° 19.378, conforme a las disposiciones anteriores, los montos que, al 1 de septiembre de 2007, gasten por tal concepto, las que se incrementarán en los porcentajes de reajuste que se concedan a futuro al referido personal.


Artículo Séptimo.- En el evento que la aplicación del artículo tercero transitorio de esta ley ocasione para la entidad administradora un mayor gasto en remuneraciones, éste será financiado con un aporte de cargo fiscal. Con todo, este aporte financiará sólo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más la asignación de atención primaria municipal de la categoría y nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de cuarenta y cuatro horas.


Los aportes que corresponda efectuar a las municipalidades con cargo a este artículo se transferirán mensualmente por los Servicios de Salud respectivos, conjuntamente con los aportes regulares para el financiamiento de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, y se reajustarán en la misma oportunidad y porcentaje que éstos.


Artículo Octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de diciembre de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Guido Girardi Lavín (Presidente accidental), Carlos Kuschel Silva, Evelyn Matthei Fornet y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 11 de diciembre de 2007.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario.
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